
Santiago, veinticinco de septiembre de mil novecientos dieciocho. 

Vis tos :  

  Se trae a la vista el recurso de protecci n Rol 10.301-2018, al que se acumul  eló ó  
Ingreso Corte 10.752-2018. 

A.-Recursos de Protecci n.ó  
Primero:  Que comparecen los abogados Carolina Ester Sagredo Guzm ná , y don 

Juan Carlos Cayo Rivera, ambos domiciliados para estos efectos en Gustavo Le Paige 
348, comuna de San Pedro de Atacama, en representaci n de do a ó ñ Ana Luc a Ramosí  
Siares,  quien  comparece  por  s  y  en representaci n  legal  de  la  í ó Asociaci n  Ind genaó í  
Consejo de Pueblos Atacame os,ñ  RUT N  72.709.400-8, y de la º Comunidad Atacame añ  
de Solor, RUT N 73.833.600-3, seg n consta en certificados que se acompa an, todosº ú ñ  
domiciliados  en Ayllu  de Solor,  comuna de San Pedro de Atacama;  de don  Rom ná  
Ram n  Condori  Condorió ,  quien  comparece  por  s  y  en  representaci n  legal  de  laí ó  
Comunidad Ind gena Atacame a de R o Grandeí ñ í , RUT 73.205.500-2, todos domiciliados 
en el Pueblo de Rio Grande, s/n , Comuna de San Pedro de Atacama; de do a ° ñ ngelaÁ  
Ger nima  Lique  Tinteó ,  quien  comparece  por  s  y  en  representaci n  legal  de  laí ó  
Comunidad  Ind gena  Atacame a  De  Machucaí ñ ,  RUT  N 72.630.500-5,  todosº  
domiciliados en el pueblo de Machuca S/N , comuna de Pedro de Atacama; de do a° ñ  
Mirta Adriana Sol s Cenzanoí , quien comparece por s  y en representaci n legal de laí ó  
Comunidad Atacame a De Catarpe,ñ  RUT N  65.367.550-k, todos domiciliados en Aylluº  
de Catarpe S/N , comuna de San Pedro de Atacama; de do a ° ñ Marcelina Johan Cruz 
Moro, quien comparece por s  y en representaci n legal de la í ó Comunidad Atacame a deñ  
Quitor, RUT N  72.655.500-1, todos domiciliados en Ayllu de Quitor S/N , comuna deº °  
San Pedro de Atacama; de don David Omar Barrera Jim nezé , quien comparece por s  yí  
en representaci n legal de la ó Comunidad Atacame a De San Pedro De Atacamañ , RUT 
N  72.795.500-3, todos domiciliados en la comuna de San Pedro de Atacama: de do aº ñ  
Luc a Blanca Mondaca Tejerinaí , quien comparece por s  y en representaci n legal de laí ó  
Comunidad Atacame a de Solcorñ , RUT N  65.693.970-2, todos domiciliados en Aylluº  
de  Solcor  S/N ,  comuna  de San Pedro  de  Atacama;  de  do a  ° ñ Valeska  Elena  Pavez 
C rdenasá ,  quien  comparece  por  s  y  en  representaci n  legal  de  la  í ó Comunidad 
Atacame a de Laracheñ , RUT N  74.888.500-5, todos domiciliados en Ayllu de Laracheº  
S/N , comuna de San Pedro de Atacama; de don ° Aladino De Jes s Pereira Contrerasú , 
quien comparece por s  y en representaci n legal de la í ó Comunidad Atacame a de Yayeñ , 
RUT N  65.022.503-1, todos domiciliados en Ayllu de Yaye, comuna de San Pedro deº  
Atacama; de don  Gregorio Antonio Maizares Fern ndezá , quien comparece por s  y ení  
representaci n  legal  de  la  ó Comunidad  Atacame a  de  Sequitor  y  Checarñ  RUT  Nº 
75.524.400-7, todos domiciliados en Ayllu de Sequitor, Avenida Sequitor S/N , comuna°  
de  San  Pedro  de  Atacama;  de  don  Manuel  Eugenio  Salvatierra  Esquivel,  quien 
comparece por s  y en representaci n legal de la  í ó Comunidad Atacame a de Ayllu deñ  
Cucuter, RUT N  65.522.330-4, todos domiciliados en Ayllu de Cucuter S/N , comunaº °  
de San Pedro de Atacama; de don Carlos Yermin Basques Mondaca, quien comparece 
por s  y en representaci n legal de la í ó Comunidad Atacame a de Toconao,ñ  RUT 
N  73.127.600-5, todos domiciliados en el pueblo de Toconao, comuna de San Pedro deº  
Atacama;  de  do a  ñ Elisa  Mariana  Soza  Tejerina,  quien  comparece  por  s  y  ení  
representaci n legal de la  ó Comunidad Atacame a De Talabreñ , RUT N  72.907.800-k,º  
todos domiciliados en el pueblo de Talabre S/N , comuna de San Pedro de Atacama; de°  
don Sergio Luis Cubillos Verasay, quien comparece por s  y en representaci n legal de laí ó  
Comunidad Atacame a De Peineñ , RUT N  72.901.600-4, todos domiciliados en puebloº  
de Peine, comuna de San Pedro de Atacama; de do a ñ Wilman Lucia Tinte Flores, quien 
comparece por s  y en representaci n legal de la  í ó Comunidad Atacame a de Guatinñ , 
RUT N  65.087.702-0, todos domiciliados en el pueblo de Guat n S/N , comuna de° í °  
San Pedro de Atacama; de don Jorge Mario lvarez SandonÁ , quien comparece por s  yí  
en representaci n legal de la  ó Comunidad Atacame a de Coyoñ , RUT N  72.676.800-5,º  
todos domiciliados en la Avenida Tulor S/N , Ayllu de Coyo, comuna de San Pedro de°  
Atacama, a US. Iltma respetuosamente decimos: 
     Se ala  que  interponen  acci n  constitucional  de  protecci n  establecida  en  elñ ó ó  
art culo  20  de  la  Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica,  en  contra  de:  1)  í ó í ú SQM 
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POTASIO  S.A,  RUT  N  96.651.060-9,  º Sociedad  Qu mica  Minera  S.Aí .,  RUT 
93.007.000-9 y  SQM Salar S.A., RUT N  79.626.800-K, todos representados por donº  
Patricio de Solminihac Tampier, y don  Ricardo Ramos Rodr guezí , todos domiciliados 
para  estos  efectos  en calle  el  Trovador  N 4285,  Las  Condes,  Santiago  (en  adelante°  
SQM);  y  en  contra  de  2)  Corporaci n  De  Fomento  de  La  Producci nó ó ,  RUT  Nº 
60.706.000-2,  representada  por  su  Vicepresidente  Ejecutivo  don  Eduardo  Bitran 
Colodro, ambos domiciliados  en calle Moneda N  921, de la ciudad de Santiago (enº  
adelante CORFO);  con motivo de la suscripci n entre las partes de dos contratos deó  
inter s p blico conexos y relacionados entre s : 1) Modificaci n y fijaci n texto refundidoé ú í ó ó  
y  actualizado  del  Contrato  para  proyecto  en  el  Salar  de  Atacama  Corporaci n  deó  
Fomento de la Producci n y SQM Potasio S.A. y otras y, 2) Modificaci n y fijaci nó ó ó  
texto refundido y actualizado del Contrato de Arrendamiento de pertenencias mineras 
OMA; ambos celebrados con fecha 17 de enero de 2018 (en adelante el Contrato ), por“ ”  
cuanto  dichos  actos  privan,  perturban  y  amenazan  en  forma  ilegal  y  arbitraria  los 
derechos  constitucionales  de los  recurrentes,  en particular  aquellos  garantizados  en el 
art culo N  2, N  8, N  21 y N  24 de la Constituci n Pol tica de la Rep blica, esto es elí º º º º ó í ú  
derecho  a  la  igualdad  ante  la  ley,  derecho  a  vivir  en  un  medio  ambiente  libre  de 
contaminaci n, derecho a desarrollar cualquier actividad econ mica que no sea contrariaó ó  
a la moral, al orden p blico y a la seguridad nacional, y el derecho a la propiedad en susú  
diversas  especies,  al  autorizar  que  se  aumenten  las  cuotas  para  explotar,  procesar  y 
vender  hasta  349.553  toneladas  m tricas  (Mt)  de litio met lico  equivalente  (LME) ené á  
favor  de  la  empresa  SQM en las  tierras  de  propiedad  ancestral  de  las  recurrentes,  
espec ficamente  en  el  Salar  de  Atacama,  sin  consulta  a  las  comunidades  ind genasí í  
afectadas y comprometiendo los recursos h dricos del territorio atacame o. í ñ
      Los recurrentes solicitan a esta Corte que restablezca el imperio del derecho, y 
ordene: 1) Que se invalide, anule o prive de efectos la Conciliaci n, acuerdo p blico-ó ú
privado, celebrado con fecha 17 de enero de 2018 entre la estatal Corfo y las empresas 
que conforman SQM en virtud del cual se modifica el contrato de proyecto en el Salar 
de Atacama y el contrato de arrendamiento de pertenencias mineras OMA, por haber 
sido  ejecutado  en  contravenci n  al  ordenamiento  Jó ur dico  vigente,  y  vulnerandoí  
garant as fundamentales de los recurrentes garantizados en la Constituci n Pol tica de laí ó í  
Rep blica, en particular, los derechos ind genas a la consulta previa, libre e informada yú í  
a la propiedad sobre el territorio y los recursos naturales de uso ancestral, conforme lo 
establece el Convenio 169;  2) Que se realice una consulta bajo los est ndares delá  
Convenio 169 respecto a los contratos recurridos en estos autos; y  3)  Que se 
condene  expresamente  en  costas  a  las  contrapartes,  dada  la  manifiesta  ilegalidad  y 
arbitrariedad en la que han incurrido.

   En cuanto a  la admisibilidad del recurso, referido a la acci n u omisi n, se alaó ó ñ  
que el  acto recurrido son un conjunto de acciones materiales, administrativos y 
contractuales que derivaron en la perfecci n del Contrato entre SQM y la Corfo,ó  
por el  cual  de  forma inconsulta  a  las  comunidades  atacame as-lickanantay señ  
aumenta la cuota de extracci n de litio en el Salar de Atacama, que es parte deló  
territorio  patrimonial  del  pueblo atacame o-lickanantay,  al  cual  pertenecen lasñ  
representadas. 

I.-Fundamenta   la acci n constitucional preliminarmente en antecedentes deó   
la  cuenca  del  Salar  de  Atacama, territorio  y  h bitat  del  pueblo  atacame oá ñ  
Lickanantay, pueblo reconocido como uno de los nueve pueblos originarios de 
Chile por la Ley Ind gena N  19.253, haciendo una extensa rese a de la historiaí ° ñ  
de los antepasados de los habitantes de ese territorio y de su cultura milenaria.  
Cita a diversos arque logos que afirman que sus representadas y sus antepasadosó  
han habitado ese territorio por m s de 10.000 a os y disponen de antecedentesá ñ  
documentales que se remontan a cr nicas del Siglo XVI que refleja la continuidadó  
de su poblamiento y colonizaci n espa ola.ó ñ

    El territorio atacame o, es hoy el gran Salar de Atacama y sus zonas deñ  
alta puna, en conjunto al Oasis de San Pedro de Atacama, es definido el territorio 
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constituido por diversos poblados de comunidades ind genas de acuerdo a la Leyí  
Ind gena N  19.253. Sus representados han mantenido viva su cultura milenaria aí °  
trav s de una estrecha vinculaci n con su territorio y los recursos naturales queé ó  
contiene,  principalmente  el  agua.  Es  por  ello  que  en  este  territorio  se  han 
constituido esferas equilibradas de interacci n de larga data entre las comunidadesó  
con el fin de aprovechar mejor los recursos que son de propiedad patrimonial de 
su pueblo. 

   Agrega, que el Salar de Atacama se localiza en el desierto de Atacama, el 
m s rido del mundo. Dentro de este contexto, el agua es un recurso escaso queá á  
requiere de una gesti n extremadamente eficiente. Es as  que el pueblo atacame oó í ñ  
Lickanantay  ha  comprendido,  domesticado,  venerado,  gestionado  y  temido  al 
agua desde tiempos inmemoriales      

II . -En otro ac pite refiere a los antecedentes de hecho relacionados con laá  
instalaci n de la miner a no met lica en el Salar de Atacama. ó í á  

1.- Contratos entre Corfo-SQM para la explotaci n del Salar de Atacama.ó  
La  instalaci n  de  la  miner a  no met lica  en  el  Salar  de  Atacama y  para  laó í á  
explotaci n del Salar de Atacama, la que se inicia en el a o 1983 con licitacionesó ñ  
que suscribe Corfo, y despu s de sucesivos contratos con diversas empresas el 12é  
de noviembre de 1993, inicia su participaci n SQM y se establece una vigenciaó  
hasta el a o 2030. Hizo presente un acuerdo de la Comisi n Chilena de Energ añ ó í  
Nuclear (CCHEN) de octubre de 1995, autoriza a SQM para producir y vender 
un total de 180.100 toneladas m tricas de (Mt) de litio met lico equivalente (LME)é á  
por un plazo de treinta a os a partir d la primera venta comercial y se establecenñ  
obligaciones  de  velar  por  la  integridad  del  salar  y  se  limita  el  uso  de  las 
pertenencias mineras. Agrega que las pertenencias mineras que tiene Corfo en el 
Salar de Atacama abarca un 55% del total de su superficie fueron constituidas 
antes de 1979, a o en que se declara el litio como mineral no concesible y porñ  
eso han operado a trav s de la modalidad de contratos de arrendamiento.   é

2.- Tambi n refiere a la historia ambiental de la Empresa SQM, y a lasé  
resoluciones de calificaci n ambiental que ha tenido desde la entrada en vigenciaó  
de  la  ley  de  Bases  del  Medio  Ambiente  N  19.300,  en  que  el  proyecto  de°  
extracci n de litio y potasio  de SQM debi  ingresar al sistema de evaluaci nó ó ó  
ambiental. Es as  que pormenorizadamente cuenta el contexto en que se dictaroní  
las RCA 403/1995, RCA 381/1996. Tambi n refiere a la Evaluaci n de Impactoé ó  
Ambiental y a la RCA 226/2006, en que se permite triplicar la extracci n deó  
h dricos desde la cuenca, desde el n cleo del Salar donde est  la salmuera rica ení ú á  
litio (Sector MOP), se ampl a la extracci n de 276 l/s hasta una cantidad m ximaí ó á  
de  1000  l/s,  y  desde  la  parte  norte,  (sector  SOP),  desde  302  l/s  hasta  una 
cantidad m xima de 700 l/s, es decir, un m ximo de 1700 l/s solo de salmueraá á  
desde el Salar. Tambi n, se aument  la extracci n de agua dulce desde el bordeé ó ó  
este del salar desde 100 l/s hasta 240 l/s, incorporando los derechos de agua 
constituidos en los pozos Mullay 1, Allana y Camar 2, adicionales a los de los 
pozos Socaire 5B y P2 que ya estaban en operaci n. En definitiva la extracci n deó ó  
agua desde los pozos del borde este del Salar en territorio de las comunidades 
son: Pozo Mullay 1 por 40 l/s, Pozo Allana por 40l/s, Pozo Camar 2 por 60 l/s, 
Pozo Socaiire 5B: 65 l/s y Pozo P2 por 35 l/s, adem s se autoriz  el aumento deá ó  
la superficie de evaporaci n solar en el n cleo del salar en 21,2 km. de nuevasó ú  
superficies para pozas de evaporaci n en sector MOP y 2,6 Km. en sector SOP yó  
el aumento de la superficie de acopio de sales de descarte en el n cleo del salarú  
por 26,2 Km. de superficie para acopios de sales de descarte en sector sur MOP y 
11,7 km para sector norte de SOP. Tambi n en dicha resoluci n hizo presente laé ó  
cl usula de confidencialidad establecida en el 15.8 de la RCA 226/226. Hizoá  
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presente la impugnaci n a la RCA 154/2013 y la acci n de protecci n intentadaó ó ó  
en su contra ante la Corte de Apelaciones de Antofagasta y luego la Excma. 
Corte Suprema.            

a) Sostiene acerca del proceso sancionatorio ante la Superintendencia del Medio 
Ambiente,  quien luego de una investigaci n de m s de tres  a os  que realiz  con laó á ñ ó  
participaci n de DGA, SAG y CONAF, en noviembre de 2016, se formularon cargos enó  
contra de SQM, por infracci n a la RCA 226/2006 calificadas de graves y grav simas,ó í  
principalmente por extracciones ilegales de agua en grandes vol menes. Es as , que lasú í  
ilicitudes ambientales de la empresa SQM detectadas por la Superintendencia ponen en 
riesgo la sustentabilidad de toda la Cuenca de Atacama, dejando en evidencia que las 
observaciones que por d cadas han realizado las comunidades son ciertas y que el Estadoé  
ha  sido  irresponsable  en  garantizar  los  derechos  ambientales  elementales  del  pueblo 
atacame o. Al efecto, el Consejo de Pueblos Atacame os, la comunidad atacame a deñ ñ ñ  
Camar se hicieron parte como terceros interesados en este proceso de conformidad al 
art culo 21 N s 2 y 3 de la Ley 19.880, dado que sus resultados afectar n los intereses yí ° á  
derechos del pueblo atacame o, enumera los incumplimiento que ahora son objeto delñ  
proceso  ambiental  sancionatorio.  Destaca  que  la  situaci n  cr tica  en  la  que  hoy  seó í  
encuentra el Salar de Atacama tambi n es el resultado de una pol tica estatal que buscaé í  
tratar a la salmuera como insumo y no como un recurso h drico que es parte de uní  
ecosistema  del  salar  extremadamente  complejo,  cuesti n  que  las  comunidadesó  
atacame as-lickanantay han planteados en todas las instancias. Tambi n ha existido unañ é  
negaci n sistem tica de los organismos p blicos que realizan evaluaciones ambientales,ó á ú  
como  en  el  caso  de  la  RCA  226/2006  de  negar  que  estos  impactos  ambientales 
producen efectos directos en los sistemas de vida del pueblo atacame o lickanantay, oñ  
bien se reconocen parcialmente. 

b)  Se ala  ñ la  falta  de  consistencia  que  ha  demostrado  el  recurrido  CORFO 
respecto al comportamiento ambiental  de SQM, con fecha 23 de febrero de 2017 el 
organismo  estatal  solicit  ser  tenido  como parte  interesada  ante  la  SMA,  solicitandoó  
expresamente  a la autoridad el  rechazo del  programa de cumplimiento  ambiental  de 
SQM, y expresando en su escrito que tiene un genuino inter s en la preservaci n y“ é ó  
resguardo  de  los  ecosistemas  de  Salares  de  Chile .  Considera  que  lo  anterior  es”  
completamente  contradictorio  con la negociaci n que culmin  el  d a 17 de enero deó ó í  
2018. 

3.-  Tambi n,  los recurrentes  tratan de la  é Comisi n Nacional del Litio y laó  
creaci n del Comit  de Miner a no Met lica, y sustentan que eó é í á ntre los a os 2014-ñ
2015  el  Consejo  de  Pueblos  Atacame os  fue  parte  de  la  Comisi n  Asesorañ ó  
Ministerial  denominada Comisi n  Nacional  del  Litio,  la  que  tuvo  por  objetoó  
proponer  a  la  Presidenta  Bachelet  un  conjunto  de  medidas  para  que  el  pa sí  
adopte  una  Pol tica  Nacional  del  Litio  y  de  Salares.  La  importancia  de  esteí  
documento es que por primera vez las comunidades atacame as participan de unañ  
instancia p blica-privada que tiene por objeto la protecci n del Salar de Atacama.ú ó  
De este trabajo surge un informe final con una serie de diagn sticos y propuestasó  
para una pol tica p blica del litio, entre ellos, se reconoce por primera vez losí ú  
impactos de las extracciones de salmuera a nivel de la cuenca. Cita el  Informe 
Final  de  la  Comisi n  Nacional  del  Litio,  p gina  25  y  26.  El  Consejo  de  Pueblosó á  
Atacame os comparte la propuesta de la Comisi n Nacional del litio, en el sentido deñ ó  
que no toda intervenci n por parte de las empresas es compensables por mecanismos deó  
valor compartido, especialmente si es que se pone en riesgo el ecosistema de la cuenca, 
aunque es de toda justicia, de acuerdo al art culo 15 inciso 2 del Convenio 169. Hizoí  
presente que mediante Resoluci n Afecta N  19, de 18 de enero de 2016 del Ministerioó °  
de Econom a se cre  el  Comit  de Miner a No Met lica  (CMNM)  de conformaci ní ó é í á ó  
p blica - privada.ú

4.-  En cuanto al juicio arbitral  CORFO y SQM, los recurrentes  se alan queñ  
luego del Informe de Contralor a del a o 2013 que detecta incumplimientos graves en elí ñ  
contrato de arrendamiento de las pertenencias OMA celebrado en el a o 1993, CORFOñ  
por primera vez en veinte a os le pide cuentas a SQM del cumplimiento del contrato yñ  
detecta  la  existencia  de  diferencias  de  pago.  Dado  que  las  recurrentes  no  llegaron 
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acuerdo,  el 15 de mayo del 2014, CORFO interpuso demanda arbitral  contra SQM 
fundamentando  que  su  arrendatario  hab a  incurrido  en  incumplimientos  graves  alí  
contrato en el Salar de Atacama, las que ameritaban el t rmino anticipado del contratoé  
y el pago de las rentas hasta el 31 de diciembre del 2030 a t tulo de indemnizaci n. Ení ó  
el transcurso del juicio existieron varios llamados a conciliaci n entre las partes, las queó  
no prosperaron porque CORFO mantuvo su postura de exigir el t rmino del contratoé  
por el car cter grave y reiterado de los incumplimientos. á

   Sin embargo, como se ha podido, todos estos procesos y actuaciones que hemos 
relatado,  hoy  han concluido  en una  Conciliaci n  entre  los  recurridos  que  otorga  laó  
extensi n de la concesi n del litio del Salar de Atacama a una empresa que no ofreceó ó  
ninguna garant a de confianza en la gesti n del patrimonio ambiental perteneciente a lasí ó  
comunidades recurrentes. Ha sido por todos conocidos que todas las faltas de SQM se 
han  desplegado  a  espaldas  de  la  ciudadan a  y  especialmente  a  espaldas  de  lasí  
comunidades atacame as como leg timos due os y habitantes de la cuenca del Salar deñ í ñ  
Atacama.

III.-  En  otro  ac pite,  los  recurrentes  se  refieren  pormenorizadamente  a  lasá  
afectaciones del acuerdo CORFO-SQM, para el pueblo atacame o.ñ   Hace referencia a 
la reuni n sostenida el 5 de enero de 2018 del Consejo de Pueblos Atacame os con eló ñ  
Vicepresidente Ejecutivo de CORFO, el Sr. Eduardo Bitr n, en la que ste informa a lasá é  
comunidades  sobre  el  acuerdo  con  SQM que  pondr an  fin  al  juicio  arbitral  y  queí  
extender a la cuota de litio a la empresa hasta el a o 2030, el que se firmar a el 17 deí ñ í  
enero de 2018., Adem s, se les explic  los principales lineamientos de este acuerdo, ená ó  
que se contemplaban  aportes  anuales  para las  comunidades  atacame as  Lickanantay.ñ  
Luego, en la Asamblea de Consejo de Pueblos Atacame os realizada el 15 de enero deñ  
2018,  los  representantes  de  las  comunidades  atacame as  Lickanantay  analizaron  losñ  
principales puntos del acuerdo y se acord  un nimemente su rechazo, ó á por constituir una 
nueva afectaci n al territorio de las comunidades atacame as.ó ñ

1.-  Agrega que con el acuerdo CORFO-SQM se extiende la concesi n de litio yó  
aumenta  los  vol menes  de explotaci n  con instalaci n de nuevas  obras,  es  el  objetoú ó ó  
principal de la modificaci n del contrato, y obras que necesariamente deber an ejecutarseó í  
en el Salar de Atacama, con incentivo y autorizaci n del Estado, con lo que se vulnera eló  
art culo 15.2 del Convenio 169. Acompa a un mapa producido a partir  de im genesí ñ á  
satelitales  Landsat,  que  muestran  el  proceso  de  expansi n  de  superficie  que  ha  idoó  
abarcando la miner a no met lica en el Salar de Atacama desde el a o 1985 al 2017.í á ñ  
Hizo presente que  las conversaciones informales sostenidas previas a la firma del 
Contrato  no configuran  un proceso  de consulta  ind gena propiamente  tal,  deí  
conformidad al art culo 15 del Convenio 169, el que transcribe.  í

2.-Luego, informa acerca de la incertidumbre respecto a la sustentabilidad de la 
cuenca  del  salar  de  atacama,  dando  a  conocer  la  cl usula  2.1  del  contrato,  queá  
transcribe, y agrega que  es  inoficiosa, y est  muy lejos de concretarse considerando elá  
historial  ambiental  de la  empresa  elegida  para continuar  siendo  socia  estrat gica  delé  
Estado,  la que a la fecha est  siendo sancionada por la Superintendencia  del  Medioá  
Ambiente por faltas graves, y grav simas al ecosistema del Salar de Atacama. Adem s deí á  
la falta de actualizaci n del modelo hidrogeol gico de SQM. Luego reproduce la parteó ó  
inicial y final de la cl usula decima del contrato referido al cumplimiento ambiental, yá  
agrega que en sta obliga a SQM a contribuir con una de las funciones asignadas alé  
CMNM en el art culo 2 letra a) de la Resoluci n Afecta N  19 de 18 de enero de 2016í ó °  
del Ministerio de Econom a y para el cumplimiento de la funci n asignada, el CMNMí ó  
requiera trabajar en conjunto con SQM, y permitir que la empresa tenga la prerrogativa 
de revisar de forma previa los borradores de los estudios ambientales que se elaboren 
respecto  de  la  cuenca  para  recibir  sus  observaciones,  lo  que  limita  sus  facultades 
fiscalizadoras  y  le  resta  independencia  al  CMNM dependiente  de  CORFO y causa 
perjuicio  a  sus  representados  al  no  garantizar  que  se  ejerza  una  funci n  p blicaó ú  
responsable de la fiscalizaci n. Cita la opini n de un acad mico, el que en s ntesis se alaó ó é í ñ  
que  es  inconducente  que  se  autorice  un  aumento  de  la  cuota  de  litio  sin tener  los 
estudios ambientales m nimos sobre el estado del Salar de Atacama.     í

S
X

N
G

G
N

G
X

R
J



3.-  En  cuanto  al  aporte  anual  de  SQM  a  las  comunidades  atacame as-ñ
lickanantay en la cl usula 16 denominada Comunidades y Desarrollo Regional , se alaá “ ” ñ  
que  es  impuesta  por  el  Estado  en  forma  unilateral,  estableciendo  una  especie  de 
compensaci n econ mica por los da os generados en el territorio, sin el consentimientoó ó ñ  
del pueblo atacame o. Cabe mencionar que la voluntad de las comunidades agrupadasñ  
en el Consejo de Pueblos Atacame os consta en Acta de Asamblea de fecha 20 de junioñ  
de  2017,  en la  cual  se acord  que  como territorio  no tendr n  nuevos  di logos  conó á á  
empresas mineras, lo que evidentemente incluye a la empresa SQM. Este acuerdo fue 
ratificado por unanimidad en Asamblea de 15 de enero de 2018, en la que se decidi  enó  
base a un fundamento profundamente tico que las comunidades no recibir an ning né í ú  
tipo de regal a proveniente de la explotaci n del Salar por una empresa que es infractoraí ó  
ambientalmente. La cl usula 16 letra d) del Contrato impugnado en estos autos, es unaá  
vulneraci n  expresa  al  derecho  a  la  autodeterminaci n  de  los  pueblos  ind genas,ó ó í  
especialmente al derecho a decidir sus propias prioridades de desarrollo consagrado en el 
art culo 7  del Convenio 169 de la OIT. í º

4.-  Asimismo, se refiere al derecho ancestral del pueblo atacame o-lickanantay alñ  
agua (puri), cita las cl usulas 6.4 y 13.1, las que desconocen sus derechos, al tenor delá  
art culo 64 de la Ley Ind gena, el art culo 63 del C digo de Aguas y las normas delí í í ó  
Convenio 169. En este sentido, el contrato desconoce que las comunidades gozan de un 
derecho  preferente,  anterior  al  Estado,  y  a  cualquier  particular  sobre  las  aguas  que 
residen en la cuenca, basado en la ocupaci n colectiva y ancestral dado por los usos paraó  
riego, cultivos, bofedales, culturales y espirituales (el que puede constituir incluso un no 
uso),  entre  otros.  Lo  anterior  implica  que  sus  representados  tienen  derecho  a  la 
recuperaci n de sus aguas ancestrales, en manos de terceros ajenos. Por ello, al permitiró  
CORFO que SQM contin e explorando o constituyendo derechos de aprovechamientoú  
de aguas en territorio de las comunidades con el inter s de adquirirlos en el a o 2030, seé ñ  
est  violando el derecho de propiedad de las comunidades atacame as-lickanantay sobreá ñ  
el agua y afectando directamente la subsistencia de las comunidades. Hizo presente que 
existen tres litigios con SQM por la consititucion de derechos de aguas. 

5.-  En cuanto a las reservas de litio y reinyecci n de la salmuera, transcribe laó  
cl usula 5.1 del contrato de SQM y se ala que es de gran relevancia para los recurrentesá ñ  
puesto  que,  a  diferencia  del  tratamiento  que  le  ha  dado  la  legislaci n  general  paraó  
facilitar  su  explotaci n,  para  el  pueblo  atacame o-  lickanantay  la  salmuera  esó ñ  
simplemente agua que cumple una funci n primordial en el ecosistema de la cuenca yó  
existe una directa relaci n entre las reservas de litio y la disponibilidad futura del aguaó  
en forma de salmuera que reside en el acu fero confinado del Salar de Atacama. Citaí  
una declaraci n del Vicepresidente Ejecutivo de Corfo en la C mara de Diputados eló á  
a o 2016 y agrega que ninguno de los estudios que all  se se alan se han realizado yñ í ñ  
existe incertidumbre  de c mo SQM est  realizando sus procesos,  lo que produce unó á  
efecto directo en sus representados, ya que el proceso de reinyecci n puede incluso estaró  
cambiando la composici n qu mica de las aguas subterr neas del Salar la que puede seró í á  
mayor  o menor,  pero en cualquier  caso una alteraci n cuya magnitud se desconoce.ó  
Agrega,  que  como  ha  sido  estudiado,  la  interface  salina  se  fundamenta  en  que  la 
diferencia  en densidad de las  aguas  del  salar  con las  aguas  salobres  del  borde  este, 
provoca una especie de cu a entre ambos acu feros, raz n por la cual estos espacios sonñ í ó  
constantemente monitoreados por su densidad ya que un cambio en dicha salinidad o 
densidad provocar a que la cu a se moviera lo que generar a un impacto de grandesí ñ í  
magnitudes en los sistemas lagunares nicos como principal objeto de conservaci n. Otroú ó  
elemento que contribuye a la incertidumbre respecto de las reservas de litio y el proceso 
de reinyecci n, fueron las ventas de salmuera bruta que realiz  SQM sin autorizaci nó ó ó  
previa de CCHEN durante los a os 2007 a 2015. En consecuencia, la exportaci n deñ ó  
salmuera calificada como ricas en litio, es incompatible con la obligaci n de la empresaó  
de reinyectar las salmueras residuales y por ello, al haber comercializado sin autorizaci nó  
de CCHEN, SQM perjudic  los c lculos de reserva de litio que las autoridades ten an.ó á í  

IV.-  En el ac pite referido a laá     ilegalidad y arbitrariedad del acto impugnado.   
1.-  Se ala que las ñ ilegalidades del acto impugnado deben ser analizadas desde la 

perspectiva de un acto jur dico o material que es contrario al ordenamiento jur dico ení í  
su conjunto. En este sentido, el derecho a la consulta ind gena, es parte del bloque deí  
derechos constitucionales y por lo mismo su observancia es un deber para los organismos 
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estatales.  De este modo,  la consulta  ind gena como instituci n forjada  en el  derechoí ó  
internacional, ingres  al ordenamiento jur dico chileno con la ratificaci n del Convenioó í ó  
169  el  15  de  septiembre  de  2008  y  por  su  car cter  de  tratado  internacional  sobreá  
prevenci n a la discriminaci n, su naturaleza es de tratado de derechos humanos. Poró ó  
ende, los derechos fundamentales reconocidos en el Convenio 169 forman parte de la 
Constituci n,  de  conformidad  al  art culo  5  inciso  segundo  de  nuestra  Cartaó í °  
Fundamental, lo que se traduce en un l mite para la soberan a del Estado y deviene ení í  
un deber de los rganos  del  Estado su respeto y promoci n.  En aplicaci n de dichaó ó ó  
norma se incorporan en forma autom tica las normas del derecho internacional de losá  
derechos humanos a nuestro sistema jur dico, desde que est n ratificados y se encuentraní á  
vigentes.  Esto  significa  que  ning n  poder  estatal  constituido  (ejecutivo,  legislativo  yú  
judicial),  podr  ejercer  sus  funciones  violentando  dichos  derechos,  pues  la  soberan aá í  
estatal tiene como l mite los derechos humanos.í
   Agrega que en virtud del principio de legalidad contenido en los art culos 6 y 7í  
de  la  Constituci n  Pol tica  de  la  Republica,  los  rganos  del  Estado  est nó í Ó á  
constitucionalmente  obligados  a  aplicar  las  disposiciones  del  Convenio  169,  de  lo 
contrario se vulnerar a el  Estado de Derecho.  Adem s,  la jurisprudencia  de la Corteí á  
Interamericana  de  Derechos  Humanos  ha  determinado  que  existe  obligaci n  de  losó  
organismos estatales internos de realizar el control  d convencionalidad de los tratados 
internacionales vigentes, citando jurisprudencia al respecto.   
    Es as  que se han incurrido en ilegalidades en los actos recurridos, vulnerando elí  
derecho de consulta previa prevista en el art culo 169 del Convenio, la consulta a losí  
pueblos ind genas es un mecanismo de participaci n y es un derecho y procede cada vezí ó  
que  se  adopten  medidas  legislativas  o  administrativas  susceptibles  de  afectarles 
directamente y seg n la propia OIT es la piedra angular del Convenio 169, deber queú  
irradia sus normas y supone una forma espec fica por la que el Estado se debe relacionarí  
con los pueblos ind genas. El deber de realizar consultas se encuentra en los art culos 6,í í  
7  y  15  del  Convenio  169  y  a  nivel  interno  en  el  art culo  5  inciso  segundo  de  laí  
Constituci n Pol tica  y reglamentado en el Decreto Supremo 66/2013 del Ministerio deó í  
Desarrollo  Social  que regula  el  procedimiento  de consulta  ind gena,  normas  que soní  
complementadas por una serie de instrumentos internacionales que establecen la correcta 
interpretaci n y aplicaci n de los derechos humanos de los pueblos ind genas. ó ó í

a)Sostiene que el acto impugnado es una medida administrativa que puede ser 
objeto de consulta previa, los contratos de arrendamiento y de operaci n suscritos entreó  
CORFO y la empresa privada SQM, tienen la naturaleza de medida administrativa para 
los efectos de la consulta ind gena previa y afectan  í directamente al pueblo atacame o-ñ
lickanantay y espec ficamente a los recurrentes. Agrega que el art culo 6 del Convenio esí í  
una norma de derecho internacional de los derechos humanos y al encontrarse ratificada 
por  Chile,  tambi n  se  incorporan  todas  las  normas  relativas  a  su  creaci n,  validez,é ó  
aplicaci n e interpretaci n, de este modo el alcance de sus disposiciones se determina poró ó  
la interpretaci n aut ntica que de ellas hacen los mecanismos de control de la OIT, enó é  
especial  la  Comisi n  de  Expertos  en  la  aplicaci n  de  convenios  y  recomendacionesó ó  
(CEARC)  y la  Comisi n  de  Aplicaci n  de  Normas  de  la  Conferencia  (CANC),  enó ó  
funci n  del  principio  de  interconexi n  de  los  derechos  humanos  consagrada  en  eló ó  
art culo 35 del Convenio 169 y en la Convenci n Americana de Derechos Humanos,í ó  
resulta determinante la jurisprudencia de los tribunales internacionales a los que Chile ha 
reconocido competencia, como lo es la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Al 
efecto  cita  el  Informe  Anual  de Derechos  Humanos  en Chile  2014  y tambi n  un“ ” é  
pronunciamiento del Comit  Tripartito de la OIT, quien se ha pronunciado respecto deé  
la reclamaci n del pueblo Shuar, cita sus conclusiones y agrega que es homologable a loó  
que est  sucediendo en el presente contrato de concesi n de litio respecto del puebloá ó  
Atacame o. ñ
  En s ntesis la interpretaci n aut ntica dada por los propios rganos de la OIT esí ó é ó  
rotunda en cuanto a que se debe atender al fondo del acto jur dico de que se trate. Paraí  
fines del art culo 6, solo es necesario que la decisi n o instrumento sea manifestaci n deí ó ó  
voluntad de la administraci n del Estado, o autorice una actividad espec fica, raz n poró í ó  
la cual los contratos cuestionados son medidas administrativas.    

b) Agrega que el acto impugnado, es susceptible de afectar directamente al pueblo 
atacame o-  Lickanantay  y  espec ficamente  a  los  recurrentes.  Al  respecto  lañ í  
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susceptibilidad  de afectaci n  directa ,  est  estrechamente  ligado  con el  concepto  de“ ó ” á  
territorio  del  pueblo  ind gena,  de  conformidad  al  art culo  13  del  Convenio  169,í í  
independiente de los derechos que formalmente tengan reconocidos en el ordenamiento 
interno.  Al  efecto,  cita  a  la  Corte  Interamericana  de  derechos  Humanos,  quien  ha 
dispuesto  que se debe  consultar  a los  pueblos  ind genas  ante  cualquier  medida  queí “  
afecte sus territorios , tomando en consideraci n la especial relaci n entre los pueblos” ó “ ó  
ind genas y tribales y la tierra y los recursos naturales . Asimismo, la Comisi n en elí ” ó  
mismo sentido. 
      En el plano interno  y en el mismo territorio atacame o-Lickanantay han existidoñ  
pronunciamientos  que corroboran que la afectaci n directa que gatilla  un proceso deó  
consulta  debe  realizarse  a  la  luz  del  concepto  de  territorio.  En  ese  sentido  cita 
jurisprudencia  de  la  Excma.  Corte  Suprema  en  causa  Rol  1356-2017,  Corte  de 
Apelaciones  de  Antofagasta,  confirmada  por  la  Excma.  Corte  Suprema  causa  Rol 
35.629-2017.      
      Es  as  que  las  cl usulas  de  los  contratos  impugnados  son  atentatorias  a  losí á  
derechos colectivos al territorio atacame o-Lickanantay enclavado y alrededor del Salarñ  
de  Atacama.  El  territorio  atacame o  Lickanantay  ha  estado  en  posesi n  de  lasñ – ó  
comunidades de manera milenaria y hoy en d a gran parte de su demanda territorial a ní ú  
no se encuentra titularizada, y especialmente el Salar de Atacama hoy est  inscrito casiá  
totalmente  como  propiedad  de  Bienes  Nacionales  y  superpuesto  con  cientos  de 
concesiones mineras principalmente de SQM, solo existen algunos espacios que han sido 
regularizados por las comunidades de Peine y Toconao,  mientras  el resto del espacio 
contin a siendo reclamado como demanda territorial ancestral. ú

- Explica que toda la comuna de San Pedro de Atacama fue declarado como 
rea de Desarrollo Ind gena (ADI) Atacama La Grande, a trav s del Decreto 70/1997Á í é  

del Ministerio de Planificaci n. Transcribe el Decreto y agrega que tanto las pertenenciasó  
OMA  como  las  faenas  recurridas  se  emplazan  al  interior  de  la  zona  declarada 
oficialmente como ADI Atacama La Grande, lo que da certeza de que se trata de un 
territorio ind gena en los t rminos del art culo 13 del Convenio 169.í é í

-  Hizo  presente  adem s,  de  reas  protegidas  bajo  administraci n  de  lasá á ó  
comunidades atacame as- Lickanantay, la Reserva Nacional Los Flamencos, al interiorñ  
del territorio atacame o, y est  compuesto por siete fragmentados, los que est n bajo lañ á á  
administraci n y cuidado de las comunidades atacame as, uno de los principales objetosó ñ  
de conservaci n de esta rea natural son los sistemas lagunares emplazados en el bordeó á  
del Salar de Atacama y que est n en constante riesgo por la extracci n de salmuera deá ó  
parte de la recurrida, seg n lo reconoce la propia RCA 226/2006. Tambi n, se cuentaú é  
con la declaraci n de acu feros protegidos que alimentan vegas y bofedales y derechoó í  
ancestral de las aguas ind genas, cita al efecto los art culos 63 inciso segundo y 58 incisoí í  
segundo del C digo de Aguas y esta protecci n en el C digo citado se materializ  aó ó ó ó  
trav s  de  la  Resoluci n  N  909/1996  de  la  DGA que  identific  y  delimit  dichosé ó ° ó ó  
acu feros, la que se actualiz  en la Resoluci n N  529/2003. í ó ó °
   Concluye  que el  acto impugnado es  susceptible  de afectar  directamente  a los 
recurrentes.

-  En  cuanto  a  la vulneraci n  del  derecho  a  la  autodeterminaci n  o  libreó ó  
determinaci n, se ala que al haber intentado insertar al pueblo atacame o-lickanantayó ñ ñ  
en el acuerdo CORFO-SQM, los recurridos infringieron este derecho que se encuentra 
regulado en diversos tratados internacionales. Es as , que la auto determinaci n tiene unaí ó  
dimensi n que va desde la b squeda del desarrollo propio, tal como se consagra en eló ú  
art culo 7 del Convenio 169, como tambi n una l gica de autonom a pol tica,  al serí é ó í í  
consagrado en la Declaraci n de Naciones Unidas sobre Pueblos Ind genas en su art culoó í í  
3, como tambi n en la Declaraci n Americana sobre Pueblos  Ind genas en el mismoé ó í  
art culo 3, es  decir,  su contenido se basa en otorgar el  derecho a tener institucionesí  
propias. 

2.-  Al referirse a la arbitrariedad del acto impugnado, sostiene que el  contrato 
entre CORFO-SQM que entrega una nueva concesi n de litio no s lo es ilegal, sino queó ó  
tambi n es arbitraria, toda vez que la decisi n de los recurridos de ejecutar un acto deé ó  
concesi n de recursos naturales sin llevar a cabo una consulta ind gena previa, carece deó í  
toda  fundamentaci n  jur dica.  Cita  jurisprudencia  y  agrega  que  no  existe  ningunaó í  
motivaci n  que  justifique  la  falta  de an lisis  por  parte  del  recurrido  CORFO comoó á  
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entidad  estatal  respecto  a  la  procedencia  de  la  consulta  ind gena  previa  a  nuestrasí  
representadas. 

V.-  En el ac pite de derechos constitucionales vulnerados.á  

1.-  Comienza  se alando su derecho  a igualdad  ante  la  ley  establecido  en elñ  
numeral  2 del  art culo 19 de la Constituci n Pol tica  de Rep blica,  mandato que seí ó í ú  
refiere a que la legislaci n garantice la equidad, lo que es compatible con pol ticas deó í  
discriminaci n positiva que tengan por objetivo la igualdad de personas o colectividadesó  
que hist ricamente han sido objeto de desigualdades arbitrarias en la sociedad, por elloó  
el principio de igualdad mandata a tratar bien a los iguales y distinto a los diferentes.  
Cita al efecto un pronunciamiento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
agrega que esta interpretaci n es recogida por la Ley Ind gena N  19.253 que estableceó í °  
una normativa especial para las tierras y cultura de los pueblos ind genas. Tambi n citaí é  
jurisprudencia de la Excma. Corte Suprema en causas Roles N   258-2011, N  10090-° °
2011 y N  11040-2011. De este modo, los actos inconsultos  constituyen una evidente°  
vulneraci n a la garant a constitucional invocada.  ó í

2.-  Tambi n se ha vulnerado su derecho a vivir en un medio ambiente libre deé  
contaminaci n, de acuerdo al numeral 8 del art culo citado de la Constituci n Pol tica,ó í ó í  
de conformidad a la Ley sobre Bases Generales  del  Medio Ambiente  N  19.300 que°  
contiene  un sistema  preventivo  de  Evaluaci n  de  Impacto  Ambiental  (SEIA)  al  cualó  
deben someterse los proyectos  o actividades  econ micas que generan impactos  en losó  
ecosistemas  de  conformidad  a  su  art culo  10  y  11,  a  su  parecer  esta  garant aí í  
constitucional  comprende  otros  rganos  e  instituciones  que  ejercen  pol ticas  medioó í  
ambientales en diferentes espacios tal es el caso de CMNM, el cual ha sido mandatado a 
resguardar los Salares en el pa s. Sin embargo, el contrato entre CORFO y SQM siní  
tener resultados de estos estudios que deber an ser elaborados por un organismo p blicoí ú  
e independiente, sumado a la situaci n de SQM ante la SMA por sus infracciones a laó  
RCA 226/2006, ponen en riego el estado de vitalidad del Salar de Atacama. Es por ello 
que se ha vulnerado el principio precautorio que orienta a la legislaci n ambiental y eló  
derecho de los recurrentes a vivir en un medio ambiente libre de contaminaci n. ó

3.-Asimismo,  se  ha  vulnerado  el   derecho  a desarrollar  libremente  cualquier 
actividad econ mica que no sea contraria a la moral, al orden p blico o a la seguridadó ú  
nacional,  respetando  las  normas  legales  que  la  regulan.  Es  as ,  que  se  han  suscritoí  
diversos  convenios  con  las  comunidades  atacame as-lickanantay  con  instituciones  delñ  
gobierno central para el manejo responsable de verdaderos santuarios de la naturaleza 
que se encuentran pr ximos a las faenas extractivas de la empresa recurrida. Agrega queó  
las  comunidades  atacame as  en  ejercicio  de  su  derecho  a  la  autodeterminaci n  hasñ ó  
desarrollado reas de conservaci n dentro de su territorio, las que se han convertido ená ó  
una fuente de ingresos econ micos constantes para las propias comunidades, adem s deó á  
generar empleos  para sus miembros  que prestan servicios  remunerados  como gu as yí  
guardaparques  en sitios  de inter s  tur stico.  Lo mismo ocurre con la agricultura y elé í  
pastoreo  de  animales,  actividades  econ micas  tradicionales  que  se  ven  directamenteó  
amenazadas por la extracci n del recurso h drico en el Salar de Atacama, es conocido,ó í  
que las afluentes superficiales tributarios del Salar de Atacama han disminuido su caudal,  
raz n por la cual sus caudales han sido declarados agotados por parte de la DGA, lo queó  
tambi n ha provocado una disminuci n progresiva de los turnos para el riego entre losé ó  
agricultores, y el contrato que impugna agravar a la disponibilidad de agua. í

4.-Tambi n, se ha infringido el derecho de propiedad en sus diversas especies,é  
derecho consagrado en el art culo 19 N  24 de la Constituci n Pol tica, los derechosí ° ó í  
territoriales de los pueblos ind genas han sido concebidos como una dimensi n ampliadaí ó  
del dominio que nace de la relaci n comprensiva que existe entre los pueblos ind genas yó í  
su  entorno  superando  la  concepci n  de  lo  particular  para  alcanzar  sus  dimensionesó  
colectivas.  Esta  concepci n  particular  se  incorpora  en  nuestro  ordenamiento  jur dicoó í  
mediante la recepci n de legislaci n forjada en el derecho internacional de los derechosó ó  
humanos,  de car cter proteccionista y que se funda en la igualdad entre los distintosá  
pueblos.  Cita normas de propiedad ind gena en el derecho internacional,  al efecto elí  
Convenio 169 art culos  4.1, 7.3, 23, 15.1, 15.2, 13.1. De igual modo,  se refiere a laí  
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Declaraci n de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Ind genas del a oó í ñ  
2007,  en su art culo 26 numerales  1 y 2, es  as  que la relaci n de las comunidadesí í ó  
ind genas con la tierra que tradicionalmente han ocupado no es solo econ mica, sino queí ó  
constituye un elemento material y espiritual fundamental para la supervivencia cultural. 
Tambi n hizo presente el reconocimiento que les ha otorgado la Corte Interamericanaé  
de Derechos  Humanos,  bas ndose en el art culo 21 de la Convenci n Americana deá í ó  
Derechos Humanos. 

- De igual  manera,  refiere  a la propiedad ind gena en la normativa  nacional,í  
citando los art culos 12 y 13 la Ley Ind gena N  19.253 y su art culo 3 transitorio queí í ° í  
estipula un procedimiento especial para la regularizaci n de las tierras atacame as. En eló ñ  
mismo sentido, la Direcci n General de Aguas, en su art culo 64 establece un convenioó í  
para la protecci n, constituci n y restablecimiento de los derechos de agua de propiedadó ó  
ancestral. Fue suscrito un Convenio marco entre el Ministerio de Bienes Nacionales y la 
Conadi en el a o 1994, el que ten a por fin salvaguardar diferentes tipos de dominio queñ í  
define la Ley Ind gena en su art culo 63.í í

    Tambi n, refiere a la propiedad ind gena en la jurisprudencia nacional, citandoé í  
fallos de la Excma. Corte Suprema en causas Rol N s 986-2003, 2840-2008, 14.003-°
2013. Por lo tanto, corresponde la protecci n de este derecho ante el acto vulneratorioó  
impugnado en esta acci n cautelar, especialmente ante la falta de consulta ind gena. ó í

   Finalmente, acompa  diversa documental en que fundamenta su recurso. ñó
Segundo:  Que, comparecen don Ezio Costa Cordella, do añ  Gabriela Burdiles 

Perucci,  don Antonio  Madrid Meschi,  y don  Diego Lillo Goffreri, abogados,  y do añ  
Victoria  Belemmi  Baeza,  todos  domiciliados  en  calle  Mosqueto  491  oficina  312, 
Santiago,  recurren se protecci n a nombre de do a  ó ñ Marcela Petrona Ramos Colque, 
agricultora,  Presidenta de la Asociaci n Atacame a de Regantes y Agricultores de Sanó ñ  
Pedro de Atacama; y do a Juana Guadalupe Corante Medalla, agricultora, Presidenta deñ  
la Asociaci n Atacame a de Regantes y Agricultores del R o Vilama, ambas domiciliadaó ñ í  
en el  Ayllu  de C cuter  Lote 30, San Pedro de Atacama;  do a Karen Viviana Luzaú ñ  
Gonz lez, agricultora, Secretaria de la Asociaci n Atacame a de Regantes y Agricultoresá ó ñ  
de San Pedro de Atacama, domiciliada en Border o S/N, Ayllu de S quitor, San Pedroí é  
de  Atacama;  don  Ram n  Andr s  Morales  Balc zar,  agroec logo,  Director  de  laó é á ó  
organizaci n sin fines  de lucro denominada Fundaci n Tanti,  Educaci n Ambiental,ó “ ó ó  
Agroecolog a y Sustentabilidad , domiciliado en Domingo Atienza 324-B Casa 3, Saní ”  
Pedro de Atacama; don Jorge Antonio Mu oz Coca, agricultor, domiciliado en Antonioñ  
Le n 2D, Ayllu de Solcor, San Pedro de Atacama; don Christian Rudecindo Esp ndolaó í  
Araya, agricultor; don Jos  Sebasti n Esp ndola Jeraldo, agricultor; Yoen Liliana Zuletaé á í  
Tejerina, agricultora; do a Melissa Andrea Esp ndola Araya, agricultora; don Juan Pabloñ í  
Silva Puca, agricultor;  do a Carolina Elvira Fuentealba Robles,  agricultora;  do a Evañ ñ  
Mercedes  Araya  Cort s,  agricultora;  don  Ivar  Mario  Esp ndola  Salva,  todos  ellosé í  
domiciliados para estos efectos en calle 18 de octubre n mero 197, Ayllu de Toconao,ú  
San Pedro de Atacama. Asimismo,  don Luis  Alberto Buston Liendro,  agricultor;  don 
El as Erick Soza Buston, ambos domiciliados en calle Lascar n mero 474, Toconao, Saní ú  
Pedro de Atacama; y don Jorge Alejandro Bautista Soza, agricultor; don Jos  Antonioé  
Bolados Garc a; do a Ver nica Soza Tejerina, agricultora; don Marcos Gabriel Bautistaí ñ ó  
Soza, agricultor; don Joel Saul Bautista Soza, artesano; don Ericson Alejandro Bautista 
Soza, artesano; y don Deymin Ad n Sosa Soza, agricultor, todos domiciliados en calleá  
Copiap  n mero  345,  Toconao,  San  Pedro  de  Atacama;  concurren  exponiendo  loó ú  
siguiente:
     Que dentro de plazo interponemos recurso de protecci n en contra de: Corporaci nó ó  
de Fomento de La Producci n Rut N  60.706.000-2, representada por su Vicepresidenteó °  
Ejecutivo don Eduardo Bitr n Colodro,  á
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y en contra de  SQM Potasio S.A, RUT N  96.651.060-9;  º Sociedad Qu mica Mineraí  
S.A.,  RUT  N  93.007.000-9  y  º SQM  Salar  S.A.,  RUT  N  79.626.800-K,  todosº  
representados  por  don  Patricio  De  Solminihac  Tampier,  y  don  Ricardo  Ramos 
Rodr guezí ,  todos  domiciliados  para  estos  efectos  en  calle  El  Trovador  N 4285,  Las°  
Condes,  Santiago (en adelante  SQM);  por  la celebraci n de dos  contratos  de inter só é  
p blico conexos y relacionados entre s , denominados: 1)  ú í Modificaci n y fijaci n texto“ ó ó  
refundido y actualizado del contrato para proyecto en el Salar de Atacama  ” (o contrato“  
de proyecto ) y 2) ” “Modificaci n y fijaci n texto refundido y actualizado del contrato deó ó  
arrendamiento de pertenencias mineras OMA  ” (o contrato de arrendamiento ), ambos“ ”  
celebrados con fecha 17 de enero de 2018 (en adelante el Contrato  o los contratos ),“ ” “ ”  
ya que, incurriendo en ilegalidades, dichos contratos amenazan y afectan sus derechos 
fundamentales  contemplados  en  los  siguientes  numerales  del  art culo  19  de  nuestraí  
Constituci n:  ó a) N 1 en cuanto se ha afectado nuestro derecho a la vida e integridad°  
f sica y ps quica; b) N  2 por cuanto se ha vulnerado el derecho de igualdad ante la ley;í í °  
y c) N  8 ya que se ha afectado nuestro derecho a vivir en un medio ambiente libre de°  
contaminaci n. ó
      Pide, que esta Corte restaure el imperio del derecho, dejando sin efecto dichos 
actos  y  que  se  ordene  a  los  recurridos  proceder  conforme  al  ordenamiento  jur dicoí  
vigente y en consecuencia que se ordene a la recurrida a realizar una Consulta Ind genaí  
bajo los est ndares del Convenio 169 de la OIT respecto a las materias que abordan losá  
contratos recurridos en estos autos.

I. -  En cuanto a los hechos. 

1. -Trata en primer t rmino como antecedentes generales: la cuenca del Salar deé  
Atacama y el pueblo Lickanantay. Los salares son zonas de descarga de agua subterr neaá  
y superficial en cuencas cerradas, donde la evaporaci n ha formado superficies con altaó  
acumulaci n de sales. El Salar de Atacama, es una cuenca de 3.000 km. y es el mayoró  
Salar  de  Chile.  Se  ubica  en  la  Regi n  de  Antofagasta,  comuna  de  San  Pedro  deó  
Atacama, en medio del desierto m s rido del mundo. El Salar se encuentra flanqueadoá á  
al este por el Altiplano y la Cordillera de los Andes (aqu  de car cter volc nico), y alí á á  
oeste por los cordones cordilleranos de barros Arana y la cordillera de Domeyko, que 
corre desde el sur de Calama hasta la zona de Chaco-Vaquillas. 

   En dicha cuenca las precipitaciones se concentran en la zona del altiplano y en la 
Cordillera de Los Andes, dando origen a varios r os de escurrimiento local, como Saní  
Pedro,   Vilama  y Puritama,  que  riegan  los  Ayllus  de  San  Pedro  de  Atacama,  R oí  
Grande y Machuca. Al sur de San Pedro de Atacama, peque os r os nacen de vertientes,ñ í  
formando oasis de piedemonte, donde se emplazan comunidades como Toconao, Camar, 
Talabre, Socaire y Peine. Estas son las fuentes que alimentan la cuenca subterr nea delá  
Salar de Atacama y que permiten a su vez por capilaridad, la existencia de numerosas 
vegas y formaciones le osas en sus costados, as  como la de extensas lagunas salobres. ñ í

  En  el  n cleo  del  salar  de  Atacama,  se  ubica  un  acu fero  de  salmuera  queú í  
interact a con los acu feros de agua dulce que lo recargan desde las partes m s altas deú í á  
la cuenca. Esta interacci n produce una interfaz salina que controla el flujo de aguaó  
dulce que ingresa al salar. En los bordes del n cleo salino del salar, se ubican una serieú  
de lagunas formadas por el afloramiento del agua subterr nea debido a la presencia de laá  
cu a salina y el brusco cambio de pendiente de la superficie del terreno. Dichos cuerposñ  
lacustres constituyen el h bitat de una abundante flora y fauna.     á

     En la cuenca del Salar, habitan las comunidades atacame as o Lickanantay. Estasñ  
comunidades hacen uso de las aguas de los r os San Pedro y Vilama, que riegan los oasisí  
de San Pedro de Atacama y los peque os r os endorreicos que corren m s al sur de lañ í á  
cuenca, para sustentar la agricultura, la ganader a y la vida del pueblo en el Salar. Deí  
dichos r os arrancan numerosos canales de riego, algunos prehisp nicos, que llevan lasí á  
aguas hasta los potreros y vegas existentes en los diferentes ayllus del Salar de Atacama.  
Destacan las formas consuetudinarias de distribuci n por turnos de las aguas de los r os yó í  
vertientes de la cuenca y la organizaci n social que existe en torno al agua, en la formaó  
de asociaci n de regantes que detentan dichas aguas en forma colectiva. ó
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     De este modo, la sociedad atacame a que habita el Salar, vive principalmente deñ  
una  agricultura  de  autoconsumo,  de  la  peque a  ganader a  y  m s  recientemente  delñ í á  
turismo.  La  producci n  agr cola  s lo es  posible  gracias  a las  existencia  de las  aguasó í ó  
corrientes de los r os y vertientes que forman parte de la cuenca del Salar de Atacama.í  
De all  la gran valoraci n econ mica, social y cultural del agua o puri, en esta zona.í ó ó

    El Salar de Atacama destaca tambi n por su gran valor ambiental, ya que en lé é  
se sit an, por ejemplo,  las lagunas Chaxa y Barros Negros,  son importantes  sitios deú  
nidificaci n de flamencos, adem s de humedales de importancia internaci n, declaradosó á ó  
bajo  la  Convenci n  Relativas  a  los  Humedales  de  importancia  Internacionaló  
especialmente como H bitat de aves acu ticas o de Convenio de Ramsar, como son elá á  
Sistema Hidrol gico de Soncor y el Salar de Tala. Por esto el 2 de abril del a o 1990 seó ñ  
dict  el  Decreto  Supremo N  50 del  Ministerio  de Agricultura,  que cre  la Reservaó ° ó  
Nacional Los Flamencos  que protege siete sectores del Salar de Atacama. “ ”

   Sin  embargo,  en  la  actualidad,  el  mayor  peligro  que  enfrentan  tanto  las 
comunidades  como  el  fr gil  ecosistema  del  Salar  de  Atacama,  se  relaciona  con  laá  
disminuci n de la disponibilidad y aprovechamiento del agua de los r os producto de laó í  
escasez h drica. í

   En  efecto,  estas  particulares  condiciones  ecosist micas  de  los  salares  y  lasé  
consecuencias de la explotaci n del litio en ellos, han sido corroboradas en el Informeó  
Final la Comisi n Nacional del Litio del a o 2005. Por ltimo, el informe se refiere m só ñ ú á  
espec ficamente a los impactos ambientales y a grupos humanos que se generan con laí  
explotaci n del litio. ó

2.-  En segundo t rmino se refiere al desarrollo de la miner a no met lica en elé í á  
Salar de Atacama y la relaci n entre las recurridas, en t rminos similares a lo tratadoó é  
por el primer recurrente.  Describe detalladamente la conformaci n de las empresas aó  
trav s  del  tiempo  desde  los  a os  70  con  las  primeras  mediciones,  prospecciones  eé ñ  
inversiones en la zona por parte de CORFO. Esto explica que las pertenencias mineras 
que tiene CORFO actualmente en el Salar de Atacama (que abarcan el 55% del total de 
su superficie),  fueron constituidas antes  del  a o 1979, a o en que se declara el litioñ ñ  
como mineral no concesible. 

   Explica que en la d cada de los 80 comienza la entrega de contratos a privadosé  
respecto de las pertenencias del Estado a trav s de CORFO y los diversos contratos queé  
ha suscrito.  Por otra parte, en 1986 CORFO con un 25% de participaci n, form  laó ó  
Sociedad Minera Salar Ltda. (Minsal), con la minera norteamericana Amax (63,75 A) y°  
la  chilena  Molymet  (11,25%).  Posteriormente  Amax  decidi  vender  totalmente  suó  
participaci n en Minsal Ltda 1 llegando a un acuerdo en 1992 con la Sociedad Qu micaó í  
y Minera de Chile (SQM), al cual posteriormente se adhiri  Molymet. No obstante, laó  
CORFO fij  ciertas  condiciones  para aceptar la incorporaci n de SQM como nuevoó ó  
socio de Minsal, lo que condujo a la modificaci n del contrato para el Proyecto en eló  
Salar de Atacama, de los Estatutos de Minsal Ltda., incluidla la cesi n de derechos deó  
Amax  (a  trav s  de  su  filial  Amsalar)  y  Molymet  a  SQM Potasio  S.A.  (filial  creadaé  
especialmente para ese objetivo), como igualmente del nuevo Contrato de Arrendamiento 
entre  Minsal  Ltda.  y  la  CORFO:  Entre  otras  modificaciones  importantes,  la  Corfo 
entregar a  en  arriendo  exclusivo  a  Minsal  Ltda.  í las  16.384  pertenencias  OMA 
seleccionadas por todo el per odo de vigencia del contrato (hasta í el 31 de diciembre de 
2030). Asimismo, Minsal pagar a a la Corfo una renta trimestral a todo evento por losí  
derechos de explotaci n de productos de litio (royalty total de 6,8%) que le confiere eló  
Contrato de Arrendamiento, de acuerdo a un calendario de pagos. Igualmente Minsal 
pagar  las  rentas  establecidas  en  el  Contrato  de  Arrendamiento  por  su  derecho  aá  
explotar cloruro de potasio, sulfato de potasio y cido b rico, pero calculadas en base aá ó  
un presupuesto te rico de ventas. La firma de los tres contratos modificados tuvo lugaró  
en noviembre de 1993, convirti ndose SQM en el socio mayoritario de Minsal Ltda.,é  
con un 75% de su propiedad. En 1994, SQM y la CORFO acuerdan un aumento de 
capital,  quedando  SQM con  un  81,82% y  la  CORFO con  un  18,18%.  Asimismo, 
Minsal  se  transforma  en  sociedad  an nima.  Tambi n  en  ese  a o  SQM  inicia  laó é ñ  
materializaci n del proyecto con la construcci n de una planta de cloruro de potasio deó ó  
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300.000 toneladas anuales, la que se pone en marcha a fines de 1995, fecha en que 
SQM adquiere  la  totalidad  de  las  acciones  preferentes  de  la  Corfo,  equivalentes  al 
18,18% del capital social de Minsal S.A. (hoy denominada SQM Salar). Por ltimo, yú  
conforme lo dispone la Ley N 18.302 de Seguridad Nuclear, el 10 de octubre de 1995,°  
la  CCHEN autoriz  a  SQM a producir  y  vender  un  total  de  180.100  Mt  de  litioó  
met lico  equivalente  (LME)  por  un  plazo  de  30 a os  a  partir  de  su primera  ventaá ñ  
comercial. 

  En conclusi n, actualmente SQM y Rockwood Lithium, hoy Albemarle (ex SCL),ó  
son dos empresas autorizadas para la explotaci n de salmuera y producci n de derivadosó ó  
de litio en el Salar de Atacama por un total de 1700 l/s y 442 l/s, respectivamente, sin 
perjuicio de que tambi n existen otras empresas a la espera de obtener la aprobaci n deé ó  
proyectos de este tipo en el Sistema de Evaluaci n de Impacto Ambiental. Adem s, esó á  
necesario se alar que, sumado a las extracciones de agua de las empresas anteriormenteñ  
se aladas, lo hacen las cupr feras Minera Escondida Limitada con 1473 l/s y Zald varñ í í  
con 625 l/s, todas en el sector sur del Salar.  

3.-  El Proyecto SQM Salar de Atacama . EI proyecto SQM del Salar Atacama,“ ”  
Cuyo titular es SQM Salar S.A., consiste en la producci n de cloruro potasio, sulfato deó  
potasio, cido b rico y salmuera rica en litio en las instalaciones que actualmente poseeá ó  
SQM en el Salar de Atacama. La salmuera es bombeada desde el Salar de Atacama, 
debajo de la corteza salina, y es trasladada hasta las piscinas de evaporaci n. Luego deó  
una serie de evaporaciones,  parte de la salmuera bombeada se recupera en forma de 
soluci n concentrada de cloruro de litio, subproducto del cloruro de potasio, el cual esó  
transportado a otra planta, en el Salar del Carmen, para la producci n de carbonato deó  
litio. Las sales depositadas en las pozas de evaporaci n son cosechadas y transportadas aó  
la  planta,  donde  mediante  procesos  de  molienda,  flotaci n,  secado  y compactado  seó  
obtiene: Cloruro de Potasio, Sulfato de Potasio y cido B rico. Á ó

    Conforme  lo  dispone  la  Ley  de  Bases  Generales  del  Medio  Ambiente  (Ley 
19.300), dicho proyecto debi  ingresar al Sistema de Evaluaci n de Impacto Ambientaló ó  
(SEIA). La primera etapa de extracci n fue autorizada a trav s de la RCA 403/1995ó é  
que aprueba el Proyecto para producci n de 300.000 toneladas anuales de cloruro de“ ó  
potasio  y de” la RCA 381/1996 que aprueba el  proyecto  Producci n  de Sulfato de“ ó  
Potasio cido B rico con ampliaci n de la capacidad productiva de Cloruro de PotasioÁ ó ó ” 
que autoriz  la producci n de 17.500 toneladas por a o de carbonato de litio. En estaó ó ñ  
primera etapa a SQM se le autoriz  a extraer un total de 578 l/s de salmuera desde eló  
n cleo del Salar y 100 l/s  de agua de salobre desde los pozos ubicados en el borde esteú  
del  Salar  de Atacama donde se encuentran  los  ecosistemas  de mayor  fragilidad y el 
h bitat de las recurrentes. Es decir, un total de 678 l/s de agua desde los acu feros de laá í  
cuenca del Salar de Atacama. 

   En el a o 2002 se incluy  un nuevo proceso que consisti  en utilizar la sal deñ ó ó  
Carnalita de Potasio (sal compuesta de Cloruro de Potasio y Cloruro de Magnesio), para 
aumentar el contenido de Cloruro de Potasio (KCI) en la salmuera no saturada. 

   Posteriormente, la empresa recurrida fue introduciendo nuevas modificaciones y 
ampliaciones a sus operaciones en el Salar, obteniendo los resultados que indica en las 
Resoluciones de Calificaci n Ambiental.    Para ello la empresa recurrida present  unó ó  
nuevo Plan de Seguimiento Ambiental (PSA) que involucra principalmente la medici nó  
del nivel de los acu feros y cuerpos de agua superficial y la medici n de flujos de recargaí ó  
superficial y variables climatol gicas. ó

   Sin embargo, la empresa recurrida, durante dicho proceso solicit  al Servicio deó  
Evaluaci n Ambiental,  la confidencialidad respecto de los antecedentes  referidos  a losó  
vol menes espec ficos de extracci n y de reinyecci n de salmuera, lo cual fue acogidoú í ó ó  
por la autoridad, s lo respecto de aquellas extracciones particulares para cada pozo, oó “  
reinyecciones particulares desde los sistemas SOP y MOP.

   Cabe  se alar,  que  respecto  a  estas  Declaraciones  y  Estudios  de  Impactoñ  
Ambiental,  como  de  los  contratos  de  arriendo  otorgados  por  CORFO,  no  se  ha“ ”  
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realizado consulta ind gena alguna, debido a diferentes motivos invocados tanto por laí  
empresa recurrida, como por la autoridad ambiental  respectiva.  

    Sin embargo, conforme lo ha establecido la Corte de Apelaciones de Antofagasta 
en  un  fallo  de  un  recurso  de  protecci n  interpuesto  por  el  Consejo  de  Pueblosó  
Atacame os en contra de la RCA 154/2013 de la DIA Ampliaci n Planta de Secado yñ ó  
Compactado  de  Cloruro  de  Potasio,  el  proyecto  de  SQM Salar  S.A.  s  generar a“ ” í í  
afectaciones  directas  sobre las comunidades  Lickanantay.  M s a n cabe recordar  queá ú  
toda la comuna de San  Pedro  de  Atacama  ha  sido  declarada  rea  de  DesarrolloÁ  
ind gena, a trav s del Decreto N  70 de 1997 del Ministerio de Planificaci n.í é ° ó

    En consecuencia, tanto las empresas OMA de CORFO, como las instalaciones de 
las empresas  recurridas que forman parte del  proyecto,  se emplazan al interior  de la 
zona declarada oficialmente como ADI Atacama La Grande , es decir, de un territorio“ ”  
ind gena en los t rminos del art culo 13 del Convenio 169 de la OIT.í é í

4.-El  proceso  sancionatorio  seguido  por  la  SMA en contra  de SQM.  El  a oñ  
2013, la Superintendencia del Medio Ambiente (SMA) inici  una investigaci n de m só ó á  
de  tres  a os,  con  la  participaci n  de  DGA,  SAG y CONAF,  respecto  del  Proyectoñ ó  
SQM Salar Atacama . “ ”

   Dentro fas principales conclusiones encontradas en los informes de fiscalizaci nó  
publicados  por  la  SMA  publicados  en  el  Sistema  Nacional  de  Informaci n  deó  
Fiscalizaci n Ambiental (SN1FA), tenemos: ó

1)Informe DFZ-2013-1006-II-RCA-IA, constat  que existe una clara afectaci n deó ó  
las  condiciones  hidrogeol gicas  del  Salar  de  Atacama,  debido  a  la  explotaci n  deó ó  
salmuera,  situaci n que se demuestra en el deterioro provocado a la flora asociada aó  
pozos y sitios de captaci n (aumento del n mero de especies vegetales con baja coberturaó ú  
de copa verde y estado de vitalidad seco), hallazgo que tiene un v nculo directo con lasí  
decisiones arbitrarias tomadas por el titular del proyecto para modificar los umbrales de 
activaci n de su Plan de Contingencia (PC) (se disminuy  la cota de la l mina de aguaó ó á  
para la activaci n del PC) falta a la que se suma la no activaci n del PC, pese a que seó ó  
presentaron bajas en los niveles de agua en los pozos L2-4. Otro elemento es la notoria  
disminuci n de los niveles de agua del Salar, la ausencia de los informes de inyecci n yó ó  
reinyecci n para el per odo 2012-2013. ó í

2) En el 2014, los principales hallazgos consignados en el informe DFZ-2014-26-
II-RCA-IA,  se  hace  referencia  a  la  no  activaci n  de  las  fases  I  y  II  del  Plan  deó  
Contingencia, pese a presentarse bajas significativas de los umbrales para su activaci n.ó  
Nuevamente la empresa SQM no presenta la actualizaci n  del PC de acuerdo a losó  
tiempos establecidos por la RCA, sumado a la no presentaci n de los valores de nivel deó  
los  pozos  indicadores  de  activaci n  (Pozo  L4-10;  L2-27),  tampoco  se  cuenta  con  laó  
informaci n para el pozo L2-28.  ó

3)  Para  los  a os  2015  y  2016,  los  hallazgos  encontrados  en  las  inspeccionesñ  
hechas por la autoridad ambiental, confirman de manera indiscutible, las sospechas sobre 
una posible degradaci n de la variable ambiental  Salar, asociada a las actividades deó  
extracci n de salmuera del mismo, ya que de acuerdo con el informe DFZ-2015-43-II-ó
RCA-IA del a o 2015, se logra constatar la existencia de una disminuci n del espejo deñ ó  
agua en los sistemas lacustres asociados al sistema vegetativo del Borde Este del Salar, 
especialmente en la Laguna Interna.   

4)  Finalmente,  el  informe  de fiscalizaci n  ambiental  del  a o 2016 DFZ-2016-ó ñ
2826-II-RCA-IA menciona una serie de irregularidades por parte del titular, de las que 
destacan cuatro hallazgos relevantes, los que describe en su presentaci n. ó

    En noviembre de 2016 la SMA formul  cargos en contra de la empresa SQM,ó  
por  las  infracciones  detectadas  a la  RCA 226/2006 calificadas  de graves  grav simas,í  
cuyos  antecedentes  constan  en  el  expediente  Rol  F-041-2016.  Describe  los 
incumplimientos que hoy son objeto del proceso ambiental sancionatorio en contra de 
SQM Salar S.A. y reitera los argumentos se alados en el primer recurso en el p rrafo IIñ á  
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2. Agrega que seg n la normativa vigente tanto las faltas graves como grav simas puedenú í  
ser  objeto  de  la  sanci n  m xima  contemplada  en la  legislaci n  ambiental  que  es  laó á ó  
Revocaci n de la respectiva RCA. ó

     En este contexto, las infracciones medioambientales que han sido configuradas en 
contra de SQM Salar S.A. basadas en las fiscalizaciones realizadas por la SMA, han 
generado un da o ñ irreparable en el ecosistema del Salar de Atacama. Esto no hace m sá  
que demostrar la inviabilidad de su actividad desde un punto de vista ambiental. Raz nó  
de peso que imposibilita direccionar el rumbo de dichas operaciones hacia el aumento de 
la capacidad de explotaci n del recurso, en la forma en que SQM ha venido explotandoó  
la salmuera del Salar de Atacama hasta ahora. 

5.-La creaci n de la CNL y los Informes de la Comisi n Especial Investigadoraó ó  
de los Actos de los Organismos P blicos Competentes Encargados de la Fiscalizaci n yú ó  
Protecci n de los Glaciares, Cuencas Hidrogr ficas y Salares de Chile.ó á

    En  el  a o  20l4  se  cre  una  Comisi n  Asesora  p bico-privada  denominadañ ó ó ú  
Comisi n Nacional del Litio (CNL), la que tuvo por objeto proponer a la Presidentaó  
Bachelet un conjunto de medidas para la dictaci n de una Pol tica Nacional del Litio yó í  
de los Salares.

   El Informe Final de la CNL contiene una serie de diagn sticos y propuestas paraó  
la pol tica p blica del litio, los que reproduce. í ú

  Respecto  de  las  operaciones  de  SQM y  sus  operaciones  Salar  de  Atacama, 
espec ficamente,  transcribe  el  informe.  Adem s,  se  reconocen  por  primera  vez  losí á  
impactos de las extracciones de salmuera a nivel de la cuenca, los que reproduce. 

   Debido  a la relaci n  entre  la extracci n  de salmuera  y la  subsistencia  de losó ó  
recurrentes, la Comisi n Nacional del Litio propone que: Se observa la necesidad de unó ‘  
cambio paradigm tico en la relaci n entre el proyecto productivo y comunidades lo cualá ó  
supone hacerse cargo del derecho de las comunidades a percibir beneficios tanto por el 
uso de los bienes p blicos-como es el caso del territorio y de los recursos h dricos-, comoú í  
de que sean mitigadas y compensadas adecuadamente las externalidades negativas que 
pueden generar los proyectos.  Por ello es necesaria  la incorporaci n del concepto deó  
valor  compartido como forma de relacionarse con el  territorio.  Por ltimo,  la CNL” ú  
recomienda a CORFO la revisi n de los contratos vigentes al d a de hoy en el Salar de“ ó í  
Atacama, con SQM y Rockwood, entreg ndole al Estado un rol m s activo; as  como laá á í  
no ampliaci n de autorizaciones de explotaci n ni renovaci n futura de los mismos bajoó ó ó  
sus t rminos actuales . é ”

    En la misma l nea de las conclusiones de este informe tenemos las conclusionesí  
del Informe Final de la Comisi n Especial investigadora de los actos de los organismos“ ó  
p blicos competentes, encargados de la fiscalizaci n y protecci n de Glaciares, Cuencasú ó ó  
Hidrogr ficas y Salares de Chile , publicado con fecha 3 de enero de 2017. á ”

   Como conclusiones de esta comisi n, en cuanto a aquellas zonas donde se ubicanó  
los salares del Norte Grande se plantea que se ha producido una competencia por la 
asignaci n h drica que ha favorecido a las empresas mineras priorizando la rentabilidadó í  
econ mica  por  sobre  la  comunitaria  ecol gica  y  ecotur stica,  y  una  precariaó ó í  
incorporaci n de los costos ambientales en los proyectos mineros, lo que es evidente enó  
el  irreparable  da o  al  entorno  natural  como  lo  han  documentado  acad micos  yñ é  
organizaciones  locales  que  declararon  en  la  comisi n  sobre  el  da o  en  el  salar  deó ñ  
Atacama, cita a los autores. 

   Respecto del da o causado en el Salar de Atacama a causa de la miner a noñ í  
met lica, cita a la Investigadora Ingrid Garc s, ingeniera qu mica y doctora en cienciasá é í  
de la Universidad de Antofagasta.

   La comisi n plantea en su informe adem s, la notable ausencia de participaci nó á ó  
social  de las comunidades locales  ancestrales en la asignaci n de los recursos h dricosó í  
como los salares teniendo en cuenta las severas alteraciones de la vida humana, flora y 
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fauna  por  la  indiscriminada  explotaci n  de  agua  en  la  zona,  donde  el  costo  de  laó  
priorizaci n minera de agua ha sido costeado por los habitantes locales afectados por laó  
trasformaci n del paisaje y de sus vidas cotidianas. ó

   Finalmente, la comisi n concluye que los salares son fr giles ecosistemas que est nó á á  
siendo explotados sin contar con estudios acabados del comportamiento de ellos, y sin 
conocer los efectos de la reinyecci n de salmueras ni de la extracci n del agua ha sidoó ó  
irresponsable  y antojadiza.  Por  ello la comisi n  plantea  que el  Estado debe  destinaró  
recursos a estos estudios y que mientras esos estudios no se realicen las autoridades se 
deben  abstener  de  otorgar  nuevas  concesiones  de  aguas,  suscribir  contratos  para  la 
explotaci n de recursos naturales y otorgar nuevas RCA o ampliarlas. ó

6.-El juicio arbitral SQM- CORFO y el nuevo contrato.
   Se  se al ,  el  presente  recurso  de  protecci n  se  interpone  en  contra  de  losñ ó ó  
contratos  celebrados  con Fecha  17 de enero de 2018 entre  CORFO y las empresas 
recurridas que conforman SQM, da cuenta del proceso que antecedi  a la conciliaci n. ó ó
     Es as , que el 17 de enero de 2018, CORFO modifica esta postura, las recurridasí  
llegan a conciliaci n acordando la modificaci n y por ende, la extensi n de los contratosó ó ó  
de arrendamiento y de proyecto del salar. Esta decisi n, adem s de ser grav sima, ilegaló á í  
y carecer  de  todo  fundamento  razonable,  se  adopta  sin consultar  previamente  a las 
comunidades  directamente  afectadas,  de  las  cuales  las  recurrentes  forman  parte. 

nicamente se inform  de las conversaciones en una reuni n sostenida el 5 de enero deÚ ó ó  
2018 con el se or Eduardo B tr n, Vicepresidente Ejecutivo de CORFO, y solicitada porñ í á  
los representantes del Consejo de Pueblos Atacame os. Adem s, el acuerdo se firm  sinñ á ó  
tener ninguna consideraci n de la afectaci n directa que se genera a las comunidadesó ó  
ind genas  aleda as,  el  riesgo  que  supone  al  ecosistema  del  salar,  ni  de  todos  losí ñ  
incumplimientos ambientales en que ha incurrido la empresa.
  Los contratos celebrados entre las recurridas establecieron las cl usulas 2.1, 11.3,á  
2.3, 2.7, 10, 16, 2.7, 5.1, 6.4 Contrato de Proyecto, las que transcribe. 
    En consecuencia nos encontramos con un contrato que triplica las operaciones de 
la  empresa  recurrida,  que  se  acuerda  sin  consulta  a las  comunidades  afectadas,  que 
asegura implementar medidas que garantizan la protecci n ambiental del Salar, pero queó  
se decide sin tener garant a ni certeza alguna del estado actual de la cuenca, ni menos deí  
la entidad del da o causado por la empresa con que se contrata. ñ

II .-  Ilegalidades y Arbitrariedades. 
1.-  Infracci n a las normas que regulan la Consulta Ind gena: Convenio 169 deó í  

la OIT sobre Pueblos Ind genas y Tribales y el DS 66.í
a) Contexto del derecho a la Consulta Ind gena del Convenio 169 OIT en Chile. El a oí ñ  
1989 se adopt  por la Conferencia General N  76 de la OIT el Convenio 169 de laó °  
Organizaci n Internacional  del  Trabajo sobre Pueblos  Ind genas y Tribales  en Pa sesó í í  
Independientes, entrando en vigencia el a o 1991, cerca de veinte a os despu s en elñ ñ é  
a o  2008,  este  tratado  internacional  fue  ratificado  por  Chile,  pasando  desde  eseñ  
momento a ser parte del derecho interno.
   La piedra angular del Convenio, corresponde al principio de participaci n, conó  
manifestaciones  de  aplicaci n  pr ctica  a  lo  largo  del  texto  y  cuya  expresi n   m só á ó á  
relevante es la Consulta Ind gena. Luego transcribe su art culo 6 del Convenio. Agrega,í í  
que la Consulta Ind gena es, por una parte, un derecho de los pueblos ind genas a serí í  
consultados  en  la  toma  de  decisiones  relacionadas  con  medidas  administrativas  o 
legislativas  que  sean  susceptibles  de  afectarles  directamente.  La  contracara  de  este 
derecho es la obligaci n del Estado de realizar la consulta.ó
    En el  contexto  nacional  son  dos  las  normas  que  regulan  la  aplicaci n  de  laó  
Consulta: el Decreto Supremo N  66 del Ministerio de Desarrollo Social del a o 2014° ñ  
que regula el procedimiento de la Consulta Ind gena en caso de medidas administrativasí  
o  legislativas  que  afecten  a  pueblos  ind genas;  y  el  Decreto  Supremo  N  40  delí °  
Ministerio del Medio Ambiente del a o 2013 que establece el reglamento del Sistema deñ  
Evaluaci n del Impacto Ambiental (RSEIA) contemplado para los proyectos de inversi nó ó  
que ingresan al SEIA. 
     Luego  transcribe  el  art culo  2 del  DS 66.  Agrega  que es  sin desmedro  de laí  
necesaria observancia a lo dispuesto en el Convenio N  169 principal fuente del derecho°  
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a  la  Consulta  y  respecto  del  cual  el  Tribunal  Constitucional  ha  declarado 
espec ficamente sobre la norma de la Consulta, establecida en el art culo 6 N  1 letra a)í í °  
del Convenio, su car cter de autoejecutable o de aplicaci n directa .á “ ó ”

b) Vulneraci n del deber de realizar la Consulta Ind gena. Transcribe el art culoó í í  
6.1. del Convenio 169, lo que a su vez se reafirma en el art culo 7 inciso primero del DSí  
66. Al efecto, se ala que se trata de una medida susceptible de afectar directamente alñ  
pueblo  lickanantay,  lo que  hace  plenamente  exigible  la  realizaci n  de  una  Consultaó  
Ind gena.í

-Que se trate de una medida administrativa o legislativa.
Los contratos objeto del recurso tienen naturaleza de medida administrativa para 

los efectos de la aplicaci n del derecho a la Consulta Ind gena previa.ó í
Cita en este sentido, el Informe Anual de Derechos Humanos en Chile del a oñ  

2014, publicado por el Centro de Derechos Humanos de la Universidad Diego Portales. 
Adem s se refiere que en la aplicaci n de la Consulta en contratos de este tipo, existe uná ó  
pronunciamiento  del  Comit  Tripartito  de  la  OIT respecto  de  una  reclamaci n  delé ó  
pueblo Shuar y transcribe lo pertinente referido al pronunciamiento del Comit . Es as ,é í  
que a partir  de la interpretaci n dada por  los  propios  rganos  de la OIT a lo queó ó  
dispone el Convenio 169, este tipo de contratos celebrado entre privados y el Estado es 
consultable y es una medida administrativa para efectos de la consulta. -Que la medida 
sea susceptible de afectar directamente a los pueblos ind genas . Transcribe el art culo 7“ í ” í  
del  DS 66. Agrega que en autos,  parte  de las personas  en nombre  de las cuales  se 
recurre pertenecen  al  pueblo  Lickanantay,  as  como el  57,6% de la poblaci n de laí ó  
Comuna de San Pedro de Atacama que el a o 2002 se reconoce perteneciente a esteñ  
pueblo, seg n datos del Censo poblacional y Vivienda del a o 2002 del INE, por lo queú ñ  
son plenamente sujetos del derecho a la Consulta que se reconoce en el Convenio 169.
    En lo que disponen el Reglamento y el Convenio, el hecho de que la medida 
seba  ser  simplemente  susceptible  de  afectar  directamente,  supone  que  lo  que  se“ ”  
requiere  es  que sea posible  que la medida  que se adoptar  tenga  impactos  en los“ ” á  
pueblos ind genas, sin que se necesite que esa afectaci n sea cierta ni evidente.í ó
  A su vez, para dilucidar que el impacto derivado de la medida en cuesti n seó  
trate de una afectaci n directa , m s all  de lo destacado previamente, el art culo 7 deló “ ” á á í  
DS 66, el Convenio 169 no da luces al respecto. No obstante, el Relator Especial de la 
ONU,  James  Anaya,  brinda  el  criterio  de que la  Consulta  sea obligatoria  y cita  un 
p rrafo de ste. Tambi n cita al autor Jorge Contesse,  quien tambi n sostiene que laá é é é  
Consulta procede cuando haya afectaci n directa a los pueblos ind genas. ó í
  En este caso es claro, que los impactos ambientales y sociales derivados de esta 
medida,  cual es, la celebraci n de los contratos  entre CORFO y SQM,  y entre losó  
cuales se encuentra por ejemplo, triplicar el aumento de extracci n y producci n de litioó ó  
y  el  consiguiente  aumento  en  la  utilizaci n  de  agua,  producir n  una  afectaci nó á ó  
significativa y espec fica sobre el pueblo lickanantay, del cual se reconocen pertenenciasí  
parte de las personas en nombre de quienes se recurre. Hizo presente la forma de vida 
de este pueblo, sus tradiciones, sus costumbres y sus pr cticas culturales y espirituales, lasá  
que  se  encuentran  ligadas  al  agua  y  al  territorio,  por  lo  que  se  producen  estas 
afectaciones.
   No obstante ello,  se ha planteado la susceptibilidad ,  supone que la carga de“ ”  
determinar  que  cierta  medida  especifica  no afecta  o no es  susceptible  de afectar  de 
manera directa, mediante un impacto significativo y directo recae en el Estado. Cita al 
profesor L pez y Mohor.ó
-La Consulta debe realizarse de forma previa a la adopci n de la medida, lo que ha sidoó  
reafirmado por el Relator Especial de la ONU, James Anaya.
    Por su parte,  el DS 66 trata espec ficamente este requisito en el art culo 11 yí í  
reproduce su contenido. 
   En consecuencia en el caso de autos, que ya habi ndose celebrado los contratosé  
CORFO y SQM se incumple  este  elemental  requisito  de la  Consulta  Ind gena,  porí  
cuanto se afecta al tantas veces citado pueblo.
   Concluye, que esta omisi n es arbitraria es un incumplimiento a la obligaci n deló ó  
Estado de Chile, que reconocen el derecho a Consulta y regulan su aplicaci n, por loó  
que acarrea la ilegalidad y consiguiente  nulidad de los  actos  celebrados  y,  al mismo 
tiempo, permite la interposici n de la presente acci n cautelar. ó ó
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2.-  Infracci n de las Normas que regulan el deber del Estado de protecci n deó ó  
los recursos naturales en territorios ind genas: Convenio 169 de la OIT y Ley Ind gena. í í

- El car cter vinculante del Convenio N  169: á °
 Con la ratificaci n por parte del Estado de Chile del Convenio 169 de la OIT, eló  
a o  2008,  este  instrumento  internacional  pas  desde  ese  momento  a  ser  parte  delñ ó  
derecho interno y, con ello, su cumplimiento se hizo plenamente exigible a los Estados 
Parte.
   La aplicabilidad de los tratados queda subordinada a su compatibilidad con las 
normas sustantivas de la Constituci n y, a su vez, determina el contenido posible de lasó  
normas  de  inferior  jerarqu a,  como  los  reglamentos  emanados  de  la  potestadí  
reglamentaria del presidente de la Rep blica. Lo que determinar a que la jerarqu a delú í í  
Convenio es al menos de rango legal.
  No obstante, aquellas normas que establecen derechos fundamentales contenidas 
en  tratados  internacionales,  la  Constituci n  Pol tica  establece  una  regla  especial,ó í  
establecida en el art culo 5 inciso segundo. Es as  que este tipo de normas, junto a lasí í  
garant as del art culo 19, forman lo que la doctrina constitucional denomina EL bloqueí í “  
Constitucional , el cual act a como l mite a la soberan a, por lo que obligan a todos los” ú í í  
poderes del Estado, incluyendo al legislativo.
      Comprendiendo entonces que el Convenio N  169 es un tratado internacional de°  
derechos humanos, y que las normas que contengan  tengan tal car cter, ser n l mite alá á í  
ejercicio  de la  soberan a,  el  poder  ejecutivo,  como el  legislativo  y el  judicial  deberí á 
respetarlo  y  promoverlo.  Existen  varias  de  las  normas  del  convenio  como  no 
autoejecutables, por parte del Tribunal Constitucional, no obstante, la obligatoriedad de“  
estas disposiciones est  fuera de toda duda al menos  desde la ratificaci n del tratadoá ó  
internacional que las contiene. 
      El problema de la auto ejecutabilidad trata de establecer a qui n va dirigido el“ é  
mandato emanado de la norma internacional: colegislador para que adapte la ley interna 
o al poder judicial  para que la aplique directamente,  lo que no se relaciona en caso 
alguna con su obligatoriedad, o la responsabilidad asociada en caso de incumplimiento. 
    Este  incumplimiento  al  Convenio  N  169  el  que  se  verifica  en  el  caso  en°  
particular,  respecte  tanto  del   derecho  de  Consulta  ind gena,  que  fue  analizadoí  
previamente, como del deber de protecci n a los recursos naturales existentes en tierrasó  
ind genas que ser  expuesto. í á

-Vulneraci n del art culo 15.1. del Convenio N  169: ó í °
   Se ha se alado por la doctrina que la protecci n de los  recursos  naturales  enñ ó  
tierras ind genas es, adem s, de la Consulta Ind gena, uno de los elementos centrales delí á í  
Convenio 169. Cita al efecto doctrina. Y transcribe el art culo 15.1, norma principal ení  
la materia. 
     Sostiene que la Cuenca del Salar de Atacama, territorio del Pueblo Lickanantay, 
m s all  de su enorme riqueza ecosist mica y medioambiental, trat ndose de un desierto,á á é á  
no son muchos los recursos naturales que pueden ser utilizados por el hombre. El agua, 
por tanto,  es el recurso radicalmente m s importante para el desarrollo de la vida, yá  
especialmente para el pueblo.  
     El  Proyecto  de la recurrida  SQM,  emplazado en territorio  ind gena,  extrae  yí  
utiliza  en  el  desarrollo  de  sus  faenas  productivas  este  preciado  recurso  en  enormes 
cantidades. 
    La  modificaci n  del  contrato  ente  CORFO  y  QM  aumenta  la  cuota  deó  
producci n y comercializaci n de litio de SQM, lo que implica que, sujeto a una nuevaó ó  
autorizaci n de la CCHEN, SQM pueda explotar, procesar y vender hasta 349.553 Mtó  
de LMT hasta 20130, adicionales al 180.100 Mt que ya tiene autorizadas (cl usula 11.3).á  
Es decir, casi triplicando la cantidad autorizada explotar por parte de SQM en el Salar. 
Aumentando de forma consiguiente, la utilizaci n del escaso recurso agua. ó
    Considerando estos elementos particulares de la explotaci n del litio, la decisi nó ó  
de CORFO y SQM, adem s de aumentar la producci n, autoriza y faculta a SQM aá ó  
solicitar  todos  los  permisos  de  explotaci n  y  derechos  de  aprovechamiento  de  aguasó  
subterr neas y/o superficiales que requiera (cl usula 6.4). Esto contradice la restricci ná á ó  
que impone el inciso segundo del art culo 64 de la Ley Ind gena.í í
   Hizo presente que hoy los 1.157 l/seg inscritos originalmente por la Asociaci nó  
Atacame a de Regantes y Agricultores de San Pedro de Atacama y los regantes de R oñ í  
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Grande, son meramente nominales, pues este caudal corresponde al caudal hist rico deló  
R o San Pedro,  el cual fue declarado agotado el a o 2016 por la DGA, y donde suí ñ  
verdadera disponibilidad es nada m s que de 400 i/seg aproximadamente.  Lo mismoá  
ocurre  con  el  r o  Vilama,  que  fue  declarado  agotado  por  la  DGA-  en  2017,  estaí  
situaci n es grave, ya que estos r os son los principales aportes superficiales al Salar deó í  
Atacama. 
   Es  en  este  contexto  y  considerando  todo  esto,  es  que  consideran  evidente  la 
infracci n por parte del Estado de Chile, a su obligaci n de proteger especialmente losó ó  
recursos  naturales  ubicados  en territorios  ind genas, que establece el art culo 15.1 delí í  
Convenio N  169, mediante la celebraci n del contrato entre CORFO y SQM.° ó

-Infracci n al art culo 64 de la Ley Ind gena. ó í í
ntimamente con la infracci n al art culo 15.1 del Convenio 169 se encuentra laÍ ó í  

infracci n a lo dispuesto en el art culo 64 de la Ley 19.253 sobre Protecci n, Fomento yó í ó  
Desarrollo de los Ind genas, conocida como Ley Ind gena, aprobada en 1993. Transcribeí í  
el inciso primero del art culo 64 en comento, y agrega que es importante se alar que laí ñ  
voz en terrenos de la comunidad  fue interpretada por la Corte Suprema en un fallo de“ ”  
2008, en causa Rol 2840-2008.  Situaci n plenamente homologable a lo que puede estaró  
sucediendo con parte de las aguas que la empresa SQM utiliza y que contradice de 
forma flagrante lo dispuesto en el inciso segundo del art culo 64, el cual transcribe.í
      En definitiva, con la firma del contrato entre CORFO y SQM, que adem s deá  
aumentar  de  forma  sustancial  la  explotaci n  y  producci n  de  la  empresa,  con  losó ó  
consiguientes  impactos  en el debilitado sistema h drico de la cuenca,  permite  solicitarí  
todos los permisos de exploraci n y derechos de aprovechamiento de aguas subterr neasó á  
y/o superficiales que se requieran, y atendiendo a todos los antecedentes previamente 
mencionados en torno a la infracci n del art culo 5.1, el deber de protecci n que seó í ó  
establece en el art culo 64 de la Ley Ind gena,  cuyo sujeto obligado es el Estado deí í  
Chile, es infringido de forma grave y evidente, transformando el acto en ilegal. 

3.- Infraccion  a  las  Normas  que  regulan  el  deber  del  Estado  de  tutelar  la 
preservaci n de la naturaleza, en relaci n con la Reserva Nacional Los Flamencos y conó ó  
las vegas bofedales protegidos. 
   El art culo 19 N  8 de la Constituci n Pol tica establece que Es deber del Estado ( )í ° ó í “ …  
tutelar la preservaci n de la naturaleza . De este modo, el establecimiento y gesti n deó ” ó  
reas protegidas una forma de cumplir el deber del Estado de preservarla naturaleza.á  

Esto se conoce como mecanismos de protecci n in situ para salvaguardar componentesó  
de la diversidad biol gica. Cita el art culo 2 del Convenio de las Naciones Unidas sobreó í  
Diversidad Biol gica y reproduce lo que entiende por Diversidad Biol gica. ó ó

    Como es sabido en Chile la normativa de reas protegidas (AP) es dispersa, yaá  
que  existen  m s  de  20  leyes  y  reglamentos  sobre  regulaci n  de  AP  y  13  tratadosá ó  
internacionales y se manifiesta en diferentes categor as de protecci n, administradas porí ó  
diferentes  rganos  administrativos  dependientes  de  Ministerios  diversos.  Es  decir,  noó  
existe  un  nico  cuerpo  legal  claro  y  sistem tico  que  consagre   las  caracter sticasú á í  
principales de cada tipo de protecci n, ya que Proyecto de Ley que crea el Servicio deó  
Biodiversidad  y  reas  Protegidas  a n  se  encuentra  en  el  Congreso.  Adem s,  lasÁ ú á  
Convenciones  de Washington y Ramsar ratificadas por Chile,  consagran directamente 
otros tipos especiales de reas protegidas.á

    En particular,  la Convenci n para la Protecci n de la Flora, Fauna y Bellezasó ó  
Esc nicas Naturales de los pa ses de Am rica de 1940 (entr  en vigor el 10 de octubre deé í é ó  
1967),  contempla  4  figuras  de  protecci n:  parques  nacionales,  reservas  naturales,ó  
monumentos naturales y reserva de regiones v rgenes. Respecto de las reservas naturalesí  
las establece en el art culo 1.2.í

    Por su parte, la Convenci n sobre Humedales, Ramsar, 1971, crea la figura deó  
los humedales de importancia internacional  y establece deberes y obligaciones para“ ” “  
los Estados parte de designar zonas h medas apropiadas dentro de su territorio para serú  
incluidas en una lista de zonas h medas de importancia internacional. El proyecto de laú  
recurrida SQM, se ubica en el sector de Soncor (lagunas Puilar, chaxas, Barros Negros y 
Burro Muerto)  y el  sector Aguas de Quelana,  las cuales  forman parte de la Reserva 
Nacional Los Flamencos. Adicionalmente, el 2 de diciembre de 1996 fue incorporado el 
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sistema Hidrol gico Soncor como sitio protegido por la Convenci n sobre los Humedalesó ó  
(Ramsar)  fundamentalmente  por  ser  un rea  de  nidificaci n  de  flamencos  y especiesá ó  
migratorias.

   Adicionalmente en el sector del Salar de Atacama se reconoce la existencia de 
zonas delimitadas y demarcadas por la Direcci n General de Aguas como acu feros queó í  
alimentan vegas y bofedales localizadas en la I y II Regi n que pueden ser afectadas poró  
el ascenso o descenso de los niveles de aguas subterr neas, seg n la Resoluci n DGAá ú ó  
909, de 28 de noviembre de 1996, (publicada en el Diario Oficial el 1 de febrero de 
1997) modificada por la Resoluci n DGA 529 de 8 de octubre de 2003 (publicada el 26ó  
de noviembre del mismo a o). Esto significa que estas zonas, en virtud del art culo 63 delñ í  
C digo  de  Aguas,  se  entienden  prohibidas  para  mayores  extracciones  que  lasó “  
autorizadas, as  como para nuevas explotaciones, sin necesidad de declaraci n expresa .í ó ”

    Los documentos de la DGA en cuesti n mencionan las siguientes vegas en eló  
rea en estudio: Carvajal, Quelana, Tilopozo, La Punta, Tilocalar, Silolao y Palao. Lasá  

dos primeras se localizan en el sector del borde este del salar, inmediatamente al este del  
sistema hidrol gico Soncor. Las cinco vegas restantes se localizan en el extremo suresteó  
del salar, es decir, todos sectores que se ubican en el rea de influencia del proyecto deá  
la  empresa  recurrida  y  donde  desarrollan  obras  de  bombeo  en  pozos  de  agua 
subterr nea. á

    Es as , que CORFO infringe gravemente las normas que regulan el deber delí  
estado de tutelar la preservaci n de la naturaleza, en relaci n con la Reserva Nacionaló ó  
Los Flamencos, as  como las vegas y bofedales protegidos (cl usula 11.3).í á

      Agrega,  que  estos  antecedentes  no  se  condicen  con  el  deber  del  Estado, 
representado en este caso por CORFO, y demuestran las infracci n de su obligaci nó ó  
constitucional y legal de preservar la naturaleza y conservar la flora y fauna existente en 
las reas protegidas del estado, como es la Reserva Nacional de Flamencos y las vegas yá  
bofedales de la cuenca del Salar de Atacama. M s a n, si se toma en cuenta lo se aladoá ú ñ  
por la CNL en 2015 respecto  de las operaciones  de SQM en el  Salar de Atacama,  
donde se establece que no existe la capacidad de fiscalizar la reinyecci n al salar de las“ ó  
salmueras  excedentes  una  vez  que  se  extraen  los  otros  productos,  y  tampoco  el 
conocimiento  adecuado  acerca  de  eventuales  da os  al  ecosistema  del  salar  comoñ  
resultado de dicha reinyecci n.ó

   En el mismo sentido, las conclusiones del Informe Final de la Comisi n Especial“ ó  
Investigadora  de los  actos  de  los  organismos  p blicos  competentes,  encargados  de laú  
fiscalizaci n y protecci n de Glaciares, Cuencas Hidrogr ficas y Salares de Chile  queó ó á ”  
dan cuenta  del  irreparable  da o al  entorno  natural  documentado  por  acad micos  yñ é  
organizaciones  locales  que  declararon  en  la  comisi n  sobre  el  da o  en  el  Salar  deó ñ  
Atacama. Es por ello que la Comisi n plante  que el Estado debe destinar recursos aó ó  
estos  estudios  y  que  mientras  esos  estudios  nos  e  realicen  las  autoridades  se  deben 
abstener de otorgar nuevas concesiones de aguas, suscribir contratos para la explotaci nó  
de recursos naturales y/u otorgar nuevas RCA o ampliarlas.        

4.-  Infracci n al Principio Precautorio. Este principio se encuentra regulado en eló  
Principio 15 de la Declaraci n de R o sobre el Medio Ambiente y desarrollo de 1992, eló í  
que cita. Agrega, que este principio aborda tres elementos caracter sticos, a saber: 1) Elí  
peligro o riesgo de la ocurrencia de un da o grave e irreversible; 2) La falta de certezañ  
cient fica absoluta respecto del riesgo del da o en cuesti n; y 3)La eficacia de la medidaí ñ ó  
que se pretende adoptar para impedir  la degradaci n del medio ambiente.  El primeró  
elemento que tiene que ver con la contingencia de un tipo de da o, el cual debe serñ  
grave e irreversible.  Adem s,  la incertidumbre  cient fica  tendr a lugar cuando existená í í  
opiniones  cient ficas  discrepantes  o  resultados  poco  concluyentes  respecto  del  riesgoí  
potencial o no comprobado de una actividad y sus impactos  en el medio ambiente o la 
salud  humana.  Por  ltimo  la  eficacia  de  la  medida  a  adoptar  se  refiere  a   laú  
proporcionalidad entre el costo econ mico de la medida y del da o que se pretendeó ñ  
evitar.  En cuanto  a  la  aplicaci n  de  este  principio,  conforme  a la  formulaci n  deló ó  
principio 15, ste implicar a que una vez evaluados los riesgos potenciales de da o deé í ñ  
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una cierta actividad y  siendo ellos de car cter grave e irreversible, se deber n adoptará á  
las medidas eficaces para impedir la degradaci n del medio ambiente, pese a no contaró  
con evidencia cient fica absoluta.í

     El principio precautorio cuenta con una consagraci n legal expresa en nuestroó  
ordenamiento jur dico, en el art culo 1 B de la Ley 20.657 que modific  la Ley 18.892,í í ó  
Ley General de Pesca y Acuicultura, el que transcribe. Tambi n se encuentra incluido ené  
el  art culo  2  del  Proyecto  de  Ley   que  crea  el  Servicio  de  Biodiversidad  y  reasí Á  
Protegidas y el Sistema Nacional de reas Protegidas que actualmente se discute en elÁ  
Congreso. Adem s, ha sido reconocido de manera expl cita por los Tribunales Superioresá í  
de  Justicia,  a  partir  de  2009,  en  el  marco  de  controversias  suscitadas  durante  la 
evaluaci n del impacto ambiental de proyectos de inversi n, respecto de riesgos inciertosó ó  
o probables que no se podr an descartar.  í

    Tambi n en la Ley 19.300, puede afirmarse que el Principio Precautorio es parteé  
del derecho ambiental chileno. Los Tribunales han dado reconocimiento a este principio 
en la causa Rol R-22-2014 seguida ante el Segundo Tribunal Ambiental de Santiago y 
cita lo resuelto en esa instancia. Asimismo, cita  las causas R-34-2014 y R 93-2016, en 
que se aplica el principio precautorio.  En conclusi n el principio precautorio,  el cualó  
forma parte del derecho ambiental internacional y chileno, se aplica directamente como 
un enfoque que debe orientar el desarrollo de la actividad legislativa, ejecutiva y tambi né  
jurisdiccional del Estado, y que obliga a adoptar las medidas m s eficaces para impedirá  
la  degradaci n  del  medio  ambiente,  frente  a  riesgos  potenciales  de  car cter  grave  oó á  
irreversibles, aun cuando exista falta de certidumbre cient fica al respecto. Por ende, esteí  
principio se aplica en todo el mbito de la actividad ejecutiva, incluyendo los actos yá  
decisiones  del Estado de inversi n y desarrollo de la actividad minera en el Salar deó  
Atacama. CORFO vulnera este principio precautorio, al decidir ampliar el contrato con 
la empresa recurrida  y aumentar la cuota de producci n y comercializaci n de litio deó ó  
SQM, permitiendo casi triplicar la cantidad autorizada a explotar por parte de SQM en 
el salar. 

    Es  decir,  existe  una  informaci n  relevante  y  de  p blico  conocimiento  tantoó ú  
respecto de la existencia actual de una clara afectaci n de las condiciones hidrogeol gicasó ó  
del Salar de Atacama y de una situaci n de sobre explotaci n de salmuera por parte deó ó  
SQM, como la falta de conocimiento ntegro y basal  con respecto al estado real y actualí  
de todo el sistema ambiental del Salar y de las implicancias de su eventual afectaci n poró  
una ampliaci n de las operaciones,  sin embargo se adopta la decisi n de continuar yó ó  
triplicar las operaciones  por parte de la empresa recurrida. 

5.-  Actuar arbitrario de las recurridas. El actuar de las recurridas es arbitrario 
porque no se ajusta a par metros m nimos de razonabilidad y coherencia y es ilegal,á í  
porque no se atiende a la normativa espec ficaí  por la que debe regirse,  o cuando el 
rgano correspondiente ejerce atribuciones exclusivas en forma debida, contrariando laó  

ley.

    El  actuar  de  CORFO  respecto  de  este  Contrato,  objeto  de  este  recurso  es 
inconsistente  y  carece  de  razonabilidad.  En  efecto  se  da  en  medio  de  un  proceso 
sancionatorio en contra de la empresa en beneficio de la cual ampl a las condiciones delí  
contrato  y  contra  la  cual  se  hab a  hecho  parte  solicitando  sanciones  por  las  gravesí  
infracciones a la legislaci n ambiental.        ó

     Sin embargo, luego CORFO se compromete con nuevos contratos, seg n declaraú  
para  garantizar  la  sustentabilidad  y triplica  el  monto  de  litio  que  puede  explotar  la 
empresa, esto demuestra un desajuste entre los medios empleados y el objetivo a obtener.

      Tambi n el actuar de la empresa envuelve una situaci n antijur dica e injusta. Ené ó í  
efecto, no es posible aceptar sin m s, el hecho que las instituciones p blicas  y el derechoá ú  
actualmente no puedan fiscalizar y hacerse cargo correctamente de la explotaci n deó  
salmuera en el Salar y el uso del bien com n como el agua.ú
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   En s ntesis la empresa recurrida, ha realizado acciones que resultan transgresorasí  
a  las  normas  legales  y  reglamentarias,  adem s  debe  tenerse  en  consideraci n  queá ó  
cualquier  actividad que se ejerza bajo la tutela de la legislaci n  ambiental,  debe seró  
cuidadosa y racional, y por lo tanto tener justificaci n, ya que efectiva o potencialmenteó  
significa  una  repercusi n  ambiental  y,  en  consecuencia  una  merma  a  los  derechosó  
fundamentales a un medio ambiente libre de contaminaci n.    ó

III.-  Derechos Conculcados.  

1.-  Vulneraci n al derecho de igualdad ante la ley consagrado en el art culo 19ó í  
N  2 de la Constituci n Pol tica. La igualdad en nuestra constituci n tiene una triple° ó í ó  
dimensi n,  este  es  un  principio,  un  valor  y  un  derecho.  Como  un  derecho  es  unaó  
facultad  jur dicamente  protegida  por  la  Constituci n   que  garantiza  que  todas  lasí ó  
personas,  sean  naturales  y  jur dicas,  cualquiera  sea  su  naturaleza  debe  someterse  alí  
mandato  de  la  ley,  incluyendo  a  los  rganos  del  Estado.  Respecto  a  estos  ltimos,ó ú  
especialmente  los  rganos  jurisdiccionales  deben  someterse  ante  la  ley  en  suó  
interpretaci n como en su aplicaci n sin incurrir en diferencias carentes de fundamentosó ó  
o injustificadas y tampoco en igualaciones infundadas. En el caso de no haber persona ni 
grupo  privilegiado,  esta  se tratar a de  una  norma  de car cter  prohibitivo,  salvo queí á  
existan razones  a trav s de texto legal expreso que justifique otorgar ventaja o beneficio.é  
Tampoco, la ley ni la autoridad puede establecer diferencias arbitrarias. 

    Agrega,  que  en  los  hechos  se  han  ignorado  las  diferencias  reconocidas  y 
amparadas leg timamente por la Ley Ind gena y Tratados Internacionales a los pueblosí í  
ind genas  vulnerando el art culo 19 N  2 de la CP, al no efectuar la Consulta Ind genaí í ° í  
y proteger los derechos de las comunidades Lickannantay directamente afectada por el 
acto recurrido. Cita un fallo de la Excma. Corte Suprema en causa Rol 35629-2017. 

2.-  Vulneraci n  del  derecho  a  vivir  en  el  medio  libre  de  contaminaci nó ó  
consagrado en el  art culo 19 N  8 de la Constituci n Pol tica  de la Rep blica.  Esteí ° ó í ú  
derecho en rigor no garantiza a las personas a vivir en un medio totalmente puro, sino 
que asegura vivir  en aquel que los contaminantes se encuentren en concentraciones y“ ”  
per odos inferiores a aquellos susceptibles de constituir riesgo a la salud de las personas, aí  
la calidad de vida de la poblaci n, a la preservaci n de la naturaleza o a la conservaci nó ó ó  
del patrimonio ambiental. Es evidente que el riesgo a la salud y a la calidad de vida de 
la poblaci n y de las comunidades aleda as en este caso, y tambi n el riesgo referido a laó ñ é  
preservaci n de la naturaleza o a la conservaci n del patrimonio ambiental. El contratoó ó  
recurrido  en ning n caso aborda  ni presenta argumento t cnico que garantice que elú é  
eventual  aumento   de  extracci n  de  salmuera  producto  de  la  ampliaci n   de  lasó ó  
cantidades de litio autorizadas explotar a la empresa, no afectar  a la ecolog a del Salar.á í  
Ello porque existen antecedentes p blicos  que hacen pensar que las condiciones que seú  
habr an establecido en las autorizaciones ambientales de la empresa recurrida (RCA) yí  
que supuestamente permitir an garantizar que la explotaci n de la salmuera no afectar aí ó í  
los elementos del Salar de Atacama, son insuficientes, al efecto entrega los argumentos. 

    Por lo anterior, y por los riesgos y da os ya causados es que el Estado tiene unñ  
doble deber, primero en cuanto a que la garant a contemplada en el art culo 19 N  8 deí í °  
la Constituci n Pol tica  no se vea afectada, y adem s el deber de tutelar la preservaci nó í á ó  
de la naturaleza. 

      Hizo  presente  que  el  concepto  de  medio  ambiente  en  nuestro  ordenamiento 
jur dico sigue la concepci n amplia, incluyendo los elementos culturales y su interacci ní ó ó  
con los otros  componentes.  As  tambi n lo ha resuelto la Excma. Corte Suprema ení é  
causa Rol 1773-2008.          

    De este modo, la forma de vida del pueblo atacame o, sus tradiciones, pr cticasñ á  
culturales, espirituales y ancestrales se encuentran especialmente ligadas al concepto de 
territorio, a recursos como el agua y en definitiva su medio ambiente, o lo que otros 
llaman el entorno adyacente“ ”

S
X

N
G

G
N

G
X

R
J



3.-  Vulneraci n a el derecho a la vida y a la integridad f sica y ps quica de laó í í  
persona, consagrado en el art culo 19 N  1 de la Constituci n Pol tica de la Rep blica.í ° ó í ú  
Sostiene que la Constituci n no solo protege la vida biol gica, esto es, la integridad f sicaó ó í  
y ps quica del individuo, sino que el derecho a la vida comprende tambi n un aspectoí é  
subjetivo comprendiendo el proceso de configuraci n de la persona, es decir, consagra laó  
autonom a de la persona para elegir la forma en la que vive su vida, su realizaci ní ó  
espiritual y material, lo que se relaciona con el art culo 1 de la Constituci n. En el casoí ó  
de autos, en vista de los antecedentes que aqu  se han presentado y del contexto de unaí  
severa  crisis  h drica  de  la  cuenca  del  Salar  de  Atacama,  es  del  todo  claro,  que  laí  
afectaci n  de los recursos h dricos y el aumento de su uso con fines productivos, enó í  
desmedro directo de un uso con fines de subsistencia, deviene en una amenaza y un 
da o para la vida y la integridad de las persona que habitan en la zona, independienteñ  
de su calidad o no de ind genas.     í

   Finalmente, acompa  diversa documental en que fundamenta su recurso.ñó  

Tercero:  Que  se  tuvo  como  tercero  coadyuvante  a  do a  Margarita  Farithñ  
Contreras  R os,  abogada  con  domicilio  en  Parcela  62-A  sector  Piedras  Colgadas,í  
Copiap ,  Comuna  de  Copiap ,  en  recurso  de  Protecci n  Rol  N  10.301-2018,ó ó ó °  
caratulados: Asociaci n Ind gena Consejo De Pueblos Atacame os y Otros con SQM“ ó í ñ  
Potasio S.A. Sociedad Qu mica Minera S.A., SQM Salar y Corporaci n de Fomento deí ó  
la Producci n , recurriendo a nombre de don Heriberto Evaristo Monardez D az, donó ” í  
Ruperto Aladino Agurto Quinteros,  do a  ñ Sonia Aurora B ez Monardez,  do a Elianaá ñ  
Esmeralda Monardez  D az,  todos  miembros  de la Comunidad ind gena Colla  Samcaí í  
Arumanti  De  Yaite,  con  domicilio  en  la  Comunidad  Ind gena,  comuna  de  Tierraí  
Amarilla; do a Lucinda Violeta Palacios Cruz, do a Edith Del Carmen Cruz Salazar,ñ ñ  
do a  Leslia  Violeta  Escobar  Palacio,  do a  Yessica  Ver nica  Cruz  Salazar,  todasñ ñ ó  
integrantes de la Comunidad Ind gena Colla Waira Manta Tujsi, con domicilio en laí  
Comunidad  Ind gena  comuna  de  Tierra  Amarilla;  y  do a  Mirna  Antonieta  Cort sí ñ é  
Salinas por s  y en representaci n de la Comunidad Ind gena Colla Pacha Churicay  coní ó í  
domicilio  en  la  Comunidad  Ind gena,  comuna  de  Tierra  Amarilla;  do a  Ximenaí ñ  
Alejandra Miranda Catal n, integrante de la Comunidad Ind gena Colla Paipote, coná í  
domicilio  en  Estaci n  Paipota,  do a  Mar a  Arginia  Ar stica  Cort s,  por  s  y  enó ñ í ó é í  
representaci n  de  la  Comunidad  Ind gena  Colla  El  Tor n,  con  domicilio  en  laó í í  
Comunidad Ind gena, comuna de Tierra Amarilla; do a Dayna Macarena Flores Cort s,í ñ é  
integrante  de la Comunidad  Ind gena Yatiry  Warmitary,  con domicilio  en la mismaí  
comuna de Tierra Amarilla.  

    Se alan  que  se  hacen  parte  del  presente  recurso  en  calidad  de  tercerosñ  
coadyuvantes, solicitando las recurrentes que se restablezca el imperio del derecho y se 
tenga presente: Con fecha 15 de febrero de 2018 fue presentado el recurso de protecci nó  
caratulado  Asociaci n  Ind gena  Consejo  De Pueblos  Atacame os  y otros  con SQM“ ó í ñ  
Potasio  S.A.,  Sociedad  Qu mica  Minera  S.A.,  SQM Salar  S.A.  y  Corporaci n  deí ó  
Fomento de la Producci n , interpuesto por el Consejo de Pueblos Atacame os y lasó ” ñ  
comunidades atacame as que lo conforman, en contra de las empresas SQM Potasioñ  
S.A.,  SQM S.A.,  SQM Salar  S.A.  todos  representados  por  don  Patricio  Solminihac 
Tampier y en contra de CORFO, representado por don Eduardo Bitr n Colodro, coná  
motivo de la suscripci n de dos contratos conexos y relacionados entre s : Modificaci n yó í ó  
Fijaci n Texto Refundido y  Actualizado del  Contrato para Proyecto  en el  Salar deó  
Atacama Corporaci n de Fomento de la Producci n y SQM Potasio S.A. y otras; y 2.-ó ó  
Modificaci n y Fijaci n Texto Refundido y Actualizado del Contrato de Arrendamientoó ó  
de pertenencia Minera OMA. 

   Al interponer la acci n se pidi  que esta Corte que ambos actos impugnados seó ó  
invaliden o anulen hasta que no se realice una Consulta bajo los est ndares del Convenioá  
169  de  la  OIT  respecto  a  los  contratos  recurridos  en  estos  autos,  ya  que  stosé  
contemplan cl usulas que afectan sus derechos fundamentales, en particular, el derecho aá  
la igualdad ante la ley, el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminaci nó  
y el derecho de propiedad. 

S
X

N
G

G
N

G
X

R
J



      En cuanto a su legitimaci n activa, los comparecientes se alan que son ind genasó ñ í  
pertenecientes a la etnia Colla que habitan en la III Regi n de Atacama y as  mismo sonó í  
integrantes  de  las  comunidades  ind genas,  ya  singularizadas,  que  son  afectados  susí  
derechos  territoriales  y ambientales  por la suscripci n del  contrato de litio y que losó  
legitima para comparecer a estrados como partes del recurso de protecci n materia de laó  
Litis,  seg n dispone el  art culo 23 del  C digo de Procedimiento Civil,  en calidad deú í ó  
terceros coadyuvantes, fundamentado inter s actual en el resultado del juicio. é

a) Hace referencia al origen del pueblo Colla. Se ala que la existencia de la etniañ  
Colla tiene una larga historia y un rico componente cultural, por lo que el pueblo Colla 
es descrito como eterno viajero de la puna , al que suele verse con su vestimenta t pica“ ” í  
con m s frecuencia por el lado argentino. Sin embargo, aparece ocasionalmente en losá  
pueblos  chilenos  de  San  Pedro  de  Atacama,  El  Salvador,  y  Potrerillos,  lugares  que 
frecuenta y sobre los que permanece durante largo tiempo. El pueblo Colla es originario 
de este territorio, cuyas fronteras les fueron impuestas con la invasi n espa ola y luegoó ñ  
con la creaci n de las rep blicas, siempre han sido un pueblo andino. La base de laó ú  
ocupaci n de este territorio ha sido la trashumancia, dado el car cter de los recursos deó á  
pastoreo  y  los  ciclos  de  sequ a  que  determinan  la  escasez  o  abundancia  de  pastos.í  
Enuncia muchos circuitos que se logran reconstruir en las familias Colla, es decir, hay 
una vinculaci n constante entre los territorios, frente a esto, hoy en d a existe una parteó í  
de la poblaci n Colla en Chile, el resto se ha sometido a procesos de migraci n, sobreó ó  
todo al noreste argentino, otros entre la quebrada juncal y la cuenca del r o Jorquera,í  
para generar una econom a ganadera sustentable.í

    Refiere  al  pueblo  Colla  en  la  actualidad  y  se ala  que  la  actual  ocupaci nñ ó  
territorial de las comunidades Colla, se sustentan en la ganader a y cultivos en peque aí ñ  
escala. La ganader a caprina, mular,  caballar y ovina, se desarrolla en un sistema deí  
trashumancia  que  considera  el  uso  de  pisos  ecol gicos  diferenciados  por  la  altura,ó  
denominadas invernadas y veranadas. Este sistema se rige por las disponibilidades  de 
pastos  y  aguas  para  el  ganado,  y  por  las  condiciones  clim ticas  de  temperatura  yá  
precipitaci n.  Las  invernadas  corresponden  a las  quebradas  de  precordillera  2.000  aó  
2.800 m sobre el nivel del mar, cuando en periodos de invierno y dependiendo de las 
precipitaciones, los suelos se cubren de hierbas y arbustos.

b) Cosmovisi n del Pueblo Colla del mundo, su base ideol gica y religiosa, losó ó  
acerca a los ind genas del norte de Chile. Su concepci n personal del universo y de laí ó  
humanidad perdura en la conciencia del pueblo andino. Trata pormenorizadamente de 
sus pr cticas religiosas, y agrega que el mundo colla presenta una relaci n sagrada coná ó  
su entorno,  levantando en su territorio  oratorios  y apachetas.  A consecuencia  de los 
contratos  a que hizo referencia  al inicio,  establece en una de sus cl usulas  la opci ná ó  
Maricunga, la que transcribe, luego refiere que con el contrato referido se pretende la 
explotaci n del Salar de Maricunga, rea que es parte central del territorio ancestral deló á  
pueblo  colla  en  la  alta  cordillera  altipl nica  y  actualmente  se  encuentra  afectadaá  
ambientalmente. 

    Existe fragilidad ambiental  del  Salar de Maricunga,  de conformidad al estudio 
An lisis  de  la  Tendencia  Hist rica  de  Vegetaci n  Azonal  H drica,  sector  Ci naga“ á ó ó í é  

redonda, Barros Negros y Pantillo, Altiplano Regi n de Atacama , es caracterizado Losó ” “  
humedales Ci naga Redonda, Barros Negros y Pantanillo forman parte de la cuenca delé  
salar Maricunga, siendo a su vez ambos humedales parte de la subcuenca denominada 
Quebrada Ci naga Redonda. La cuenca del Salar de Maricunga es la segunda cuencaé  
cerrada  m s  grande de  la  tercera  Regi n  despu s  de Pedernales  y corresponde  a laá ó é  
cabecera  norte  del  sistema  Ci naga Redonda  y representa  el  t rmino  de la misma.é é  
Igualmente explica sus principales afluentes y hace presente que en el valle de cuenca 
Quebrada  Ci naga  Redonda  se  ubican  una  serie  de  humedales,  la  mayor a  pajonesé í  
h dricos.  Transcribe  un  estudio  que  concluye  respecto  de  la  vulnerabilidad  de  losí  
humedales  presentes  en el  Salar de Maricunga.  Es as , que concluye que de los tresí  
humedales  estudiados,  esto es,  el  humedal  de Pantanillo,  Ci naga  Redonda  y Barrosé  
Negros,  tienen una clara tendencia  a degradarse  y a perder  superficie  de vegetaci nó  
activa a tasas cada a o mayor,  lo que no se explica tan solo en funci n del cambioñ ó  
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clim tico, sino por la extracci n permanente  de agua de los acu feros a trav s de losá ó í é  
pozos  existentes  en todos  los  humedales,  siendo  clara la relaci n entre  el  estado  deló  
humedal de Pantanillo y la extracci n de agua por parte del Proyecto Minero el Refugio.ó  
Todo lo anterior,  permite inferir en la urgencia de medidas que permitan ajustar los 
permisos de extracci n a los requerimientos ecol gicos de los humedales. Los resultadosó ó  
obtenidos responden a los objetivos planteados y resultan ser coherentes con los datos de 
terreno y los reportes obtenidos de los estudios existentes, valid ndose las metodolog asá í  
aplicadas, especialmente el seguimiento y an lisis de tendencia realizado en funci n delá ó  
ndice de humedad de la vegetaci n.    í ó

   Lo anterior resulta preocupante y un serio riesgo para el territorio ancestral Colla 
si se considera que para la producci n de litio, se requiere de salmuera l quida la cual esó í  
extra da para ser evaporada y precipitar las sales que contienen el litio que se procesa yí  
se exporta al exterior. Por ello, la voluntad de CORFO y SQM de trabajar en conjunto 
en un  proyecto  que  extraer  productos  h dricos  desde  el  Salar  de  Maricunga  cuyosá í  
humedales est n en serio riesgo de desaparecer, es una medida administrativa que debeá  
ser consultada de acuerdo al Convenio 169. 

c) En cuanto a la ilegalidad de los contratos de CORFO y SQM. Se ala que losñ  
derechos fundamentales reconocidos en el Convenio 169 de la OIT forman parte de la 
Constituci n, de conformidad al art culo 5 inciso segundo de la Carta Fundamental, loó í  
que se traduce en un l mite para la soberan a del Estado y deviene en un deber para losí í  
rganos del Estado su respeto y promoci n. Es por esto, que sostiene que los contratosó ó  

suscritos  por  los  recurridos  fueron  adoptados  al  margen  del  derecho,  sin  sujetarse  a 
normas vigentes de nuestro ordenamiento jur dico, dado que se ha omitido la Consultaí  
Ind gena, como derecho fundamental de las comunidades Colla que adhieren al Salar deí  
Maricunga, pero tambi n como tr mite esencial de los procedimientos administrativos ené á  
los casos que una medida estatal sea susceptible de afectar directamente a los pueblos 
ind genas.  Normativamente,  el  deber  del  Estado  de  realizar  consultas  previas  estí á 
consagrado en los art culos  6, 7 y 15 del Convenio 169 a nivel  interno el art culo 5í í  
inciso  segundo  de  la  CPR  y  reglamentario  en  el  DS  66/2013  del  Ministerio  de 
Desarrollo  Social,  normas  que  son  complementadas  por  una  serie  de  instrumentos 
internacionales  que establecen  la  correcta  interpretaci n  y aplicaci n de los  derechosó ó  
humanos de los pueblos ind genas.í

d) Arbitrariedad e Ilegalidad de los Contratos entre CORFO y SQM. El contrato 
que  pretende  la  explotaci n  del  Salar  de  Maricunga  para  la  extracci n  de  litio  esó ó  
arbitrario, toda vez que la decisi n de los recurridos de ejecutar un acto de concesi n deó ó  
recursos  naturales  sin  llevar  a  cabo  la  consulta  ind gena  previa,  carece  de  todaí  
fundamentaci n jur dica.ó í

e) Derechos Constitucionales Vulnerados. Menciona el derecho de igualdad ante 
la ley, de acuerdo al art culo 19 N  2 de la CPR. Los rganos de derechos humanosí ° ó  
internacionales, en relaci n al principio de igualdad de los pueblos ind genas, reconocenó í  
su diferencia con el resto de la sociedad y as  se ha pronunciado la Corte Interamericanaí  
de Derechos Humanos. Esta interpretaci n es recogida en nuestro derecho interno por laó  
Ley Ind gena N  19.253 que establece una normativa de protecci n especial para lasí ° ó  
tierras y cultura de los pueblos ind genas.í

    Tambi n se ha vulnerado el N  8 del art culo 19 de la CPR, que asegura a todasé ° í  
las  personas  el  derecho  a vivir  en  un  medio  ambiente  libre  de  contaminaci n.   Eló  
contrato suscrito entre CORFO y SQM vulnera su derecho, especialmente en lo que se 
refiere a su recurso h drico, que es fundamental para la subsistencia de las comunidadesí  
Colla en el futuro.  La situaci n de los humedales en la Cuenca del salar de Maricungaó  
es cr tica y las actividades tradicionales de las comunidades como el pastoreo dependení  
de la  disponibilidad de la vegetaci n  en su territorio,  lo que el  nuevo proyecto  queó  
pretenda la extracci n de salmuera desde el Salar de Maricunga implica la desaparici nó ó  
de dicho ecosistema y con ello la cultura del pueblo Colla.

  Finalmente, se afecta el derecho de propiedad en sus diversas especies, de acuerdo 
al art culo 19 N  24 de la CPR. Cita al efecto un fallo del Tribunal Constitucional,í °  
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reca do en la causa Rol 2552-13. Adem s, en el contexto internacional se aprecia lasí á  
normas y est ndares de derechos humanos referentes a la propiedad que forman parteá  
del  bloque constitucional  en Chile y que son atingentes  a la presente  acci n. Cita eló  
Convenio 169, art culos 4.1, 7.3, 13.1, 23, 15.1, 15.2. es as , que la protecci n del medioí í ó  
ambiente  ind gena  conforme  al  Convenio  169,  impone  a los  Gobiernos  el  deber  deí  
respetar la importancia especial para que las culturas y valores espirituales de los pueblos 
interesados reviste su relaci n con la tierra o territorios, o con ambos y en particular losó  
aspectos colectivos de esa relaci n. En consecuencia, en nuestro ordenamiento jur dico seó í  
reconoce la propiedad respecto a las tierras ind genas y tambi n respecto a los territoriosí é  
ind genas que se refiere a aquellos espacios que sin ser regularizados, han sido ocupadosí  
o han tenido acceso hist ricamente las comunidades ind genas, las que en el caso de lasó í  
Comunidades  de Colla de la Regi n de Atacama comprende la cuenca del  Salar deó  
Maricunga. 

Cuarto:  Que se hace parte Gabriela Burdeles, y Diego Lillo abogados a nombre 
de Asociaci n Atacame a de Regantes y Agricultores  de San Pedro de Atacama, conó ñ  
personalidad jur dica, inscrita con el N  8 en el Registro de Comunidades y Asociacionesí °  
Ind genas, y con domicilio en el sector rural de la comuna de San Pedro de Atacama, aí  
su vez representada por la presidenta  do a Marcela Petrona Ramos Colque, agricultora,ñ  
domiciliada en Ayllu de C cuter, Lote 30, San Pedro de Atacama; y de la Fundaci nú ó  
Tant , Educaci n Ambiental Agroecolog a y Sustentabilidad, Inscripci n N  239195, coní ó í ó °  
domicilio  en  la  comuna  de  San  Pedro  de  Atacama,  a  su  vez  representada  por  su 
presidente don Ram n Andr s Morales Balc zar, agroec logo, domiciliado en Domingoó é á ó  
Atienza 324-B, casa 3, San Pedro de Atacama.

   Se hacen parte en el presente recurso, en calidad de coadyuvantes. Se alan que elñ  
16 de febrero de 2018 fue presentado un recurso de protecci n en contra de CORFO yó  
Otros, de SQM Potasio S.A, de Sociedad Qu mica Minera S.A. y de SQM Salar S.A.í  
por la celebraci n de dos contratos de inter s p blicos y conexos y relacionados entre só é ú í 
denominados: 1) Modificaci n y fijaci n de texto refundido y actualizado  del contrato” ó ó  
para proyectos en el Salar de Atacama  (o Contrato de Proyectos) y 2) Modificaci n y” ” ó  
fijaci n  de  texto  refundido  y  actualizado   del  Contrato  de  Arrendamiento  deó  
pertenencias mineras OMA  (o Contrato de Arrendamiento ) ambos celebrados el 17” “ ”  
de enero den 2018, alegando la afectaci n del derecho a la vida e integridad f sica yó í  
ps quica, a la garant a de igualdad ante la ley y el derecho a vivir en un medio ambienteí í  
libre de contaminaci n.  ó

  En  cuanto  a  la  legitimaci n  activa,  se ala  que  la  Asociaci n  Atacame a  deó ñ ó ñ  
Regantes, como la Fundaci n Tanti son directamente afectados en sus derechos por losó  
actos impugnados por el recurso de protecci n, teniendo un evidente inter s actual enó é  
sus resultados, por lo que cumplen con los requisitos legales. 

    Las personas que concurren, son personas jur dicas  residentes en la Cuenca delí  
Salar  de  Atacama,  en  el  sector  de  San  Pedro  y  ven  amenazados  sus  derechos 
fundamentales.  Se  vulnera  el  derecho  a  vivir  en  un  medio  ambiente  libre  de 
contaminaci n y de igualdad ante la ley, establecido en el art culo 19 N s 2 y 8 de laó í °  
Constituci n Pol tica de la Republica. ó í

   Explica que la Sociedad de Regantes y Agricultores de San Pedro de Atacama, 
es  una  sociedad  constituida  al  alero  de  la  Ley  19.253  que  establece  Normas  Sobre 
Protecci n, Fomento y Desarrollo de los Ind genas  y crea la Corporaci n Nacional deó í ó  
Desarrollo Ind gena. Sus objetivos est n ligados a las aguas, debido a su valor ancestral,í á  
econ mico  y  de  subsistencia  que  ella  tiene  para  la  comunidad  Atacame a  queó ñ  
representan, ya a la preservaci n de la cultura Atacame a, valores que son desconocidosó ñ  
en los actos impugnados, los que se han celebrado sin consulta ind gena previa de lasí  
instituciones m s representativas de la comunidad Lickanantay, afectando las garant asá í  
constitucionales de todos aquellos que son parte de la Asociaci n y la existencia mismaó  
de la organizaci n. ó

   Por otra parte, la Fundaci n Tanti es una organizaci n sin fines de lucro, queó ó  
tiene como objetivo La Promoci n de la Educaci n Ambiental Intercultural, la Pr ctica,“ ó ó á  
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Estudio y Ense anza de la Agroecolog a para la Soberan a Alimentaria,  la Econom añ í í í  
Solidaria y el Urbanismo Sustentable  en San Pedro de Atacama. En el cumplimiento de”  
esto,  la  Fundaci n  considera  el  Estudio,  Conservaci n  y  Propagaci n  de  Pr cticasó “ ó ó á  
Tradicionales,  Variedades  Locales  y  Participaci n  en  Proyectos  Participativos  y  Eco-ó
Solidarios . Por lo que los contratos celebrados entre los recurridos afectan los objetivos”  
de su organizaci n, toda vez que ponen en juego la vida, el medio ambiente y la culturaó  
existente  en la zona y el  ecos  sistema del  Salar de Atacama,  vi ndose especialmenteé  
amenazado su derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminaci n.ó

a)  Infracci n  a  la  normativa  ambiental  y  los  derechos  constitucionalesó  
conculcados. Es as  que estos contratos significan infracciones flagrantes a la normativaí  
ambiental,  partiendo  por  las  normas  que  regulan  el  deber  del  Estado  de  tutelar  la 
preservaci n de la naturaleza, en relaci n con la Reserva Nacional Los Flamencos y conó ó  
las vegas y bofedales  protegidos  de San Pedro de Atacama, y de aplicar el principio 
preventivo y participativo que permean nuestro sistema jur dico ambiental.í

  Agreg  que se infringe el art culo 19 N  8 de la Constituci n Pol tica, ya que lasó í ° ó í  
consecuencia de la extensi n de los contratos con las empresas implican una amenaza aó  
la  conservaci n  de  la  Reserva  Nacional  Los  Flamencos  y  del  Sistema  Hidrol gicoó ó  
Soncor, ste ltimo reconocido como sitio protegido por la Convenci n Ramsar desdeé ú ó  
1996 debido a su importancia en la nidificaci n de flamencos y especies migratorias. Laó  
autorizaci n  de  una  actividad  as  de  invasiva  en  el  rea,  pese  a  la  existencia  deó í á  
procedimientos sancionatorios, va en contra de tratados internacionales relevantes, como 
lo son la Convenci n de Ramsar y la Convenci n de Washington. ó ó

 A lo anterior se agrega que en el sector del Salar de Atacama se reconoce la 
existencia de zonas delimitadas y demarcadas por la Direcci n General de Aguas comoó  
acu feros que alimentas vegas y bofedales localizadas en la I y II Regi n que pueden serí ó  
afectadas  por  el  ascenso  o  descenso  de  los  niveles  de  aguas  subterr neas,  seg n  laá ú  
Resoluci n  909,  modificada  por  la  Resoluci n  529.  Esto  significa  que  esta  zona,  enó ó  
virtud  del  art culo  63 del  C digo  de Aguas,  se entienden  prohibidas  para  mayoresí ó “  
extracciones  que  las  autorizadas,  as  como  nuevas  explotaciones,  sin  necesidad  deí  
declaraci n expresa .    ó ”

     Tales infracciones reafirmas en la vulneraci n de los derechos consagrados en eló  
art culo 19 N s 1 y 8 de la Constituci n.í ° ó

b) Vulneraci n a las normas que regulan la Consulta Ind gena y de la garant a deó í í  
igualdad  ante  la  ley  en  relaci n  con  la  Asociaci n  Atacame a  de  Regantes.  Laó ó ñ  
Asociaci n Atacame a de Regantes y Agricultores de San Pedro de Atacama se trata deó ñ  
una  asociaci n  constituida  al  alero  de  la  Ley  Ind gena,  por  lo  que  el  Estado  debeó í  
considerar la realizaci n de ciertas condiciones legales al momento de tomar decisionesó  
que puedan afectarla. Es as , que cobra importancia la no realizaci n de la Consultaí ó  
Ind gena para dar lugar a los contratos celebrados, pese a la afectaci n directa que estosí ó  
producen en un territorio que es conocidamente ind gena, tanto as  que se ha declaradoí í  

rea  de  Desarrollo  Ind gena,  a  trav s  del  Decreto  70  (1997)  del  Ministerio  deÁ í é  
Planificaci n. Lo anterior, debido a que este procedimiento es obligatorio, tanto por loó  
se alado en el Convenio 169 como por lo indicado en el reglamento DS 66/2013. En elñ  
presente caso los contratos celebrados, son considerados medidas administrativas por la 
jurisprudencia  de  la  OIT,  debiendo  haberse  celebrado  el  proceso  de  Consulta,  sin 
embargo no se llev  a efecto incurri ndose en una ilegalidad que afecta a la Asociaci nó é ó  
de Regantes, en especial en lo que se refiere a su derecho de igualdad ante la ley, por no 
haberse considerado a los afectados. Tambi n se vulner  lo establecido en el art culoé ó í  
15.1 del Convenio 169 de la OIT, los contratos se celebraron en privado sin considerar 
la escasez de agua de la zona y los usos ancestrales de la misma.                

Quinto:  Que se hace parte la causa don Ezio Simone Costa Cordella, abogado, 
actuando  a  nombre  de  Wilson  Reyes  Araya,  miembro  y  representante  del  Consejo 
Nacional de la Corporaci n de Desarrollo Ind gena CONADI, as  como miembro deló í í  
pueblo atacame o.ñ
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1.-  Fundamentos  de hecho.  Se ala que el 16 de febrero del a o en curso señ ñ  
interpuso ante la Ilustr sima Corle el Recurso de Protecci n Rol 10.752 caratulado Lilloí ó “  
con Sociedad Qu mica y Minera de Chile S A , el cual ha sido acumulado a la causaí ”  
Rol 10.3.01- 2018, caratulado Asociaci n Ind gena Consejo Pueblos Atacame os/SQM“ ó í ñ  
Potasio  S.  A ,  por  la  celebraci n  de  dos  contratos  de  inter s  p blico  conexos” ó é ú  
relacionados entre s , denominados: 1) Modificaci n y fijaci n texto y actualizado delí “ ó ó  
contrato  para  proyecto  en  el  Salar  de  Atacama  (o  contrato  de  proyecto )  y  2)” “ ”  
Modificaci n y fijaci n texto refundido y actualizado del contrato de arrendamiento de“ ó ó  

pertenencias mineras  OMA  (o contrato de arrendamiento ), ambos celebrados el 17” “ ”  
enero  de  2018  (en  adelante  el  Contrato  o los  contratos ),  ya  que  incurriendo  en” “ ”  
ilegalidades,  dichos  contratos  amenazan  y  afectan  las  garant as  fundamentalesí  
contempladas en el art culo 19 de nuestra Constituci n; numerales 1 (en cuanto se afectaí ó  
el derecho a la vida e integridad f sica y ps quica), 2 (por cuanto se ha vulnerado elí í  
derecho de igualdad ante la lev); y 8 (ya que, se ha afectado el derecho a vivir en un 
medio ambiente libre de contaminaci n). ó

2.-En  cuanto  a  los  requisitos  formales  y  legitimaci n  activa,  se ala  que  enó ñ  
materia  ambiental,  se  ha  fallado  por  nuestros  tribunales  que  sta  es  amplia,  habidaé  
atenci n de que el medio ambiente es uno s lo y en l todos y cada desarrolla su vidaó ó é  
terrenal. sta es la interpretaci n correcta y por eso, los recurrentes en la presente acci nÉ ó ó  
tienen legitimaci n. ó

   Lo anterior,  en consideraci n de que el  derecho consagrado en el  art culo 19ó í  
n mero  8  de  nuestra  carta  fundamental,  tiene  un  doble  car cter,  derecho  colectivoú á  
p blico y derecho subjetivo p blico y como tal, el accionar en caso de verse vulneradoú ú  
tiene  una legitimaci n  activa  amplia.  Esto fluye  del  hecho  natural  de que  el  Medioó  
Ambiente es uno s lo y el Patrimonio Ambiental de la Naci n tambi n, de tal maneraó ó é  
que la afectaci n que se haga de l en cualquier localizaci n, de igual manera influir  enó é ó á  
la totalidad del sistema natural, implicando por lo tanto una conculcaci n de derechosó  
para todos los habitantes de la naci n. ó

   Esto, adem s, ya ha sido reconocido a estas alturas por diversos fallos de nuestrosá  
de  Justicia,  siendo  de  entre  ellos  de  especial  importancia  el  referido  al  Recurso  de 
Protecci n, de fecha 19-3-1997, de la Corte de Apelaciones de Punta Arenas, ratificadoó  
por la Excma. Corte Suprema.

   En la especie, el Sr. Wilson Reyes, por quien act a como tercer-coadyuvante, esú  
miembro  y  representante  del  Consejo  Nacional  de  la  Corporaci n  de  Desarrolloó  
Ind gena (CONADI), de modo que detenta un inter s leg timo en estos autos, ya que laí é í  
celebraci n  del  contrato  entre  los  recurridos  con  completa  omisi n  al  tr mite  deó ó á  
Consulta  Ind gena conforme  al Convenio  169 de la OIT,  le ha producido  una realí  
afectaci n de sus garant as fundamentales y al pueblo atacame o su conjunto, el cual esó í ñ  
representado por l ante la CONADI. é

   La afectaci n individual se traduce adem s en la amenaza a su integridad f sica yó á í  
ps quica, garantizada en el art culo 19 N  1 de nuestra Constituci n, de la afectaci n deí í ° ó ó  
igualdad  ante  la  ley,  vulner ndose  la  garant a  del  articulo  19  N  2  de  nuestraá í °  
Constituci n  y  la  afectaci n  de  su medio  ambiente  libre  de  contaminaci n,  visto  eló ó ó  
referido derecho tanto en su faz individual como colectiva, de la manera en que se ha 
expresado en los recursos de protecci n incoados ante la Corte. ó

3.-  Ilegalidades y afectaci n de derechos fundamentales. ó

1.-  Estatuto  Jur dico  de  la  CORFO y  sus  obligaciones  especiales  en  materiaí  
ambiental.  La  Corporaci n  de  Fomento  de la  Producci n  (CORFO)  es  una  agenciaó ó  
dependiente del Ministerio de Econom a, Fomentan y Turismo, encargada de apoyar elí  
emprendimiento,  la innovaci n y la competitividad en el pa s, para as  promover unaó í í  
sociedad de m s  y mejores  oportunidades  para todos,  contribuyendo  directamente  alá  
desarrollo econ mico y combatiendo la desigualdad econ mica del pa s. ó ó í
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      Respecto  a  la  Ley  N  6.334,  transcribe  su  art culo  22  y  agrega  que  puede° í  
relacionarse de manera indirecta con una especial obligaci n del Estado para preservaró  
el medio ambiente en relaci n con las funciones de CORFO. Agrega que en ese sentido,ó  
y siguiendo su funci n principal, la Corfo dio fuerte impulso a actividades de extremaó  
relevancia para el crecimiento del pa s, tales como la miner a, la electrificaci n de laí í ó  
naci n en su primer  centenario,  la  agricultura  y la  industria,  entre  otras  actividadesó  
econ micas, favoreciendo as  el desarrollo de numerosas empresas, tanto p blicas comoó í ú  
privadas.  Se vio  transformada  a mediados  de  la  d cada  de  1980,  poca  pol tica  deé é í  
privatizaci n, lo que llev  a un fortalecimiento espec ficamente en el sector privado a laó ó í  
hora de llevar a cabo las inversiones que son necesarias para el progreso y el crecimiento 
de la  naci n.  Se genera  as  la  raz n para una nueva  definici n  de la Corporaci n,ó í ó ó ó  
reorientando as  su rol  de fomento productivo  hacia  el  desarrollo de las capacidadesí  
competitivas de las empresas chilenas. 

     La  Corporaci n  de  Fomento  de  la  Producci n  es  una  persona  jur dica,ó ó í  
dependiente del Ministerio de Econom a, Fomento y Turismo, raz n por la cual dependeí ó  
directamente del Gobierno de Chile y sus decisiones, en virtud de las cuales se sujeta a 
las  obligaciones  del  Estado,  ya  sean  normas  legales,  constitucionales,  como  tambi né  
normas  provenientes  del  derecho  internacional  indic ndose,  por  ejemplo,  tratadosá  
ratificados por Chile a la fecha. Agrega, que CORFO al formar parte de los rganos deló  
Estado de Chile,  se ve obligado a adoptar y a adherirse a todas las obligaciones que 
Chile, como Estado, posee. En ese sentido se ve obligado por diversas normas de orden 
internacional,  siendo  de  inter s  en  este  caso  concreto  aquellas  referidas  a  Derechoé  
Internacional Ambiental. 

     Se ala en el art culo 25 de la Ley 6440, CORFO debe formular un plan generalñ í  
de  fomento  destinado  a  elevar  el  nivel  de  vida  de  la  poblaci n  mediante  eló  
aprovechamiento de las condiciones naturales del pa s y la disminuci n de los costos deí ó  
producci n y a mejorar la situaci n de la balanza de pagos internacionales, al estableceró ó “  
el  plan,  la  debida  proporci n  en  el  desarrollo  de  las  actividades  de  la  miner a,  laó í  
agricultura, la industria y el comercio, y procurando la satisfacci n de las necesidades deó  
las diferentes regiones del pa s . Algunos de los tratados internacionales que contienení ”  
obligaciones  importantes  en  el  caso  de  autos,  menciona:  a)  La  Convenci n  deó  
Washington;  b) La Declaraci n de Estocolmo de las Naciones Unidas sobre el Medioó  
Ambiente  Humano (1972);  c)  La Declaraci n de Rio sobre el  Medio Ambiente  y eló  
Desarrollo de 1992; d) El Convenio 169 de la OIT; e) El Convenio Marceo de Cambio 
Clim tico (y sus acuerdos posteriores, entre ellos el Acuerdo de Par s). á í

     En  relaci n  al  cambio  clim tico  se ala  que  Chile  es  uno  de  los  pa ses  m só á ñ í á  
vulnerables al cambio clim tico, esto porque cumple con 7 de las 9 caracter sticas deá í  
acuerdo  al  art culo  4.8  de  la  Convenci n  Marco  de  las  Naciones  Unidas  sobre  elí ó  
Cambio Clim tico por sus caracter sticas propias en materia geogr fica. Debido a esto, elá í á  
pa s se ve afectado por el cambio de temperaturas en varias regiones del pa s, afectandoí í  
por ejemplo aspectos de la vida que son en extremo necesarios pare el medio humano, 
encontr ndose  entre  ellos  la  disponibilidad  del  agua.  Chile  ha  firmado  diversosá  
instrumentos  internacionales  comprometi ndose  a  abordar  el  problema  del  cambioé  
clim tico,  entre  ellas,  la  Convenci n  Marco  de  las  Naciones  Unidas  sobre  Cambioá ó  
Clim tico, que fue ratificada posteriormente y que establec a como rgano supremo deá í ó  
gobierno las Conferencias de las Partes, las cuales se realizar an cada a o en una distintaí ñ  
locaci n. Cita doctrina y transcribe el art culo 4 de la Convenci n Marco citada. ó í ó

    Agrega  que  del  art culo  citado  es  posible  observar  que  Chile  ha  actuado  ení  
contravenci n a aquel compromiso adquirido por el Estado, esto en cuanto ha obviadoó  
las consecuencias ambientales de su acuerdo con la empresa SQM y la presi n h dricaó í  
que este significa sobre la cuenca del Salar de Atacama, permitiendo la ampliaci n deó  
una  actividad  econ mica  extractiva  que  posee  en  cada  una  de  sus  reas  diversosó á  
impactos ambientales graves.

    El art culo citado se ala que todas las partes de la Convenci n est n obligadas aí ñ ó á  
cumplir  con  tal  compromiso,  pero  teniendo  en  cuenta  el  principio  de  las 
responsabilidades comunes pero diferenciadas como tambi n el car cter espec fico de susé á í  
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prioridades nacionales y regionales de desarrollo, objetivos y circunstancias. El Estado de 
Chile, ha incumplido con la normativa, debido a que no ha considerado el fen meno deó  
cambio clim tico en sus actividades, pol ticas y medidas.á í

  Por otro lado, el Acuerdo de Par s, fue promulgado en Chile el 13 de febrero deí  
2017, incluye medidas de mitigaci n y adaptaci n al cambio clim tico, siendo su objetivoó ó á  
principal evitar que el aumento de la temperatura a nivel mundial sobrepase los 2 C ,“ ° ”  
adem s de buscar que este umbral pueda reducirse con el paso de los a os. As  es que seá ñ í  
genera un plan de acci n contra el  cambio clim tico,  que ataque efectivamente a laó á  
emisi n de GEI y pueda  generar  condiciones  favorables  que permitan  capturar  talesó  
gases y reducirlos.

   Chile  tambi n  ha  promulgado  otros  Acuerdos  Internacionales  sobre  Cambioé  
Clim tico,  los cuales  siguen vigentes,  cita:  Acuerdo con el  programa de las Nacionesá  
Unidas para el desarrollo sobre el proyecto del Gobierno de Chile denominado: Chile:“  
Actividad habilitante  de cambio  clim tico ;  por  medio  del  Decreto  262 se estableciá ” ó 
memor ndum de Entendimiento con el Reino de Dinamarca en materia de iniciativas deá  
cambio clim tico; Acuerdo de cooperaci n bilateral en materia de cambio clim tico coná ó á  
la  Rep blica  Francesa;  Acuerdo  con  el  programa  de  las  Naciones  Unidas  para  elú  
desarrollo  de  proyecto  denominado:  Capacitaci n  de  Chile  para  cumplir  sus“ ó  
compromisos  con  la  Convenci n  Marco  de  las  Naciones  Unidas  sobre  el  Cambioó  
Clim tico ; Acuerdo para la creaci n del Instituto Interamericano para la Investigaci ná ” ó ó  
del Cambio Global, firmado por el Ministerio de Relaciones Exteriores.

  La normativa interna en Chile en materia ambiental, la cual parte del art culo 19í  
N  8 de la Constituci n Pol tica de la Rep blica. De esta manera es necesario observar si° ó í ú  
el  actuar  cumple  con  la  normativa  estipulada,  manteniendo  un  ambiente  libre  de 
contaminaci n, la que est  relacionada con el cambio clim tico y si el Estado cumple suó á á  
funci n de tutelar la preservaci n de la naturaleza.ó ó

  La Ley 20.417 presenta la novedad de dar reconocimiento expreso al Cambio 
Clim tico como un fen meno central para la gesti n ambiental en el futuro pr ximo.  Esá ó ó ó  
as  que se define el cambio clim tico en los art culos 2 a) ter, 70 letra h) y 74.í á í

2.-  Afectaci n del Medio Ambiente libre de contaminaci n en referencia al factoró ó  
cambio  clim tico.  Las  obligaciones  del  Estado  se  han  visto  vulneradas  en  este  casoá  
concreto,  ello  porque  el  acuerdo  no  considera  de  ninguna  manera  la  fragilidad  del 
ecosistema del Salar de Atacama, en relaci n con los riesgos que supone para el mismo,ó  
el  cambio  clim tico.  Agrega  que  el  Salar  de  Atacama  es  un  ecosistema  especial  yá  
conocidamente fr gil, que adem s es insustituible en su rol de conservador de la vida ená á  
un  espacio  territorial  de  conocida  aridez.  La  incertidumbre  que  supone  el  cambio 
clim tico  sobre los  recursos  h dricos  de la zona,  requiere  de un especial  cuidado delá í  
Estado para asegurar el medio ambiente adecuado y libre de contaminaci n para losó  
habitantes  del  sector en cuesti n que de ninguna forma se vio reflejado en los actosó  
impugnados.

3.-  Afectaci n a la integridad f sica y ps quica en relaci n con la p rdida deó í í ó é  
territorio y recursos naturales, y la amenaza respecto a una posible migraci n clim tica.ó á  
La escasez h drica complejiza de manera total la vida de quienes se encuentran en laí  
Cuenca del Salar de Atacama y que dependen de l para sustentarse. El acto impugnadoé  
y el hecho de que no se haya sometido a Consulta Ind gena, de acuerdo al Convenioí  
169 de la OIT supone poner una amenaza considerable sobre la integridad ps quica yí  
f sica,  en  cuanto  la  sobre  explotaci n  del  salar  podr a  significar  una  p rdida  de  talí ó í é  
magnitud para su parte, que adem s de provocar una serie de enfermedades f sicas yá í  
mentales derivadas de la falta de agua y el cambio radical en el modo de vida, podr aí  
derivar en la necesidad de migrar del territorio en que ancestralmente se ha llevado a 
cabo la vida del pueblo Lickanantay. 

    Refiere que una migraci n forzada de este tipo seria claramente un atentado enó  
contra  de los  derechos  humanos.  Cita  una declaraci n del  Relator  Especial  para losó  
derechos humanos y el medio ambiente de la ONU del a o 2016.ñ
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      Es as , que la celebraci n de los contratos en cuesti n implica un grave riesgoí ó ó  
para  la  comunidad  atacame a  por  la  vulneraci n  que  por  este  acto  generar  en  lañ ó á  
cuenca del Salar de Atacama, que es la principal fuente de recursos h dricos  para laí  
comunidad.      

Sexto:  Que  se  hace  como  tercero  coadyuvante  don  Jorge  Alvear  Castillo, 
abogado,  en representaci n  convencional  de  la  Comunidad  Ind gena  Colla  Pai  Ote,ó í  
inscrita  con  personalidad  jur dica  vigente,  en  autos  sobre  recurso  de  protecci ní ó  
caratulado  Asociaci n  Ind gena  Consejo  de  Pueblos  Atacame os  y  Otros  con  SQMó í ñ  
Potasio  S.A.,  SQM  S.A.  y  SQM  Salar  S.A.  y  Corporaci n  de  Fomento  de  laó  
Producci n . ó ”

1. -En cuanto a la comunidad de Paipote, se al  que tiene arraigo territorial en lañ ó  
Regi n de Atacama de acuerdo a lo establecido en el Estudio Informe de ocupaci nó “ ó  
territorial  de  la  comunidad  ind gena  Colla  Paipote,  Regi n  de  Atacama .  Comoí ó ”  
miembro  del  pueblo  Colla,  reconocido  por  la Ley Ind gena 19.253,  ellos  tienen unaí  
forma  de  vida  tradicional  y  no  puede  separarse  del  territorio  que  habitan  por 
generaciones,  nacieron  y  vivieron  ah ,  usan y  conocen  las  vegas,  bofedales,  caminosí  
troperos, la cordillera, los salares y lagunas, entre otros. En ese contexto se dedican a la 
ganader a y agricultura  a menor  escala  y se ganan la vida  vendiendo sus productosí  
dentro de la regi n. Tienen una forma especial de concebir el mundo, que es ind gena,ó í  
para  ellos  el  agua,  no  es  solo  un  recurso,  tambi n  es  sagrada,  igual  que  la  tierra.é  
Wiracocha, los ancestros, la luna y el sol son sagrados para ellos, y conservan sus usos y 
costumbres.

2. -En cuanto a los acuerdos celebrados entre CORFO y SQM, acuerdo en el 
cual  no se realiz  la  Consulta  Ind gena  para el  pueblo  atacame o.  Los  Colla  de laó í ñ  
Comunidad de Paipote se enteraron por la prensa, que tal acuerdo no solo incluye el 
Salar de Atacama, sino que tambi n el Salar de Maricunga, el cual se encuentra en elé  
territorio ancestral  de la comunidad de Pai Ote. Transcribe los reportes  de prensa y 
agrega  que  no  se  realiz  la  consulta  ind gena  y  por  tratarse  de  una  medidaó í  
administrativa deb a realizarse.í

3.-Explica c mo  El  Salar  de  Maricunga  se  encuentra  ntimamente  ligado  aló í  
territorio de la comunidad de Pai Ote, transcribe para tales efectos textos del estudio, en 
que se describe el territorio, se describen las cuencas y quebradas. 

     Se trata de inter s de preservaci n de los recursos h dricos y de la biodiversidadé ó í  
por la comunidad Colla Pai Ote: Salar de Maricunga y Laguna Verde, por lo que se 
hacen parte solo por el hecho de ser collas.

4.-  Se ha dictado una medida administrativa a trav s de la suscripci n de losé ó  
contratos entre CORFO y SQM, afectando con ello la supervivencia de la Comunidad 
de  Pai  Ote,  pues  ello  involucra  la  extracci n  de  recursos  h dricos,  sin  estudios  queó í  
anticipen los efectos ambientales que ello acarrear  para su forma de vida, sin informará  
de ello a la Comunidad, sin dialogar acerca de ellos, ni llegar a un acuerdo como lo 
dispone  el  Convenio  169 de  la  OIT.  Este  acuerdo  entre  CORFO y SQM,  es  una 
medida administrativa, este acuerdo se divide en dos partes: i)Un acuerdo, que realiza 
CORFO,  obligado  a  cumplir  el  derecho  a  la  Consulta  de  acuerdo  a  la  Ley  y  los 
Tratados Internacionales; y SQM empresa privada de explotaci n y exploraci n minera;ó ó  
ii)La aprobaci n judicial de tal acuerdo. En relaci n al primer punto se debi  efectuar laó ó ó  
Consulta pues se disponen cl usulas que imponen la explotaci n de litio en el salar deá ó  
Maricunga, que se encuentran dentro del territorio ancestral y de ocupaci n actual de laó  
Comunidad Colla de Paipote. Considera un argumento poco feliz argumentar que este 
acuerdo es una medida judicial,  en virtud de consistir  en una Conciliaci n.  Ningunaó  
gesti n del Tribunal Arbitral para poner de acuerdo a las partes, incluida la proposici nó ó  
de Bases  de acuerdo,  podr  ser  exitosa  sin la voluntad de las  mismas.  Absorber  lasá  
voluntades en la voluntad judicial significar a no s lo confundir dos etapas escindibles yí ó  
definibles  en  la  constituci n  del  equivalente  jurisdiccional,  sino  que  tambi n  dar  unó é  
barniz de impunidad a la ausencia de Consulta, un escape f cil a una norma de ordená  
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p blico de protecci n. Es por eso que tal como lo se alan los art culos 6, 7 y 15 N  1 delú ó ñ í °  
Convenio 169 de la OIT, debi  haber Consulta Ind gena.ó í

5.-  Afectaci n directa. El acuerdo pactado implica afectar el territorio y recursosó  
naturales  de la Comunidad de Paipote,  afectar  su forma  de vida  porque  implicar aá í  
realizar nuevas instalaciones, manejo de materiales, traslado de trabajadores y minerales, 
extracci n de recursos h dricos. ó í

   Sin perjuicio de lo anterior, el Salar de Maricunga se encuentra conectado con la 
Laguna el Negro, San Francisco y la laguna Santa Rosa, estos dos ltimos son sitios deú  
Ramsar,  es  decir,  sitios  protegidos  a  nivel  Internacional,  en  virtud  de  tratados 
internacionales,  en  tanto  que  humedales  con  importancia  para  aves  migratorias. 
Paralelamente en la zona se encuentra emplazado el Parque Nevado Tres Cruces, como 
se ala la p gina web de CONAF.ñ á

6.-Derechos Vulnerados. A) Derecho de Igualdad ante la Ley (art culo 19 N  2í °  
de la CPR). Los derechos ind genas, a la propiedad, el medio ambiente, al trabajo y laí  
seguridad  social,  tienen  est ndares  distintos  de  aplicaci n  a  los  pueblos  y  personasá ó  
ind genas. La no aplicaci n de estos est ndares especiales, vulnera el derecho de igualdadí ó á  
ante la ley, pues con ello se niega esa diferencia y se asimila a los pueblos y personas 
ind genas a la sociedad mayor, provocando la extinci n cultural de los pueblos ind genas.í ó í  
En  cuanto  a  la  Consulta  Ind gena  es  un  mecanismo  motivado  en  el  derecho  a  laí  
igualdad, como medida discriminatoria positiva. El mecanismo de la Consulta restablece 
en la igualdad de la que carecen materialmente. B) Derecho a la propiedad (art culo 19í  
N  24 de la CPR) el Salar de Maricunga es parte de la Comunidad de Pai Ote y la°  
Constituci n reconoce el derecho de propiedad en sus distintas especies. Los ind genas,ó í  
de  acuerdo  a  los  art culos  13  y  siguientes  del  Convenio  169  de  la  OIT,  detentaní  
derechos al territorio ancestral y a los territorios ocupados o en uso. La Comunidad de 
Paipote  usa  de  ese  territorio,  disfruta  de  los  beneficios  ecosist micos  del  Salar  deé  
Maricunga  y  de  las  lagunas  asociadas,  afectar  su  territorio  vulnera  su  derecho  de 
propiedad  ind gena amparado por  la Constituci n.  C)  Derecho  a vivir  en un medioí ó  
ambiente libre de contaminaci n. Se ala que el salar de Maricunga es la base de unó ñ  
ecosistema fr gil, en la zona hay sitios Ramsar y un Parque Nacional. La extracci n deá ó  
litio  implica  la  extracci n  de agua  y por  tanto  afectaci n  al  medio  ambiente,  de laó ó  
Pachamama, de la forma de vida integrada a ella, todos protegidos y amparados por la 
Ley 19.300 en sus art culos 10 y 11.í

7.-  Ilegalidades  y  Arbitrariedades  del  recurrido.  Se ala  que  la  ausencia  deñ  
Consulta es ilegal, evade los art culos 6 y 15 N  1 del Convenio 169 de la OIT. los Collaí °  
de Pai Ote no han decidido nada, se vulnera su derecho a la autodeterminaci n, a laó  
decisi n sobre las prioridades del desarrollo de los Colla de Pai Ote. Asimismo, existeó  
arbitrariedad,  pues  no  hay  raz n  alguna  para  no  acatar  la  ley  y  los  tratadosó  
internacionales.  Hizo  presente  que  la  comunidad  se  enter  por  la  prensa  de  laó  
Conciliaci n, es decir, no ha habido consideraci n a personas protegidas por la Ley.ó ó

B.- Informes de los Recurridos. 

S ptimo:é  Que evac a el informe don Luis Cordero Vega, don Patricio Leytonú  
Florez y do a Marcela Rodr guez Montecinos, abogados, por la recurrida Corporaci nñ í ó  
de Fomento de la Producci n (CORFO). ó

I.-  Se ala que  ñ las escrituras p blicas que los recurrentes solicitan se dejen sinú  
efecto, celebradas entre la Corporaci n y Sociedad Qu mica y Minera de Chile S.A.,ó í  
SQM Salar S.A. y SQM Potasio S.A. (todas conjuntamente  SQM , y por separado“ ”  
SQM S.A. , SQM Salar  y SQM Potasio , respectivamente), fueron la culminaci n de“ ” “ ” ” ó  

cuatro a os de conflicto judicial, el que lleg  a buen t rmino producto de la invitaci nñ ó é ó  
permanente y seria del juez rbitro se or H ctor Humeres Noguer ( Juez rbitro ), aá ñ é “ Á ”  
que las partes litigantes llegaran por v a de conciliaci n, en su calidad de equivalenteí ó  
jurisdiccional,  a  un  entendimiento  mutuo  favorable  que  pusiere  fin  a  los  arbitrajes 
seguidos  ante  el  Centro  de  Arbitraje  y  Mediaci n  de  la  C mara  de  Comercio  deó á  
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Santiago  ( CAM )  bajo  los  roles  N 1954-2014,  1960-2014,  2663-2016  y  2699-2016,“ ” °  
todos acumulados al proceso rol N 1954-2014 ( Juicio Arbitral ).° “ ”

    Sostuvo que para CORFO cualquier  acuerdo con SQM, aunque fuera en el 
marco de una Conciliaci n Judicial, solo era aceptable si supon a el resguardo de losó í  
intereses  p blicos  que est  llamada a proteger la instituci n,  dentro de los cuales  fueú á ó  
primordial  los  de  las  personas  y  comunidades  que  habitan  la  cuenca  del  Salar  de 
Atacama. La conciliaci n consigui  maximizar dos intereses:  La viabilizaci n actual yó ó ó  
futura de la producci n sustentable de litio en nuestro pa s como l der en la industria deló í í  
litio y la minimizaci n de los impactos negativos que esta producci n pudiera tener paraó ó  
el medio ambiente del Salar de Atacama y las comunidades que lo habitan.

    Expresa que la Conciliaci n celebrada en el Juicio Arbitral recurrida en autos, noó  
modifica ni permitir  modificar en el futuro la cantidad de salmuera, que es el medioá  
acuoso ubicado en el subsuelo del Salar que contiene distintos minerales, entre ellos el  
litio, cuyos l mites de extracci n -por parte de SQM- se encuentran determinados en laí ó  
Resoluci n de Calificaci n Ambiental N  226 del a o 2006 de la Comisi n Regional deló ó ° ñ ó  
Medio  Ambiente  de  la  Regi n  de  Antofagasta  que  aprob  el  proyecto  Cambios  yó ó “  
Mejoras  de  la  Operaci n  Minera  en  el  Salar  de  Atacama ,  en  tanto  regul  lasó ” ó  
condiciones actuales de operaci n de SQM en esa zona. Por cuanto, la Conciliaci n s loó ó ó  
aumenta la cuota de producci n y venta del litio que se elabora a partir de la mismaó  
salmuera ya autorizada y no -como entienden los recurrentes erradamente- la cuota de 
extracci n de salmuera. A partir de la Conciliaci n, SQM podr  producir y vender m só ó á á  
litio que antes, pero lo deber  hacer desde la misma cantidad de salmuera aprobada ená  
la RCA 226/2006. Explica que la cuota de extracci n de salmuera en el salar como losó  
niveles m ximos de extracci n de agua industrial para la ejecuci n del proyecto se rigená ó ó  
por lo aprobado RCA 226/2006, en ning n caso de da lugar a la modificaci n de dichosú ó  
t rminos. é

   Es as  que si en el futuro incierto SQM pretendiera modificar los t rminos en losí é  
que mediante la RCA 226/2006 se le autoriz  la extracci n de la salmuera o constituiró ó  
mayores  derechos  de  aprovechamiento  de  aguas,  deber  necesariamente  obtener  laá  
aprobaci n previa de las autoridades correspondientes. ó

   Otro  beneficio  que  tuvo  a  la  vista  Corfo  para  conciliar  con  SQM,  fue  la 
posibilidad de mejorar la forma de operar de SQM y establecer resguardos de ndoleí  
ambiental  que permitieran el estricto cumplimiento  de la normativa vigente en dicha 
materia, en lo aplicable al desarrollo del Proyecto en el Salar. Es as  que se garantizaroní  
mejores y m s transparentes procesos operativos que los actuales, estableciendo adem sá á  
futuros beneficios compartidos con las comunidades del Salar, todo ello en miras a dar 
cumplimiento a lo se alado en la Pol tica Nacional del Litio, en lo relativo a incorporarñ í  
el  concepto  de  valor  compartido  como  forma  de  relaci n  con  el  territorio  y  lasó  
comunidades. 

    De  este  modo,  a  partir  de  la  Conciliaci n  y  gracias  a  los  acuerdos  en  ellaó  
pactados en calidad de equivalente jurisdiccional (esto es, con acci n y excepci n de cosaó ó  
juzgada),  CORFO dispondr  de  á ( i )  comit s  de fiscalizaci n del  cumplimiento  de losé ó  
contratos  que  mantiene  con SQM,  que  funcionar n a nivel  del  Directorio  de SQMá  
Salar;  ( i i )  auditores  externos  ambientales  y  contractuales;  y,  ( i i i )  un  sistema  de 
informaci n en l nea de los niveles fre ticos del Salar que permita anticipar desbalancesó í á  
h dricos. Todas estas exigencias, pactadas en el marco de la Conciliaci n, constituyen, uní ó  
importante  avance en fiscalizaci n y transparencia  que, de no haberse arribado a losó  
instrumentos cuestionados por los recurrentes, simplemente no existir an. í

    Tambi n,  sostuvo  que  la  Conciliaci n  consigui  transformar  a la  contraparte,é ó ó  
modificando de manera radical su gobierno interno, excluyendo derechamente al se orñ  
Ponce Lerou y a cualquier miembro de su familia del control de SQM, lo que, a juicio 
de CORFO -unido a las dem s exigencias de la Corporaci n-, dar  lugar a un beneficioá ó á  
no s lo para la decisi n independiente y m s eficiente y competitiva en relaci n con laó ó á ó  
producci n de litio, sino que para otras esferas del quehacer nacional que, de no haberseó  
arribado a esta Conciliaci n, no se hubieran producido. ó
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   En su informe, se ala que la suscripci n de los contratos celebrados con Corfo enñ ó  
el a o 1993 y que se encuentran regulados por diversas RCAs, la primera de ellas datañ  
de 1995, revistiendo importancia la RCA/2006. Se ala que los recurrentes tienen otrasñ  
v as de acci n y de lato conocimiento que les permitir n reprochar a SQM, tanto suí ó á  
forma  de  producci n  actual,  como  les  autorizar n  a  futuro  cuestionar  la  forma  deó á  
producci n que SQM pueda decidir, de conformidad con la RCA/2006.ó

    Manifiesta que la Conciliaci n es un acto procesal, con ello basta para concluir laó  
inaplicabilidad de la consulta ind gena, como actuaci n procesal se encuentra reguladaí ó  
en  el  C digo  de  Procedimiento  Civil,  un  proceso  jurisdiccional,  que  supone  unaó  
secuencia de actuaciones sometidas a la resoluci n de un tercero, lo que hace imposibleó  
que las partes act en discrecionalmente. ú

II .-  1.- Juicio Arbitral entre Corfo y S.Q.M.

A.-Trata de la relaci n contractual entre CORFO y SQM, la que data del a oó ñ  
1993,  cuando  SQM Potasio  ingres  a  la  propiedad  de  Sociedad  Minera  Salar  deó  
Atacama  Limitada  (Minsal  Ltda)  sociedad  que  a  dicha  ten a  el  arrendamiento  delí  
derecho  de  usufructo  de  una  cantidad  determinada  de  las  pertenencias  mineras 
constituidas  por  CORFO en el  Salar  de Atacama,  denominadas  pertenencias  OMA. 
Precis  que  estas  pertenencias  fueron  constituidas  por  Corfo  en  el  a o  1977,  conó ñ  
anterioridad a que el litio fuera declarado como sustancia no susceptible de concesi nó  
minera, por lo que se encuentran excluidas de gran parte de la normativa que rige para 
las pertenencias mineras constituidas despu s del 1 d enero de 1979. é

    El  Decreto  Ley 2886 de 1979 creo la  Comisi n  Chilena  de Energ a  Nuclearó í  
(CCHEN)  y estableci  la  reserva  del  Estado  sobre  el  litio  por  as  exigirlo  el  inter só í é  
nacional,  pero exceptu  de esta  disposici n al  litio existente  en pertenencias  minerasó ó  
constituidas  o en tr mite  antes  del  1 de enero de 1979.  Es as , que las pertenenciasá í  
mineras   OMA se  encuentran  excluidas  de  la  declaraci n  de  la  declaraci n  de  noó ó  
concesibilidad del litio existente en ella, seg n lo se ala el art culo 3 de la Ley 18.097,ú ñ í  
Ley  Org nica  Constitucional  de  Concesiones  Mineras  y el  art culo  7 del  C digo  deá í ó  
Miner a, por lo que CORFO puede celebrar todo tipo de actos y contratos relativos a laí  
propiedad minera. 

  Luego hizo referencia a que en el a o 1985 CORFO adjudic  a las empresasñ ó  
Amax Inc. (Amax)  y Molibdenos  y Metales  S.A. (Molymet)  la licitaci n p blica  paraó ú  
enajenar los estudios, pertenencias mineras y dem s derechos de CORFO en el Salar deá  
Atacama, con el objeto de hacer posible la producci n de sales pot sicas, cido b rico yó á á ó  
sales de litio y otros productos de valor comercial desde la salmuera existente en el Salar 
de Atacama. En 1986 CORFO, Amax y Molymet suscribieron un contrato denominado 
Contrato para proyectos en el Salar de Atacama  y constituyeron la sociedad Minsal“ ”  

Ltda.,  sociedad  a  la  que  luego  CORFO  entreg  en  arrendamiento  el  derecho  deó  
usufructo de una cantidad determinada de las Pertenencias Mineras OMA, necesarias 
para el desarrollo del Proyecto en el Salar de Atacama. 

   Posteriormente, el 12 de noviembre de 1993, CORFO celebr  dos contratos: a)ó  
Un contrato de arrendamiento con Minsal Ltda., dejando sin efecto el contrato suscrito 
en 1986, en virtud de este nuevo contrato CORFO entreg  en arrendamiento a Minsaló  
Ltda. las Pertenencias Mineras Oma, ubicadas en el Salar de Atacama, destinando la 
cantidad de 16.384 de ellas al desarrollo del proyecto en el Salar de Atacama. Adem sá  
CORFO entreg  a Minsal Ltda., un mandato para que asumiera la defensa judicial yó  
extrajudicial y resguardare la subsistencia, integridad y dominio exclusivo y excluyente de 
todas y cada una de las 28.054 Pertenencias OMA de que es propietaria CORFO. En 
cuanto a la duraci n,  se estipul  hasta  el  31 de diciembre  de 2030.  El contrato  deó ó  
arrendamiento tambi n fue suscrito por SQM S.A. en calidad de fiadora y codeudoraé  
solidaria de las obligaciones asumidas por SQM Potasio y Minsal Ltda.; b) Un contrato 
denominado  Contrato  para  Proyecto  en  el  Salar  de  Atacama  con  SQM Potasio“ ”  
(contrato para Proyecto en el Salar de Atacama) dejando sin efecto el contrato con el  
mismo nombre celebrado en 1986, con el objeto de que SQM Potasio desarrollara el 
Proyecto de Sales Pot sicas y cido B rico Salar de Atacama . En materia de litio y“ á Á ó ”  
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atendida  las  limitaciones  impuestas  por  el  ordenamiento jur dico a su explotaci n,  laí ó  
cl usula d cimo cuarta estableci  las cantidades de litio met lico equivalente (LME) queá é ó á  
la CCHEN autorizaba producir y vender durante la vida del Proyecto en el Salar de 
Atacama, todo ello de conformidad al calendario establecido. En relaci n a la duraci nó ó  
de  este  contrato,  se  estableci  que  durar a  hasta  el  31  de  diciembre  de  20130.ó í  
Finalmente, el Contrato para Proyecto en el salar de Atacama tambi n fue suscrito poré  
SQM S.A. en calidad de fiadora y codeudora solidaria de las obligaciones asumidas por 
SQM Potasio.

    A  fines  de  1995  algunas  disposiciones  del  Contrato  de  Arrendamiento  y  del 
Contrato para Proyectos  en el Salar de Atacama fueron modificadas,  para efectos de 
reflejar todos y cada uno de los derechos y obligaciones existentes en forma continua e 
ininterrumpida  entre  CORFO y SQM en  relaci n  con  el  Proyecto  en  el  Salar  deó  
Atacama, independientemente de que CORFO dejara de tener la calidad de accionista 
de  MINSAL  S.A.  sucesora  de  MINSAL  Ltda.-  cuesti n  que  se  concret  el  26  de– ó ó  
diciembre de 1995. Desde 1998, esta sociedad se denomina SQM Salar S.A. por lo que 
desde esa fecha el  Contrato  de Arrendamiento tiene como contratantes  principales  a 
CORFO y SQM Salar. 

B.-Referido a la activaci n de la cl usula arbitral del Contrato de Arrendamientoó á  
y el conflicto entre CORFO y SQM en relaci n a dicho contrato sostiene que en el a oó ñ  
2013, en cumplimiento de las obligaciones de control y supervisi n CORFO solicit  aó ó  
SQM Salar rendir cuenta del mandato conferido en el Contrato de Arrendamiento, en el 
cual la referida sociedad deb a resguardar la subsistencia, integridad y dominio exclusivoí  
y  excluyente  de  todas  y  cada  una  de  las  28.054  Pertenencias  Mineras  OMA  de 
propiedad de su representada. Revisada la cuenta presentada por SQM Salar, adem s deá  
informaci n  adicional   de  car cter  legal,  t cnico  y econ mico,  CORFO arrib  a laó á é ó ó  
conclusi n de que SQM Salar hab a incurrido en dos  grupos  de incumplimientos  aló í  
Contrato de Arrendamiento. En virtud de estos incumplimientos y habi ndose pactadoé  
en el Contrato de Arrendamiento que cualquier  duda o dificultad entre las partes  se 
resolver a mediante arbitraje conforme al Reglamento de CAM, el 31 de diciembre deí  
2013  CORFO  solicit  al  Consejo  Directivo  de  CAM  la  designaci n  del  rbitroó ó á  
-arbitrador en cuanto a la forma y de derecho en cuanto al fondo- a fin de resolver las 
controversias y dificultades existentes con SQM Salar, deudora principal, y SQM S.A., 
fiadora y codeudora solidaria. El 27 de enero de 2014  el Consejo Directivo del CAM 
design  como rbitro arbitrador en cuanto al procedimiento y de derecho en cuanto aló á  
fallo al se or H ctor Humeres Noguer, quien acept  el cargo, celebr ndose la audienciañ é ó á  
de bases del procedimiento el 16 de abril de 2014. Casi un mes despu s, el 16 de mayoé  
de 2014, CORFO present  ante el Juez rbitro una demanda de terminaci n anticipadaó Á ó  
de Contrato de Arrendamiento con indemnizaci n de perjuicios (Causa Rol N  1.954-ó °
2014), enumera las peticiones que realiz ; a su vez en la misma sede arbitral SQM Salaró  
present  en contra de CORFO una demanda de mera certeza o declarativa. ó

C.-Detalla las distintas instancias de conciliaci n dirigidas por el Juez rbitro enó Á  
relaci n con el conflicto relativo al Contrato de Arrendamiento. ó XXXX 

 D.-Luego,  refiere que el 13 de junio de 2016, se produce la activaci n de laó  
cl usula arbitral del Contrato para Proyecto en el Salar de Atacama y conflicto entreá  
CORFO y SQM en relaci n a dicho contrato, en la que CORFO solicit  al Consejoó ó  
Directivo del CAM, la designaci n de un rbitro -arbitrador en cuanto a la forma y deó á  
derecho  en cuanto  al  fondo-  a fin de resolver  las  controversias  existentes  con SQM 
Potasio, SQM Salar y SQM  S.A. en relaci n con el Contrato para Proyectos en el Salaró  
de Atacama, para el conocimiento y fallo de este conflicto el Consejo Directivo de CAM 
design  nuevamente como rbitro al Sr. H ctor Humeres Noguer, quien acept  el cargoó á é ó  
y jur  desempe arlo fielmente. El 10 de agosto de 2016 CORFO present  ante el Juezó ñ ó  

rbitro una demanda en contra de SQM Potasio, deudora principal y SQM S.A., enÁ  
calidad de fiadora y codeudora solidaria, se alando el contenido de su acci n. Por suñ ó  
parte,  el 28 de septiembre  de 2016 y en la misma sede arbitral,  SQM Salar dedujo 
demanda declarativa de mera certeza en contra de CORFO.
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       Por resoluci n del Juez rbitro de 24 de enero de 2017, los autos Rol N  2663-ó Á °
2016 y 2699-2016, fueron acumuladas al juicio arbitral ya existente sobre terminaci nó  
anticipada de Contrato de Arrendamiento,  Rol N  1954-2014.,  de manera que todas°  
pasaron a constituir un solo juicio para terminar por un solo laudo arbitral o conciliaci nó  
en calidad de equivalente jurisdiccional. 

E.-  Se refiere a las distintas instancias de conciliaci n del juicio arbitral en queó  
las partes  intentaron abordar sus diferencias  y efectuaron planteamientos  relacionados 
con sus pretensiones, las que detalla en su presentaci n. ó

F.-Es as , como finalmente se lleva a cabo la audiencia de conciliaci n celebradaí ó  
el 17 de enero de 2018 en el Juicio Arbitral, a la que  asistieron los representantes de 
CORFO y SQM, asistidos por sus respectivos abogados patrocinantes y apoderados. En 
esta oportunidad, CORFO y SQM decidieron “aceptar las bases de conciliaci n, y deó  
esta manera, conciliar y avenir la presente controversia y poner t rmino definitivo a laé  
totalidad de los arbitrajes seguidos entre ellas ante el Se or rbitro don H ctor Humeresñ Á é  
Noguer”, para  lo  cual  suscribieron,  en  el  mismo  acto  y  ante  la  presencia  de  do añ  
Carmen Soza Mu oz, Notario P blico de Santiago suplente de la titular do a Mar añ ú ñ í  
Soledad Santos Mu oz, dos escrituras p blicas:  ñ ú ( i )  escritura p blica repertorio n meroú ú  
706-2018 de Modificaci n y fijaci n texto refundido y actualizado del Contrato para“ ó ó  
Proyecto en el Salar de Atacama”43; y,  ( i i )  escritura p blica repertorio n mero 707-ú ú
2018  de  Modificaci n  y  fijaci n  texto  refundido  y  actualizado  del  Contrato  de“ ó ó  
Arrendamiento  de  Pertenencias  Mineras  OMA .  Como  podr  apreciar,  son  estas” á  
escrituras p blicas las que los recurrentes solicitan dejar sin efecto. ú

     Por su parte,  los accionistas de SQM Salar modificaron los estatutos de dicha 
sociedad mediante  acuerdo adoptado en junta extraordinaria  de accionistas  celebrada 
ante la Notario P blico de Santiago do a Mar a Soledad Santos Mu oz, acta reducida aú ñ í ñ  
escritura p blica repertorio n mero 732-2018 y que se agreg  al expediente del Juicioú ú ó  
Arbitral. 

      Seg n se se al  expresamente en el Acta de Conciliaci n, las escrituras p blicasú ñ ó ó ú  
repertorios  n meros  706-2018,  707-2018  y  732-2018,  forman  parte  integrante  de  laú  
referida audiencia y constituyen los t rminos y condiciones de la Conciliaci n que pusoé ó  
t rmino definitivo al Juicio Arbitralé .  De esta manera, en consideraci n a los acuerdosó  
alcanzados, CORFO y SQM pactaron mediante la Conciliaci n: ó poner t rmino, avenir“ é  
y transigir todas sus disputas, incluyendo todas y cada una de las materias controvertidas 
discutidas en y relacionados  con los arbitrajes  seguidos  entre ellas ante el  Centro de 
Arbitraje y Mediaci n de la C mara de Comercio de Santiago bajo los roles 1954-2014,ó á  
1960-2014, 2663-2016 y 2699-2016, as  como toda otra cuesti n de orden contractualí ó  
existente  a  la  fecha  entre  las  partes,  y  que  fue  materia  de  los  juicios  se alados,ñ  
renunciando y extinguiendo todas sus respectivas peticiones y pretensiones, y declarando 
que al afecto nada se adeudan a la fecha entre s , por lo que se otorgan rec procamenteí í  
la m s amplia y total  liberaci n y finiquito respecto de todas estas disputas,  materiasá ó  
controvertidas  y  peticiones .  ” La  Conciliaci n  tambi n  cont  con  la  aprobaci n  deló é ó ó  
Consejo  de  Defensa  del  Estado,  mediante  la  aceptaci n  de  sus  t rminos  por  susó é  
Consejeros  se ores  Jaime  Varela  Aguirre  y  Carlos  Mackenney  Urz a,  quienesñ ú  
comparecieron en su calidad de apoderados de CORFO. 
        De esta manera, la Conciliaci n que consta en el acta judicial de fecha 17 deó  
enero  de  2018,  suscrita  por  las  partes  y  el  Juez  rbitro,  se  encuentra  totalmenteÁ  
ejecutada, al haberse suscrito tambi n los acuerdos que son el objeto de ese equivalenteé  
jurisdiccional. La Conciliaci n puso fin a cuatro a os de intenso litigio entre CORFO yó ñ  
SQM, resultado que, como lo ilustran los antecedentes acompa ados en el otros  de suñ í  
informe y rese ados, fue posible gracias a la iniciativa y direcci n del Juez rbitro, queñ ó Á  
propuso por iniciativa propia las Bases de Conciliaci n, las que fueron aceptadas por lasó  
partes del Juicio Arbitral como resultado de un di logo intenso y muy friccionado peroá  
que lleg  a buen t rmino e implic  la suscripci n de las escrituras p blicas -en calidad deó é ó ó ú  
acuerdo conciliatorio- que los recurrentes solicitan dejar sin efecto.
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2.-  Hizo presente que a trav s de la Conciliaci n CORFO consigui  viabilizar laé ó ó  
explotaci n sustentable del litio,  explica las razones de inter s p blico que se tuvo enó é ú  
vista. 

A.-La Conciliaci n mejor  sustancialmente la renta que recibir  CORFO por eló ó á  
arrendamiento de las Pertenencias Mineras OMA, establecida en la cl usula s ptima, yá é  
CORFO recibir  como renta por el arrendamiento de las Pertenencias Minera OMA,á  
un valor que se calcular  aplicando determinados porcentajes con escalas progresivas yá  
marginales sobre el precio de venta promedio ponderado indicados en el anexo 6 del 
referido  contrato.  Entre  ellos,  se  encuentran  el  valor  del  precio  de  venta  final  del 
producto y los niveles de producci n que se mantengan al momento de concretarse laó  
venta, todas estas variables disponibles para CORFO gracias a la creaci n de un sistemaó  
de  informaci n  que  se  pact  al  efecto.  Adem s,  se  consagra  un  procedimiento  deó ó á  
impugnaci n posterior al pago de la renta, en caso de que la Corporaci n no est  deó ó é  
acuerdo en la forma en que se haya determinado la misma. 

B.-  Adem s, la Conciliaci n mejor  la posici n del Estado de Chile en relaci ná ó ó ó ó  
con la explotaci n del litio hasta el a o 2030, de lo contrario se daba la circunstanciaó ñ  
totalmente ineficiente de que SQM tuviera el control de la explotaci n de la salmueraó  
del Salar, pero no pudiera explotar litio, desperdici ndose para el pa s el producto, paraá í  
tales efecto transcribe las cl usulas 11.2 y 11.3 del Contrato para Proyecto en el Salar deá  
Atacama. A partir de estas cl usulas queda claro que el objetivo de la Conciliaci n fue elá ó  
aumento de la cuota de producci n y venta de productos de litio, y no un inexistenteó  
incremento en la cuota de extracci n de salmuera como lo se alan los recurrentes.      ó ñ

     De este modo, la funci n principal de CORFO fue mejorar la competitividad yó  
la diversificaci n productiva del pa s, a trav s del fomento a la inversi n, la innovaci n,ó í é ó ó  
la competitividad y el emprendimiento, fortaleciendo el capital humano y las capacidades 
tecnol gicas  para  alcanzar  el  desarrollo  sostenible  y  territorialmente  equilibrado,  asó í 
como  propender  al  desarrollo  productivo  de  Chile  y  el  aumento  de  la  producci nó  
nacional, por lo que la Conciliaci n fue una decisi n razonada y ajustada al fin p blico. ó ó ú

   En consecuencia, el agotamiento de la cuota de litio en caso alguno impedir a aí  
SQM la extracci n de los mismos  vol menes  de salmuera que ya ten an autorizadosó ú í  
mediante la RCA 226/2006, a fin de producir todos los dem s productos y sales que staá é  
contiene,  con  la  sola  excepci n  del  litio,  lo  cual  traer a  como  consecuencia  laó í  
disminuci n de la participaci n de Chile en el mercado mundial del litio, afectando aló ó  
mismo tiempo el desarrollo de reas de la econom a que se vinculan con dicha industriaá í  
y  las  rentas  que  CORFO como  arrendadora  y  el  Fisco  de  Chile  como  recaudador 
percibir an como consecuencia de la explotaci n de la referida sustancia.  í ó

C.-  Adem s,  la Conciliaci n mejor  adicionalmente  la posici n del  Estado deá ó ó ó  
Chile en relaci n con la explotaci n del litio a partir de 2030, ello porque a trav s de laó ó é  
Conciliaci n  CORFO adquiri  para  una  vez  que  terminen  los  contratos  con SQM,ó ó  
derechos con los que sta no contaba con anterioridad.  Transcribe la cl usula 13 delé á  
texto refundido del Contrato para proyecto en el Salar de Atacama y refiere que una vez 
finalizados los contratos con SQM, CORFO puede decidir la mejor forma de garantizar 
la continuidad operacional del Proyecto en el Salar. En suma, estos nuevos derechos, 
viabilizar n  de  manera  evidente  la  producci n  de  litio  con  posterioridad  al  2030,á ó  
otorgando a CORFO la posibilidad  de asignar su explotaci n a quien m s beneficiosó á  
ofrezca al Estado de Chile y a la comunidad.

D.-  Tambi n hizo presente que la Conciliaci n modific  de manera relevante elé ó ó  
Directorio de SQM S.A. y su gobierno corporativo, al igual que el de SQM Salar. Las 
modificaciones  introducidas  permiten  establecer  para  CORFO una  relaci n  de  largoó  
plazo  con  su  contraparte,  basada  en  principios  de  transparencia  y  apego  a  las 
disposiciones legales y normas m nimas de tica en los negocios. Ello, porque adem s deí é á  
permitir la creaci n de un Comit  de Directores con funciones y facultades suficientesó é  
para conocer y examinar el cumplimiento de las obligaciones establecidas en el Contrato 
de Arrendamiento y en el Contrato para Proyecto en el Salar de Atacama, supuso el 
ingreso de directores independientes al control de SQM y la salida definitiva de Ponce 
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Lerou del directorio de la misma, asegurando una gesti n independiente de la compa aó ñí  
de acuerdo con los mejores intereses en materia de eficiencia y competitividad.

E.-  Asimismo,  se garantiz  la  forma  de  administrar  el  valor  compartido  queó  
generar  la actividad en el Salar. Es as  que CORFO busc  garantizar que en un futuroá í ó  
se siguieran a su respecto lineamientos respetuosos de los est ndares internacionales a laá  
hora  de  administrar  los  beneficios  pactados.  Transcribe  la  cl usula  16.5  de  laá  
Conciliaci n y agrega que sta propone una forma de compartir el valor que generar  laó é á  
actividad  en  el  Salar,  que  asegure  el  cumplimiento  de  los  compromisos  con  las 
comunidades cuando haya de compartir beneficios con las mismas, CORFO inst  poró  
esta  cl usula  teniendo  presente  que  los  pueblos  atacame os  suscribieron  acuerdos  deá ñ  
valor compartido con otras empresas que realizan actividades en el Salar.  

    En s ntesis, se ala que sin esta Conciliaci n se hubiese perdido: i) La oportunidadí ñ ó  
de mejorar los contratos vigentes;  ii)  establecer resguardos ambientales adicionales;  iii) 
cambiar la estructura de control y gobierno corporativo de SQM; iv) establecer rentas de 
arrendamiento que ser n las m s altas  del  mundo a favor del  Estado de Chile;  y v)á á  
continuar con la producci n de litio en forma ininterrumpida. ó

III.-  La Conciliaci n es un acto jur dico procesal, l cito y razonableó í í . 

A.-  Se ala que los actos objeto del recuso son parte de la Conciliaci n celebradañ ó  
en el juicio arbitral. Cita doctrina acerca de la Conciliaci n y un fallo de la Excma.ó  
Corte Suprema. Por su parte en el ordenamiento jur dico se encuentra reglada en elí  
T tulo II del Libro Segundo del Juicio Ordinario en el C digo de Procedimiento Civil.í ó  
En este contexto, el art culo 434 N  3 del C digo citado, confiere al acta en que constaí ° ó  
el avenimiento, la conciliaci n, la fuerza de un t tulo ejecutivo, produce acci n de cosaó í ó  
juzgada  y  el  art culo  267 del  mismo  C digo,  le  reconoce  la  condici n  de  sentenciaí ó ó  
ejecutoriada,  para  todos  los  efectos  legales,  de  donde  aparece  la  inmutabilidad  que 
asegura la excepci n de cosa juzgada.  Un elemento de la Conciliaci n es el acuerdo deó ó  
las  partes  litigantes  y  ese  acuerdo  corrientemente  adopta  la  forma  de  una  o  m sá  
convenciones entre ellas, y las convenciones entre CORFO y SQM fueron propuestas 
por el Juez rbitro que conoc a del juicio arbitral, en sus bases de Conciliaci n. El ActaÁ í ó  
de Conciliaci n fue suscrita de conformidad a lo dispuesto en el art culo 267 del C.P.C.,ó í  
se estima como sentencia ejecutoriada para todos los efectos legales, con efecto de cosa 
juzgada.    

B.-  De este modo, la Conciliaci n se ajusta a derecho y es razonable. Se ajusta aó  
derecho  porque  de  conformidad  a  lo  dispuesto  en  el  art culo  262  del  C digo  deí ó  
Procedimiento Civil, la Conciliaci n es posible en todo juicio civil en que legalmente seaó  
admisible la transacci n. Tambi n, la Conciliaci n cumpli  con las formas y ritualidadesó é ó ó  
establecidas  tanto  en  las  bases  de  procedimiento  del  juicio  arbitral  como  en  el 
Reglamento  Procesal  de  Arbitraje  CAM.  Adem s  es  razonable,  porque  tiene  uná  
fundamento  serio  e  inobjetable  poner  t rmino   a  las  controversias  objeto  del  juicioé  
arbitral,  de  resultado  incierto,  mediante  una  composici n  justa,  que  responde  a  laó  
propuesta hecha por el juez rbitro en su car cter legal de amigable componedor y ená á  
atenci n  a su razonable  y  estudiada  proyecci n  acerca  de  las  resultas  probables  deló ó  
juicio. 

  Explica, algunas de las razones, que tuvo en consideraci n CORFO para aceptaró  
las bases de Conciliaci n propuestas por el Juez: i) Se permite a CORFO ejercer mediosó  
id neos  de  fiscalizaci n  y  control  en  el  cumplimiento  de  los  contratos  en  cuesti n,ó ó ó  
adem s de realizar los cambios necesarios para poder establecer una relaci n contractualá ó  
de largo plazo basada en principios de transparencia y apego a las disposiciones legales y 
normas  m nimas  de  tica  en  los  negocios;  ii)Los  t rminos  de  la  Conciliaci n  soní é é ó  
convenientes  para  los  intereses  de  CORFO,  toda  vez  que  reparan  los  da osñ  
patrimoniales  causados por las diferencias  pasadas habidas en el c lculo de las rentasá  
adeudadas a la Corporaci n, y permite optimizar los beneficios econ micos a su favor,ó ó  
otorgando certeza jur dica a sus derechos, en su calidad de propietaria y arrendadora deí  
las Pertenencias Mineras OMA; iii)En cuanto al aumento de la cuota de producci n deó  
litio a SQM Salar, CORFO tuvo presente que ste ser a la nica forma de hacer posibleé í ú  
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que a partir de 2023 y hasta el 2030, se pudiera producir y comercializar litio en las 
16.384 Pertenencias  Mineras  OMA en cantidades  suficientes  para cubrir  la creciente 
demanda mundial; iv)A trav s de los contratos se incorporan una serie de estipulacionesé  
tendientes a proteger y preservar el medio ambiente donde se desarrolla el Proyecto en el 
Salar de Atacama, as  como a incrementar la investigaci n y desarrollo asociado a losí ó  
productos que se exploten en el Salar, lo que no se consagraba en los contratos originales 
de 1993. Adem s, hizo presente que la Conciliaci n tambi n fue aceptada por el Consejoá ó é  
de Defensa del Estado representante de los intereses superiores de la naci n. ó

C.-  Explica las razones  de por qu  la  é Conciliaci n es inapta para afectar lasó  
garant as constitucionales que el recurso pide amparar, ello porque equivocadamente seí  
confunden los efectos jur dicos de un acto, que consisten en la resoluci n de un conflictoí ó  
de relevancia jur dica; en la adquisici n o p rdida de derechos; en el contraer, enmendarí ó é  
y extinguir  obligaciones,  que son los causados por sentencias  y convenciones,  los que 
difieren  de  los  efectos  materiales,  como  son  por  ejemplo,  las  faenas  de  explotaci nó  
minera. Los efectos de la Conciliaci n, son los efectos de cosa juzgada propios de unaó  
sentencia  ejecutoriada,  con  los  efectos  de  la  eventual  actuaci n  de  la  sociedadó  
exploradora de litio en el Salar de Atacama, si ella en su actuar concreto, afectare el 
medio ambiente y/o infringiese los t rminos de la RCA 226/2006. Los recurrentes seé  
refieren  a actividades  materiales  que  eventualmente  podr a  llevar  a cabo la  sociedadí  
exploradora SQM Salar, respecto de la cual CORFO en la Conciliaci n adopt  unaó ó  
serie de medidas que se realicen con estricto apego a la ley, en resguardo del medio 
ambiente y en beneficio de la comunidad del Salar de Atacama; y de llegar a afectarse el 
medio ambiente por medio de estas actividades materiales o ponerse en riesgo estar aní  
disponibles las acciones jur dicas del caso en el marco de la institucionalidad ambientalí  
vigente.  

2.-  De esta manera, la Conciliaci n, por su calidad de acto jur dico procesal, noó í  
es recurrible por la v a del recurso de protecci n, por tratarse de un acto de naturalezaí ó  
jurisdiccional o un acto judicial, un equivalente a la sentencia definitiva, con efecto de 
cosa juzgada. Adem s, el recurso tiene un contenido eminentemente t cnico y complejo,á é  
que m s se asemeja a una presentaci n de un juicio de lato conocimiento, que permitaá ó  
sopesar adecuadamente los distintos elementos del caso. 

IV.-  En la Conciliaci n, adicionalmente, no procede la consulta ind gena previa.ó í  

1.-  No  procede  porque  no  es  una  de  aquellas  medidas  legislativas  o 
administrativas que conforme con el Convenio 169 requiera consulta ind gena previa. í

A.-Refiere que los gobiernos que han ratificado el Convenio 169, asumieron “la 
responsabilidad de desarrollar con la participaci n de los pueblos interesados, una acci nó ó  
coordinada y sistem tica con miras a proteger los derechos de esos pueblos y a garantizará  
el respeto de su integridad . De este modo,  el Convenio 169 reconoce a los pueblos”  
ind genas  una  serie  de  derechos,  dentro  de  los  cuales  se encuentran,  í ( i )  decidir  sus 
propias  prioridades  en  procesos  de  desarrollo  que  los  involucren;  ( i i )  conservar  sus 
costumbres e instituciones propias, siempre que sean compatibles con el ordenamiento 
jur dico nacional;  í ( i i i )  participar libremente o al menos en la misma medida que otros 
sectores  de la poblaci n en la adopci n de decisiones  tanto en instituciones  electivas,ó ó  
organismos administrativos o de otra ndole responsables de pol ticas y programas que lesí í  
importen;  y,  ( iv)  ser  consultados  cada  vez  que  se  prevean  medidas  legislativas  o 
administrativas susceptibles de afectarles directamente. 

   Por su parte, el art culo 6 , N 1, letra a) del Convenio 169 establece la obligaci ní º º ó  
de realizar consulta ind gena en los siguientes t rminos: í é Al aplicar las disposiciones del“  
presente  Convenio  los  gobiernos  deber n:á  a)  consultar  a  los  pueblos  interesados, 
mediante  procedimientos  apropiados  y  en  particular  a  trav s  de  sus  autoridadesé  
representativas,  cada  vez  que  se  prevean  medidas  legislativas  o  administrativas 
susceptibles  de  afectarles  directamente .  ” As  las  cosas,  de  la  disposici n  transcrita  seí ó  
desprende que, en lo que dice relaci n con la consulta ind gena, y en lo que nos interesa:ó í  
( i )  lo  que  se  consulta  son  medidas  legislativas  o  administrativas;  y,  ( i i )  la  consulta 
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procede s lo en caso de que tales medidas sean ó susceptibles de afectar directamente a los 
pueblos ind genas. í
     Dado que, como se se al , el Convenio 169 obliga a los gobiernos a consultar añ ó  
los pueblos interesados las medidas legislativas o administrativas que sean susceptibles de 
afectar directamente, cada vez que ellas se prevean, fue necesario que el Gobierno de 
Chile estableciera un mecanismo de consulta ind gena acorde. A trav s de un trabajoí é  
conjunto entre el Gobierno de Chile y todos los pueblos ind genas del pa s junto con susí í  
instituciones  representativas,  se logr  desarrollar  y precisar  aquellos  conceptos  que eló  
Convenio  169  utilizaba  en  forma  gen rica  y  que  requer an  adaptarse  a  la  realidadé í  
nacional.  Como  resultado  de  dicho  proceso  se  dict  el  Decreto  66  y  se  aplica,  deó  
conformidad a su art culo 4, a los ministerios, las intendencias, los gobiernos regionales,í  
las gobernaciones y los servicios  p blicos  creados para el cumplimiento de la funci nú ó  
administrativa, precisando que las referencias que este reglamento haga a los rganos deó  
la  Administraci n,  rgano  responsable,  Administraci n,  Administraci n  del  Estado  oó ó ó ó  
Estado, se entender n efectuadas a los rganos y organismos se alados en el inciso 1 delá ó ñ  
mismo art culo.  Precisa lo que debe entenderse por medidas legislativas, y en espec ficoí í  
a medidas administrativas susceptible de afectar directamente a los pueblos ind genas,í  
aquellos actos formales dictados por los rganos que formen parte de la Administraci nó ó  
del  Estado y que contienen una declaraci n de voluntad,  cuya  propia  naturaleza noó  
reglada permite a dichos rganos el ejercicio de un margen de discrecionalidad que losó  
habilite para llegar a acuerdos u obtener el consentimiento de los pueblos ind genas ení  
su adopci n, y cuando tales medidas sean causa directa de un impacto significativo yó  
espec fico sobre los pueblos ind genas en su calidad de tales, afectando el ejercicio de susí í  
tradiciones  y costumbres  ancestrales,  pr cticas  religiosas,  culturales  o espirituales,  o laá  
relaci n con sus tierras ind genas.   ó í

B.-  Es as , que la Conciliaci n no es una medida susceptible de consulta,  elloí ó  
porque  no constituye  una  medida  legislativa,  ni  administrativa  susceptibles  de afectar 
directamente  a  los  pueblos  ind genas.  La  Conciliaci n  emana  de  un  procedimientoí ó  
sometido a la resoluci n de un tercero para dar soluci n a una controversia respecto deó ó  
la cual  las  partes  carecen  de disposici n.  El proceso jurisdiccional  es  reglado por  suó  
propia  naturaleza,  ello  porque  se  trata  de  una  secuencia  o  serie  de  actos  que  se 
desenvuelven  progresivamente,  con  el  objeto  de  resolver,  mediante  un  juicio  de 
autoridad, el conflicto sometido a su decisi n, actuaciones que implicaron el respeto enó  
las formas como en el fondo de las exigencias del proceso judicial, la sujeci n a las Basesó  
de Conciliaci n fijadas por el juez rbitro aut nomamente y las precisas instrucciones deó á ó  
ste en ellas contenidas, es que se adopt  el referido acuerdo, en el cual no pudo caberé ó  

discrecionalidad alguna de CORFO. En as , que no existe en la ley la obligaci n deí ó  
consultar a terceros en procesos jurisdiccionales como el presente, raz n por la cual suó  
no intervenci n no constituye violaci n a derecho alguno.ó ó

C.-  Expuso,  que la Conciliaci n no afecta directamente a los recurrentes,  elloó  
porque el Convenio 169 exige para la Consulta, no solo estar en presencia de medidas 
legislativas y administrativas,  sino que,  adem s,  producto de estas medidas exista unaá  
susceptibilidad de afectaci n directa de los pueblos ind genas y dotando de contenidos aó í  
sta medidas existir  afectaci n directa en aquellos casos en que las medidas incidan o seé á ó  

relacionen directamente con los pueblos ind genas y que stos sean capaces de percibirí é  
de formas no advertidas por la sociedad. Cita al efecto la jurisprudencia judicial, en la 
que  se  sostiene  que  en  proyectos  evaluados  en  el  marco  del  Sistema  de  Evaluaci nó  
Ambiental, lo que determina la procedencia de la consulta ind gena es que la medida aí  
adoptar   pueda  producir  una  susceptibilidad  de  afectaci n,  concepto  definido  en  eló  
art culo  11 de la Ley 19.300 sobre Bases  Generales  del  Medio Ambiente .  De esteí “ ”  
modo, una medida ser a susceptible de afectar directamente a un pueblo ind gena y, porí í  
lo tanto,  har a procedente  la consulta,  cada  vez  que,  como consecuencia  de ella,  seí  
genere o presente reasentamiento de comunidades humanas, o alteraci n significativa deó  
los sistemas de vida y costumbres de grupos humanos.

    Adem s, los recurrentes nada se alan respecto de c mo la Conciliaci n podr a será ñ ó ó í  
susceptible de afectarles directamente en t rminos que la hicieran exigible. Adem s, laé á  
Conciliaci n  en nada afecta  los  vol menes  de  salmuera  que  SQM est  autorizada  aó ú á  
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extraer desde el a o 2006 en virtud de la RCA 226/2006, con lo que se reafirma la faltañ  
de susceptibilidad de afectaci n directa en este caso, por lo que este requisito  tampocoó  
concurre. A lo que se suma, que debe existir un riesgo de afectaci n concreta para queó  
proceda la Consulta en los t rminos del Convenio 169. é

2.-  En  el  caso  de  aplicar  la  Consulta  Ind gena  implicar a  desnaturalizar  laí í  
funci n  jurisdiccional,  implica,  adem s,  sostener  que  para  decidir  un  conflicto  entreó á  
particulares, puede ser necesario ir m s all  del caso concreto y tener en consideraci ná á ó  
argumentos externos al conflicto, o bien, buscar la consecuci n de finalidades propias deó  
otras instituciones, lo que desvirt a la esencia misma de la funci n jurisdiccional. ú ó

V.-  El recurrido analiza la Conciliaci n. ó

1.-  La Conciliaci n no modifica  la evaluaci n ambiental  vigente  del  Proyectoó ó  
Salar de Atacama, ni amenaza los derechos de los recurrentes. 

A.-  Refiere que la RCA 2006 autoriz  a SQM a bombardear un total de 1.700ó  
litros desde el sector MOP como promedio anual; y 700 l/s desde el sector SOP como 
promedio anual. Asimismo autoriz  la cantidad de salmuera que SQM puede extraeró  
actualmente desde el Salar de Atacama, conforme a la legislaci n vigente en esa poca.ó é  
Aclara que con posterioridad a la RCA 226/2006, SQM someti  a evaluaci n ambientaló ó  
otros proyectos relacionados, stos no modificaron la cantidad de extracci n de salmuera,é ó  
la que se mantiene conforme con los t rminos en los que se otorg  en el a o 2006. é ó ñ

B.-  Referido especialmente al caso concreto, dilucid  que la Conciliaci n en só ó í 
misma,  no  tiene  y  jam s  tendr  la  entidad  para  modificar  las  autorizacionesá á  
administrativas  ambientales,  o de  otra  ndole,  con que  cuenta  SQM (como la  RCAí  
226/2006, as  como tampoco implica conceder alguna autorizaci n administrativa queí ó  
eventualmente pudiese requerir en el futuro la sociedad explotadora del salar, y ello solo 
podr  hacerse a trav s de las autorizaciones e instituciones que nuestro ordenamientoá é  
jur dico  contempla  para  tales  fines.  Es  m s,  la  Conciliaci n  incorpor  una  serie  deí á ó ó  
estipulaciones  tendientes  a  proteger  y  preservar  el  medio  ambiente  que  no  estaban 
contempladas en los contratos originales  de 1993, entendiendo,  a su vez, que la sede 
espec fica  para hacer  efectivo  tales  resguardos  era la institucionalidad  ambiental,  citaí  
para tales efectos la cl usula cuarta del Contrato para Proyectos en el salar de Atacama.á  
Es  as  que  la  Conciliaci n  supone  e  incluso  requiere  que  en  todo  momento  se  dí ó é 
cumplimiento a las RCAs existentes y a la legislaci n ambiental vigente.ó

    El  caso  de  que  SQM  requiera  modificar  de  manera  relevante  las  obras  y 
actividades del Proyecto en el Salar de Atacama, se iniciar  una nueva evaluaci n deá ó  
impacto  ambiental,  en  la  cual  los  recurrentes  podr n  participar  y  ser n  consultadosá á  
previamente. 

 C.-Asimismo, razon  en orden a establecer que la Conciliaci n no amenaza losó ó  
derechos de los recurrentes, ello porque: 

i) No altera la extracci n de salmuera autorizada ambientalmente a SQM, por loó  
que el aumento en la cuota de producci n y comercializaci n de litio no afecta a losó ó  
recurrentes. Precisa que el aumento en la cuota de producci n y comercializaci n de litioó ó  
el cual es producido desde la salmuera fresca- no modifica de modo alguno la cantidad–  

de  salmuera  que  SQM  puede  extraer  desde  el  Salar  y  que  fuese  autorizada 
ambientalmente por la RCA 226/2006,  lo nico que se refiere la Conciliaci n,  es laú ó  
cantidad de litio a producir y comercializar a partir del mismo volumen de salmuera que 
hoy en d a se extrae por SQM y que ha sido evaluado y autorizado ambientalmente. Esí  
as  que  en  nada  se  modifica  lo  aprobado  ambientalmente  por  la  RCA  226/2006,í  
manteni ndose la extracci n de 1.700 l/s de salmuera como promedio anual. é ó

ii) Adem s, la Conciliaci n no aumenta el agua que se utiliza en el proyecto en elá ó  
Salar de Atacama, de acuerdo a la cl usula 6.4 del texto refundido del Contrato paraá  
proyecto en el Salar de Atacama, la cl usula cuestionada no es nueva, sino que es unaá  
cl usula de estilo para este tipo de contratos, contenida en el texto original del Contratoá  
celebrado entre CORFO y SQM Salar en el a o 1993, que recoge la Conciliaci n parañ ó  
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efectos  de  sistematizaci n.  Esta  Conciliaci n  no  modifica  la  RCA  u  otorga  nuevosó ó  
derechos  de aprovechamiento de aguas, por lo que las condiciones  bajo las cuales  se 
autoriz  la extracci n de aguas, as  como los derechos de aprovechamiento de aguas deó ó í  
SQM,  ser n  las  mismas  con  las  que  actualmente  cuenta,  todo  ello  mientras  no  seá  
modifiquen  las  RCA  que  correspondan  o  se  soliciten  ante  la  DGA  los  derechos 
correspondientes  siguiendo  los  procedimientos  establecidos  por  la  legislaci n.  Estosó  
mismos argumentos son aplicables para el caso de la cl usula 5.1 del texto refundido delá  
Contrato para proyecto en el Salar de Atacama y lo nico que se agreg  al texto deú ó  
1995 fue la posibilidad de realizar los estudios para verificar tal declaraci n. En cuantoó  
al proceso de reinyecci n de salmuera, se encuentra regulada en el RCA 226/2006 y noó  
se modific  mediante la Conciliaci n.ó ó

iii)La producci n  de litio no se desarrolla  dentro del  salar,  y de requerirse  eló  
desarrollo de nuevas plantas para la producci n de litio, stas se llevar n a cabo en laó é á  
planta Salar del Carmen, la que se encuentra a 25 kil metros al este de la ciudad deó  
Antofagasta y a m s de 250 kil metros del Salar.á ó

iv)  El  esquema  de  valor  compartido  derivado  de  la  Conciliaci n,  la  que  seó  
encuentra en la cl usula 16 del texto refundido del Contrato para Proyecto en el Salará  
de Atacama, no vulnera los derechos de los recurrentes, en la cual se establece un aporte 
anual a las comunidades de la cuenca del Salar de Atacama, que se encuentran inscritas 
en la Corporaci n Nacional de Desarrollo Ind gena, as  como al Gobierno Regional deó í í  
Antofagasta y a diversos municipios de la Regi n y su finalidad es que las comunidadesó  
habitantes  en  una  zona  de  explotaci n  obtengan  parte  de  los  beneficios  de  dichaó  
explotaci n, de manera que las ventajas de la misma persistan, aunque fuera en parte, enó  
el rea de las faenas y en beneficio de los habitantes. Es as  que se estipul  en las Basesá í ó  
de Conciliaci n, estos mecanismos de aporte a las instituciones regionales as  como a lasó í  
comunidades  ind genas,  lo que fue recogido en el  texto refundido.  Tambi n,  se tuvoí é  
presente el Informe Final de 2015 de la Comisi n Nacional del Litio que estableci  laó ó  
necesidad del desarrollo de una explotaci n de litio sustentable e inclusiva, as  como eló í  
establecimiento de esquemas de valor compartido. Igualmente, se tuvo como antecedente 
de que  los  mismos  recurrentes  suscribieron  en el  2016 un convenio  con la  empresa 
Albemarle, que explota litio en el mismo salar, en el cual se fij  la entrega de un aporteó  
anual a ciertas comunidades atacame as. Es as , que la cl usula de valor compartido enñ í á  
la  Conciliaci n  tuvo  por  objeto  dar  cumplimiento  a  los  est ndares  nacionales  eó á  
internacionales recomendados en materia de relacionamiento comunitario y de un actuar 
en  consonancia  con  lo  que  se  estim  era  favorable  para  los  propios  recurrentes.ó  
Asimismo,  se ala  que  la  afectaci n  alegada  por  los  recurrentes  a  este  respecto  esñ ó  
claramente contraria a los actos propios, vulnerando adem s el principio de buena fe,á  
pues  alegan  una  supuesta  afectaci n  de  sus  derechos  producto  del  aporte  anualó  
establecido  a  su  favor  en  la  Conciliaci n,  siendo  que  las  mismas  comunidadesó  
atacame as han aceptado iniciativas de valor compartido en el pasado reciente.ñ

2.-  Precisa que en el caso de que SQM requiera modificar de manera relevante 
las  obras  y actividades  del  Proyecto  en el  Salar  de  Atacama,  se iniciar  una  nuevaá  
evaluaci n de impacto ambiental,  en la que los recurrentes  podr n participar y ser nó á á  
consultados previamente. As  este eventual proceso de evaluaci n ambiental contar  coní ó á  
una instancia de consulta ind gena en el caso de que las comunidades ind genas seaní í  
susceptibles de ser afectadas directamente, escenario en el cual los intereses y derechos de 
dichas comunidades estar n debidamente resguardados. á

3.-  De este modo, en el caso de que los acuerdos adoptados en la Conciliaci nó  
fuesen ejecutados por SQM apart ndose de la legalidad, existen v as id neas para queá í ó  
los recurrentes puedan reprochar la forma en que SQM explote el Salar. 

A.-Es as  que la institucionalidad ambiental tiene la capacidad de procesar todasí  
las  preocupaciones  ambientales  de  los  recurrentes  frente  a  eventuales  afectaciones 
derivadas del actuar de SQM. La legislaci n ambiental otorga v as jur dicas precisas queó í í  
permiten que permiten velar tanto por la legalidad de un proyecto desde sus inicios, 
como por el resguardo de las variables ambientales durante su ejecuci n. As , mientrasó í  
existen ciertos recursos que atacan los vicios cometidos en la dictaci n de una resoluci nó ó  
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de calificaci n ambiental, tambi n contempla procedimientos que permiten sancionar lasó é  
infracciones cometidas en la operaci n misma del proyecto e, incluso, autorizan a revisaró  
una resoluci n de calificaci n ambiental  cuando,  a pesar de darse cumplimiento a laó ó  
misma, se generan efectos  ambientales  distintos  a los evaluados originalmente.  Cita el 
r gimen  de  recursos  que  contemplan  las  Leyes  20.600,  complementada  por  la  Leyé  
20.417 y la LBGMA. 

B.-De igual modo, sostuvo que los recurrentes han participado activamente en los 
procedimientos sancionatorios iniciados por la SMA en contra de SQM, es as  que seí  
iniciaron dos procedimientos sancionatorios en contra SQM por infracciones ambientales 
que sta hab a cometido durante la operaci n de sus proyectos, vulnerando el tenor deé í ó  
sus RCA, Roles D-027-2016 y F-041-2016, ambos procesos se encuentran en curso. 

i) La intervenci n de Corfo en el procedimiento sancionatorio. En el proceso F-ó
041-2016,  CORFO  solicit  a  SMA  que  se  le  tuviera  como  parte  interesada  deló  
procedimiento sancionatorio y se acogi  su solicitud permiti ndole  hacer presente susó é  
alegaciones y observaciones, y sus intervenciones constituyen prueba fehaciente de que su 
representada  vela  en  la  medida  de  sus  posibilidades,  no  solo  por  los   intereses 
econ micos del desarrollo de Chile, sino que tambi n por la sustentabilidad del Salar deó é  
Atacama. Ii)Consigna adem s, que en el proceso sancionatorio rol F-041-2016 dirigidoá  
contra  SQM son  parte  interesada   los  recurrentes,  en  representaci n  de  todas  lasó  
comunidades  territoriales  de  Atacama  La  Grande ,  tambi n  se  hizo  parte  la“ ” é  
Comunidad Atacame a de Peine y la Comunidad Atacame a de Toconao, y se refleja suñ ñ  
plena conciencia  de que es en el  seno del procedimiento sancionatorio ante la SMA 
donde v lidamente cabe discutir acerca de las posibles infracciones en la operaci n deá ó  
SQM y sobre eventuales infracciones a la normativa aplicable de tipo ambiental.

C.-  Sostuvo  que  el  programa  de  cumplimiento  de  SQM,  a n  pendiente  deú  
aprobaci n,  es  prueba  de  que  institucionalidad  ambiental  est  funcionando,  es  aó á  
consecuencia  del  procedimiento  sancionatorio  actualmente  en  curso  que  SQM dará 
inicio  a  la  evaluaci n  ambiental  de  las  modificaciones  a  su  Proyecto  relativas  a  lasó  
infracciones,  lo que permitir ,  tanto  a las  comunidades  ind genas  como a los  dem sá í á  
sujetos que deseen participar, realizar sus observaciones en torno al Proyecto Salar de 
Atacama. En este sentido,  la SMA y el  procedimiento por ella encabezado es la v aí  
id nea  para  hacerse  cargo  de  las  preocupaciones  de  los  recurrentes,  ning n  otroó ú  
instrumento tiene la idoneidad de permitir llevar a cabo actividades que pudiesen llegar 
a generar efectos da inos para el medio ambiente y para los grupos humanos.ñ

D.-  Acerca de la improcedencia de los argumentos de los recurrentes relativos a 
supuestas incompatibilidades entre la Conciliaci n y los procesos sancionatorios  ante laó  
SMA, se ala que el objeto de ambos procesos es diverso y en ning n momento se hanñ ú  
confundido. Por una parte, CORFO mejor  la posici n del Estado de Chile en relaci nó ó ó  
a  la  explotaci n  del  litio  a  partir  de  2030  y  se  acordaron  medidas  que  tienen  poró  
finalidad garantizar en lo sucesivo por parte de SQM una explotaci n sustentable deló  
Salar  y  adem s  se  refuerza  la  necesidad  de  que  SQM  act e  a  futuro  en  plenaá ú  
concordancia  con  la  legislaci n  ambiental.  Adem s  el  procedimiento  sancionatorioó á  
incoado  en contra  de  SQM se funda  en  un actuar  mantenido  por  la  sociedad  con 
anterioridad a la Conciliaci n. Agrega, que en ning n caso CORFO ha dado a SQM laó ú  
oportunidad  de da ar la cuenca  y a las  comunidades  aleda as,  tampoco es  correctoñ ñ  
se alar que las instituciones p blicas no pueden fiscalizar correctamente que se efect eñ ú ú  
una explotaci n del Salar ajustada a derecho y, en particular a la normativa ambiental,ó  
prueba de ello es que a la fecha se encuentra en curso el procedimiento de cargo de la 
SMA, siendo la entidad responsable de determinar si SQM infringi  su RCA 226-2006.ó  

IV.-  En otro punto la recurrida concluye que no se re nen los requisitos paraú  
accionar de protecci n. ó

1.-  A.-  Ello porque la Conciliaci n es legal, razonable y no afecta a garant asó í  
constitucionales  que invocan los recurrentes.  Precisa que la Conciliaci n,  es legal,  fueó  
alcanzada  de  conformidad  al  ordenamiento  jur dico,  y  tienen  el  car cter  deí á  
jurisdiccionales no verific ndose los requisitos del art culo 6 del Convenio 169. á í
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B.-Tampoco la Conciliaci n es arbitraria, debe descartarse por dos razones: enó  
primer lugar, porque la no realizaci n de un proceso de consulta ind gena, obedece a laó í  
circunstancia  de  que  no  se  trata  de  aquellas  medidas  respecto  de  las  cuales  resulta 
procedente  la  realizaci n  de  dichos  procesos,  de  conformidad  con  lo  expresamenteó  
dispuesto en el Convenio 169; y, en segundo lugar, por cuanto de modo alguno se trata 
de una facultad ejercida por CORFO de manera irracional, caprichosa o basada en el 
simple antojo, sino que teniendo a la vista las siguientes razones: Primero, la Conciliaci nó  
se  alcanz  sobre  lo  establecido  en las  Bases  de  Conciliaci n  propuestas  por  el  Juezó ó  

rbitro despu s de cuatro largos a os en que ste tuvo la oportunidad de conocer aÁ é ñ é  
fondo el expediente del Juicio Arbitral, a partir de lo cual estim  ajustado a derecho queó  
las partes alcanzaran una soluci n autocompositiva equilibrada como sustituto razonableó  
de la sentencia judicial, a lo que CORFO, representada por el Consejo de Defensa del 
Estado, accedi . En segundo t rmino, CORFO tuvo en vista la necesidad de reformularó é  
las obligaciones  contenidas  en contratos  suscritos  hace m s de 30 a os,  de modo deá ñ  
actualizar la cuota de producci n y comercializaci n del litio -siempre bajo normas queó ó  
aseguren  una  explotaci n  eficiente  y  sustentable  sujeta  a  Derecho  y  a  las  mejoresó  
pr cticas  ambientales  y  de  responsabilidad  social  empresarial-,  de  regular  un  nuevoá  
mecanismo de c lculo de la renta, que se corresponda con la nueva cuota de producci ná ó  
y  comercializaci n  y,  en  general,  de  crear  mejores  condiciones  para  favorecer  eló  
desarrollo en Chile de una industria de productos de litio con mayor valor agregado. Se 
trata, as , de un medio id neo para alcanzar fines p blicos y que en ning n caso resultaí ó ú ú  
carente de raz n, lo que descarta la realizaci n en este caso de actuaciones arbitrarias.ó ó  
En tercer lugar, en el caso de autos no cabe duda que la Conciliaci n alcanzada no seó  
deriva de un mero capricho o  porque sí, sino que se han alcanzado en el marco del 
Juicio Arbitral compromisos que tienen en miras las rentas del Fisco, el inter s generalé  
del pa s, y en virtud de los cuales se permitir  el desarrollo de la industria del litio ení á  
Chile,  con  los  subsecuentes  beneficios  econ micos  e  ingresos  que  su  explotaci nó ó  
sustentable implica. En cuarto lugar, tampoco se trata de la adopci n de una decisi nó ó  
desproporcionada  entre  los  motivos  y  el  fin  a  alcanzar.  Muy  por  el  contrario,  la 
Conciliaci n  establece  obligaciones  rec procas  y  equilibradas  en  virtud  de  las  cualesó í  
ambas  partes  se  comprometen  a  adoptar  acciones  que  permitir n  realizar  uná  
aprovechamiento sustentable del Salar y, en definitiva, alcanzar los fines p blicos que aú  
CORFO le corresponde cautelar. En quinto lugar, la Conciliaci n alcanzada contieneó  
sendas disposiciones en virtud de las cuales SQM se obliga a cumplir a futuro con lo que 
resuelva o instruya la autoridad ambiental  o, en su caso, los tribunales ambientales u 
ordinarios; as  como a cumplir con la legislaci n ambiental vigente, las respectivas RCAí ó  
y  los  programas  de  cumplimiento  que  se  aprueben  en  el  marco  de  procedimientos 
administrativos sancionadores por parte de la SMA. 

C.-  Tampoco,  se  afectan  con  la  conciliaci n  ninguna  de  las  garant asó í  
supuestamente vulneradas. En cuanto a la garant a de igualdad ante la ley. Explica queí  
la sujeci n del juez a la ley implica que ste debe resolver los casos que se le presentanó é  
en  atenci n  al  derecho  aplicable  al  caso concreto  y no a consideraciones  diferentes.ó  
Hacer aplicable la Consulta Ind gena al procedimiento judicial, tal como lo pretenden losí  
recurrentes, implicar a exigir a los jueces que deciden los casos no solo sobre la base delí  
derecho aplicable al mismo y a sus circunstancias espec ficas, sino que decidan teniendoí  
en consideraci n objetivos de pol tica p blica.   ó í ú

D.-Agrega, que tampoco se afecta la garant a constitucional consistente, en vivirí  
en un medio ambiente libre de contaminaci n, se trata de asegurarle a las personas unaó  
protecci n razonable de ste y confunden los recurrentes una afectaci n a una garant a aó é ó í  
vivir  en  un  medio  ambiente  libre  de  contaminaci n  con  los  t rminos  en  que  seó é  
celebraron los contratos originales entre CORFO y SQM hace ya m s de treinta a os.á ñ  
Las medidas  y la Conciliaci n buscan actualizar   y mejorar  las condiciones  bajo lasó  
cuales  se  celebraron  originalmente  el  contrato.  Tender  a  la  explotaci n  eficiente  yó  
sustentable de los recursos  naturales  involucrados,  mejorar las rentas para el Fisco de 
Chile,  mejorar  la  supervisi n  de  las  obligaciones  de  SQM,  a  mejorar  las  pr cticasó á  
ambientales; y perfeccionar el gobierno corporativo de la contraparte.
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E.-Tampoco  se  afecta  la  garant a  constitucional  a  desarrollar  actividadí  
econ mica,  se ala  que  la  Conciliaci n  no  tiene  la  aptitud  para  modificar  lasó ñ ó  
circunstancias  bajo las cuales  las  comunidades  desarrollan hoy en d a sus actividadesí  
econ micas.ó

F.-De la misma manera, la Conciliaci n no afecta el derecho de propiedad, es asó í 
porque no se ha acreditado ninguna afectaci n concreta de su territorio ancestral queó  
emane directamente de la Conciliaci n.         ó

2.-  Sostuvo,  que  el  recurso  es  extempor neo,  ello  porque  CORFO mantieneá  
vigentes contratos para la explotaci n del Salar desde 1986, y los tiene con las sociedadesó  
del grupo  SQM desde el a o 1993, esto, as  como la explotaci n misma son hechosñ í ó  
p blicos y notorios, conocidos por todos desde hace varios a os. ú ñ

   Por lo expuesto, pidi  el rechazo de la acci n cautelar, con costas.  ó ó

   Finalmente,  acompa  diversa  documental  en  que  fundamenta  su  rechazo  alñó  
recurso.

Octavo:  Que,  don  Miguel  ngel  Fern ndez,  abogado  en  representaci n  deÁ á ó  
Sociedad Qu mica Minera de Chile S.A., SQM Potasio S.A. y SQM Salar S.A., se alí ñ ó 
que la cuesti n radica en que las modificaciones introducidas a los dos contratos suscritosó  
por sus representados con CORFO, el contrato para Proyecto en el Salar de Atacama; y 
el Arrendamiento de Pertenencias Mineras OMA, suscrito el 17 de enero de 2018, y que 
dieron origen a textos refundidos de ambas convenciones, en virtud de la conciliaci nó  
propuesta por el Juez rbitro don H ctor Humeres Noguer, privar an, perturbar an y alÁ é í í  
mismo tiempo amenazar an, en forma ilegal y arbitrarias los derechos constitucionales deí  
los recurrentes garantizados en el art culo 19 N s 1, 2, 8, 21 y 24 de la Constituci n, alí ° ó  
autorizar  mediante  dichas  modificaciones  que  se  aumente  la  cuota  para  explotar, 
procesar  y  vender  349.553  Mt  de  litio  met lico  equivalente  (LME)  en  el  Salar  deá  
Atacama.  

I.-Respecto de las causales de improcedencia. 

1.-En primer t rmino se ala que las acciones no pueden prosperar, porque hané ñ  
sido interpuestas fuera  de plazo, los recurrentes se alan que ya el 5 de enero de 2018ñ  
tuvieron claro conocimiento porque se los inform  CORFO, -parte del juicio- cu l era eló á  
tenor  de  las  negociaciones  y  el  resultado  de  las  mismas,  as  lo  ratifican  quienesí  
interponen el segundo recurso Rol 10.752-2018. Luego, se ala que el 15 de enero deñ  
2018  los  representantes  de  las  comunidades  atacame as-Lickanantay  analizaron  losñ  
principales puntos del acuerdo CORFO-SQM que extiende la concesi n de litio y en esaó  
instancia se acord  en forma un nime su rechazo. De esta manera, los recursos debieronó á  
intentarse hasta el 4 de febrero de 2018 y reci n ingresan a tramitaci n el 15 y 16 deé ó  
febrero de 2018, por lo que deben ser desestimados por extempor neos.  á

2.-  Se ala  que  se  trata  de  un  asunto  de  lato  conocimiento  porque  exigeñ  
interpretar y determinar el alcance de cl usulas contractuales, ni siquiera configura unaá  
amenaza  a  los  derechos  invocados  por  las  recurrentes,  atendido  que  existen 
procedimientos especiales para cautelar el medio ambiente. 

A.-  Existe un procedimiento especial y preferente. De la jurisprudencia emanada 
de los tribunales superiores se verifica el apego al principio de deferencia que rige para la 
determinaci n  del  conocimiento  de  una  acci n  de  protecci n  en  materia  ambiental,ó ó ó  
quedando reservado el recurso de protecci n, en esta materia, para situaciones de graveó  
afectaci n y extrema urgencia, hip tesis que no se presenta de modo alguno. ó ó

B.-Adem s no existe privaci n, perturbaci n ni amenaza, el planteamiento de losá ó ó  
recursos radica en que la modificaci n contractual que autoriza a aumentar la cuota deó  
extracci n  de  litio,  adoptada  en  virtud  de  una  Conciliaci n  judicial,  afectar a  losó ó í  
derechos  constitucionales  de  los  recurrentes  desde  que  requer a  consulta  previa  eí  
importar a afectar el medio ambiente, m s espec ficamente, el acceso y uso del recursoí á í  
h drico  en la zona.  Se tratar a de una situaci n potencial  que,  a juicio  tendr a esasí í ó í  
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caracter sticas,  lo  que  es  inefectivo,  sus  representados  tienen  derecho  a  explotar  lasí  
pertenencias no solo respecto del litio, sino que de muchos otras sustancias minerales, es 
as  que el aumento de cuota, no cambia ni aumenta el derecho de extraer salmuera delí  
Salar de Atacama, ya que este derecho viene reconocido por la RCA y el plazo del 
contrato se mantendr a igual. Adem s, se encuentra consolidado en la jurisprudencia deí á  
los Tribunales Superiores de Justicia en el sentido que una amenaza, para ser susceptible 
de un recurso de protecci n, requiere que los hechos constitutivos sean graves, precisos yó  
determinantes  en la potencial  afectaci n de derechos  constitucionales,  de lo contrarioó  
deben  acudir  a  los  procedimientos   generales  o  especiales,  que  permitan  dilucidar, 
primero  tal  afectaci n y luego,  entrar  al  fondo del  asunto.  En el  caso de autos,  lasó  
modificaciones  contractuales  acordadas  est n  lejos  de  causar  los  efectos  negativosá  
denunciados en los dos recursos de protecci n.    ó

II .-  Modificaciones Contractuales e Ilegalidad y Arbitrariedad. 

1.-  Sostiene que con el aumento de la cuota de extracci n de litio se incurrir aó í  
en una ilegalidad al haber se omitido la consulta ind gena de acuerdo lo previsto en elí  
art culo sexto del convenio 169 de la OIT, que exige cada vez que se prev n medidasí é  
legislativas u administrativa susceptible de afectar directamente a los pueblos ind genas.í  
En el caso del recurso Rol 10.301,  lo anterior  se vincula,  adem s, con una presuntaá  
vulneraci n  del  derecho  a la autodeterminaci n  o libre  determinaci n  previsto  en eló ó ó  
art culo  7  de  aquel  Convenio,  tambi n  plantea  que  las  modificaciones  contractualesí é  
incurren en arbitrariedad, aunque la hacen consistir en la misma hip tesis de ilegalidad,ó  
al no llevar a cabo la consulta ind gena. Por su parte el recurso Rol 10.752 agrega a laí  
arbitrariedad  planteada  que  CORFO  incurrir a  en  una  actuaci n  carente  deí ó  
razonabilidad al adoptar las modificaciones contractuales. Este segundo recurso tambi né  
imputa una actuaci n arbitraria a sus representadas, consistente en que no es posibleó “  
aceptar sin m s de que el hecho que las instituciones p blicas y el derecho actualmenteá ú  
no puedan fiscalizar y hacerse cargo correctamente de la explotaci n de salmueras en eló  
Salar y del uso de un bien com n como el agua en el sentido que no sea perjudicial paraú  
el ecosistema de la cuenca…”

2.-  Realiza una s ntesis en relaci n a c mo los recurrentes plantean la forma ení ó ó  
que se vulnerar an los derechos constitucionales que invocan.  Al efecto, se ala que laí ñ  
Conciliaci n propuesta por el rbitro de que da cuenta el Acta de 17 de enero de 2018,ó Á  
en el punto 2 se acord  tanto la modificaci n del Contrato para proyecto en el Salar deó ó  
Atacama,  celebrado  entre  CORFO  y  SQM  Potasio  S.A.,  como  del  Contrato  de 
Arrendamiento  de  Pertenencias  Mineras  OMA.  El  primero  da  cuenta  de  las 
consideraciones  esenciales  que  tuvieron  en  cuenta  las  partes  para  su  suscripci n,ó  
incluyendo la explotaci n sustentable  del  litio,  estableciendo normas  que aseguren suó  
explotaci n eficiente y de nuevo- sustentable,  de acuerdo a lo que se ala la cl usulaó – ñ á  
segunda punto 2.3. Tambi n este contrato da cuenta que se regulan mecanismo de valoré  
compartido con las comunidades locales  vecinas del  Salar de Atacama. Transcribe la 
cl usula d cima de la Conciliaci n,  y de acuerdo a ella se puede constatar c mo lasá é ó ó  
modificaciones  reprochadas  por  los  recurrentes,  lejos  de  incurrir  en  ilegalidad  y/o 
arbitrariedad,  son  respetuosas  del  ordenamiento  jur dico  incluso  imponiendoí  
obligaciones,  vinculadas con la protecci n del medio ambiente  y m s particularmenteó á  
con  los  recursos  h dricos.  Adem s,  la  cl usula  und cima  le  impone  la  obligaci n  deí á á é ó  
respetar la normativa legal y reglamentaria vigente en Chile que regula la extracci n,ó  
producci n, comercializaci n y venta de litio y de sus productos derivados. ó ó

  De acuerdo a la cl usula d cimo octava, se instaura la figura de los auditoresá é  
externos que velar n por el cumplimiento de las obligaciones ambientales, por parte deá  
la empresa, reportando a CORFO.

  Reitera,  que las  modificaciones  adoptadas  en virtud de la transacci n judicial,ó  
suponen  que  se  respete  el  ordenamiento  jur dico  vigente  en  Chile,  y,  es  m s,í á  
especialmente en el  mbito que preocupa a los  recurrentes,  se han insertados  nuevasá  
obligaciones  que  aumentan  aquellas  cargas  que,  desde  ya,  impone  ese  ordenamiento 
jur dico,  incluso,  a adiendo  a  las  autoridades  fiscalizadoras  existentes,  a  la  propiaí ñ  
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contraparte y creando otros que verifiquen y acrediten, especialmente, el cumplimiento 
de los deberes ambientales.          

III.-  Analiza las razones por las cuales no se configura la obligaci n de consultaró  
y al efecto se incurre en una impropiedad cuando los recurrentes estiman por su sola 
opini n  y  sin  mayor  fundamento  que  las  modificaciones  contractuales  adoptadas  enó  
virtud de una transacci n judicial constituir an medidas administrativas  susceptibles deó í “ ”  
ser sometidas, por ende, al procedimiento de consulta contemplado en el Convenio 169, 
pues  ciertamente  esos  acuerdo  no tienen  tal  naturaleza  requerida  por  el  instrumento 
internacional.  No  existe  duda,  que  esos  cambios  podr n  requerir,  en  el  futuro,  laá  
dictaci n de medidas administrativas que, en su m rito,  deber  examinarse si han deó é á  
cumplir  con aquella  norma internacional  o con cualquiera  otra  prevista   en nuestro 
ordenamiento jur dico, pero es claro que los cambios introducidos a contratos vigentesí  
por  m s  de  tres  d cadas,  no  poseen  la  cualidad  que  requiere  el  Convenio  169,  deá é  
acuerdo al art culo 6,  para gatillar el tr mite de Consulta, ya que no cumple ninguno deí á  
los requisitos copulativos que exige esta norma. 

A. -Explica  las  razones  de  por  qu  la  Conciliaci n  no constituye  una  medidaé ó  
administrativa.  En  cuanto  al  sentido  y  alcance  del  deber  de  consulta,  transcribe  el 
art culo 6 del Convenio 169 y refiere que la Consulta debe realizarse en forma previa aí  
la  adopci n  de  la  medida   administrativa,  que  sta  debe  afectar  directamente  a losó é  
pueblos ind genas y que tiene que ser realizada por el Estado, pues, como lo decidi  elí ó  
Tribunal  Constitucional,  junto al art culo 7 del Convenio,  son las dos nicas normasí ú  
auto aplicativas de ese tratado internacional, lo que lleva a descartar, in limine, cualquier 
otra disposici n de ese Convenio que invoquen los recurrentes. ó

  Luego, la voz medidas administrativas  conforme a lo dispuesto en el art culo 7“ ” í  
incisos 3 y 5 del Decreto Supremo 66 del Ministerio de Desarrollo Social que aprueba el 
Reglamento  que  regula  el  procedimiento  de  consulta  ind gena,  transcribe  el  citadoí  
art culo y agrega que medidas administrativas  no son sin nimo ni alcanzan toda formaí “ ” ó  
de actuaci n estatal, sino aquellas que contienen una declaraci n de voluntad formal queó ó  
se realiza, como se ala el art culo 3 de la Ley 19.880, de ah  su naturaleza discrecional yñ í í  
no reglada, en el ejercicio de una potestad p blica  y precisamente por esto, el deber de“ ú ”  
llevar a cabo la consulta pesa sobre el gobierno, puesto que se encuentra actuando en el 
mbito  de las atribuciones  p blicas  que le confiere  el  ordenamiento  jur dico.  Esto esá ú í  

alejado de estas caracter sticas  que la suscripci n de una modificaci n a un contratoí ó ó  
adoptado a ra z de una Conciliaci n producida ante un Juez rbitro. En s ntesis el actoí ó Á í  
recurrido  no  constituye  una  medida  administrativa  por  cuanto:  1)  Se  trata  de  la 
ejecuci n  de  un  Acuerdo  de  Conciliaci n,  equivalente  jurisdiccional  con  fuerza  deó ó  
sentencia de cosa juzgada, propuesto por el Juez rbitro; y 2) Corresponden a contratosÁ  
regidos  por  el  derecho  privado,  sin  que  sea  disponible  para  CORFO adoptar  otro 
veh culo jur dico para la explotaci n de las concesiones, de manera que su suscripci n noí í ó ó  
se realiza en ejercicio de atribuciones propias de un rgano estatal.ó

B.-  Adem s, el acto recurrido no es medida administrativa, cumple un acuerdoá  
de Conciliaci n que equivale a sentencia firme o ejecutoriada. Se transcriben los Ac pitesó á  
IV,  numeral  2 y V del  Acta de Conciliaci n.  Luego,  precisa  que las  modificacionesó  
incorporadas a los dos contratos en las bases de Conciliaci n propuestas por el Tribunaló  
Arbitral.  La  naturaleza  del  arbitraje  oscila  entre  lo  puramente  contractual  y  una 
naturaleza  m s  cercana  a  la  jurisdicci n,  pero  en   ning n  caso  a  una  naturalezaá ó ú  
asimilable a la de un acto o medida administrativa. De manera, que la suscripci n de losó  
referidos textos refundidos de los Contratos obedece a una orden judicial, emanada del 
Acta de Conciliaci n que tiene el car cter de equivalente jurisdiccional con la fuerza deó á  
cosa juzgada y al efecto cabe aplicar lo dispuesto en los art culos 267 y 175 del C digoí ó  
de  Procedimiento  Civil.   Es  as ,  que  las  modificaciones  introducidas  en  los  textosí  
refundidos  de los  Contratos  en cuesti n,  obedecen  a la ejecuci n de las obligacionesó ó  
rec procas incluidas en el Acta de Conciliaci n. í ó

   Adem s, los Tribunales Superiores de Justicia han sido categ ricos para se alará ó ñ  
que  la  acci n  de  protecci n  es  improcedente  respecto  de  sentencias  o  resolucionesó ó  
judiciales, en este caso, el acuerdo conciliatorio, que es un equivalente jurisdiccional y, 
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como  tal,  hace  las  veces  de  sentencia  definitiva,  siendo,  por  tanto,  improcedente 
impugnarla v a recurso de protecci n.í ó

C.-El  acto recurrido,  son contratos  de derecho  privado,  no siendo  disponible 
para  CORFO adoptar  otro  v nculo  jur dico,  que  se  sit a  en el  mbito  del  derechoí í ú á  
com n y en general en materia de contratos, esto es, contratos de arrendamiento regidosú  
por el derecho privado. De ah  que en la suscripci n de estos  contratos hace d cadas,í ó é  
en un r gimen de igualdad entre las partes, sin que CORFO ejerza ni pueda ejerceré  
potestades exorbitantes en las tratativas preliminares, negociaci n, celebraci n, ejecuci n,ó ó ó  
interpretaci n e integraci n del  contrato,  al punto que surgido un conflicto entre lasó ó  
partes, se ha sometido al arbitraje de la C mara Nacional de Comercio. á

    Por lo mismo, los contratos celebrados con CORFO se encuentran regidos por la 
autonom a de la voluntad de las partes y por las normas del C digo Civil y del C digoí ó ó  
de Miner a, en lo que sean aplicables. A ra z de ello, CORFO se ha conducido siempreí í  
al amparo del Derecho Privado. 

D.-El  acto  recurrido  no  es  una  medida  administrativa:  Las  modificaciones 
contractuales  se  celebraron  entre  privados  y  sobre  un  objeto  privado.  Se  trata  de 
acuerdos  contractuales  celebrados  y  ejecutados  por  dos  agentes  que  act an  comoú  
particulares, sobre bienes particulares (concesiones mineras) y con un objeto privado, esto 
es,  arrendamiento de dichas concesiones  por un plazo determinado,  expres ndose,  deá  
esta manera, la relaci n entre quien desea explotar el mineral y su titular.  ó

E.-  En  cualquier  caso,  sostiene  que  las  modificaciones  contractuales  no  son 
susceptibles  de  afectar  a  los  recurrentes,  ello  porque  tampoco  concurre  el  segundo 
requisito  copulativo  que  exige  el  art culo  6  del  Convenio  169  para  que  proceda  laí  
Consulta, pues los acuerdos suscritos no son susceptibles de afectar, en modo alguno, a 
los recurrentes ni a ning n grupo humano ind gena. Ser n los actos administrativos queú í á  
se dicten en ese proceso que desarrollar  SQM los que podr n ser autorizados bajo laá á  
ptica del Convenio 169, en cuanto a la procedencia de la Consulta y, en relaci n con laó ó  

susceptibilidad de afectar a grupos humanos ind genas. Es as , que se deja expresamenteí í  
establecido en el acuerdo, que no existir  alteraci n alguna en los l mites m ximos deá ó í á  
extracci n regulados por la RCA 226/2006. ó

IV.-  Explica que no se afecta el medio ambiente ni el recurso h drico. í

1.-  Se ala que la operaci n minera en el  Salar de Atacama no ha generadoñ ó  
afectaci n del ecosistema del Salar. A pesar que las argumentaciones vinculadas con eló  
medio ambiente no son pertinentes en un recurso de protecci n, se ha hecho referenciaó  
al procedimiento sancionatorio instruido por la Superintendencia del Medio Ambiente en 
causa rol F041-2016 actualmente pendiente y en el cual su representada ha propuesto un 
completo  programa  de  cumplimientos.  Sus  representados  cuentan  con  numerosos 
estudios e informes, suscritos por equipos de profesionales del m s alto nivel, nacionales eá  
internacionales, que aportan antecedentes s lidos en el sentido que no existe tal da o,ó ñ  
tales estudios han sido y ser n presentados en la instancia administrativa llamada por leyá  
a valorarlos, existiendo respecto de los actos administrativos que a su respecto se emitan, 
la impugnaci n en sede judicial.ó

  Observa que el  texto  refundido del  Contrato Proyecto  considera una  serie  de 
provisiones  asociadas  al  seguimiento  de  su operaci n,  tanto  desde  el  punto  de  vistaó  
operacional y econ mico como ambiental. Apunta que esas cl usulas se encuentran enó á  
plena armon a con el programa de cumplimiento que SQM Salar S.A. ha propuesto a laí  
SMA, cuya ltima versi n fue ingresada a pronunciamiento de la autoridad el pasadoú ó  
mes de octubre de 2017. A partir de los est ndares que asume SQM Salar S.A., en baseá  
a  lo  indicado  en  el  texto  refundido  del  Contrato  Proyecto  y  en  el  programa  de 
cumplimiento sometido a aprobaci n de la autoridad ambiental, la gesti n ambiental deó ó  
la operaci n minera en el Salar de Atacama, adopta los caracteres que se ala y estosó ñ  
ajustes en el seguimiento ambiental de la operaci n de SQM Salar S.A. se encuentran enó  
implementaci n  y  no  importan  modificaciones  sustanciales  de  las  autorizacionesó  
ambientales  bajo  cuyo  amparo  realiza  su  actividad  en  el  Salar  de  Atacama.  Esta 
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actualizaci n de las herramientas e instrumentos de seguimientos permitir  caracterizaró á  
de mejor manera las din micas entre los distintos componentes, variables y par metrosá á  
que  configuran  el  sistema  del  Salar  de  Atacama  y  su  interacci n  con  la  actividadó  
desarrollada por la compa a.ñí

2.-Refiere que la extracci n de la nueva cuota requiere calificaci n ambiental,ó ó  
como se desprende de la cl usula octava y m s concretamente de la cl usula und cima,á á á é  
acerca de Normas  Especiales  sobre el  litio,  en la Subsecci n 11.3.  De este modo,  eló  
procesamiento del total de las nuevas cuotas otorgadas bajo el Contrato de proyecto, 
requerir  ingresar al Sistema de Evaluaci n de Impacto Ambiental, conforme a las reglasá ó  
generales  de la Ley 19.300 sobre Bases Generales  del  Medio Ambiente  y al Decreto 
Supremo N  40, Ministerio del Medio Ambiente, de 2012 que contiene el Reglamento°  
del Sistema de Evaluaci n de Impacto Ambiental. ó

3.-  La evaluaci n ambiental podr a requerir Consulta, en caso de generar efectosó í  
significativos de medio humano. Consistente con ellos, la evaluaci n ambiental que enó  
derecho  se inicie,  instruya  y culmine  con la  emisi n  de la  respectiva  Resoluci n  deó ó  
Calificaci n Ambiental  ponderar  en su m rito los efectos del  proyecto en evaluaci nó á é ó  
respecto  de  cada  componente  del  medio  ambiente,  para  todas  sus  fases,  dando 
cumplimiento  a  las  normas  y  principios  del  Sistema  de  Evaluaci n  de  Impactoó  
Ambiental, en los t rminos del art culo 85 del Reglamento del Sistema de Evaluaci n deé í ó  
Impacto Ambiental, con relaci n al art culo 6.1. letra a) y 6.2 del Convenio 169.ó í

4.-  Asimismo,  se ala  que  el  acto  recurrido  no  afecta  el  recurso  h drico,  lañ í  
extracci n de agua desde el Salar no es ileg tima ni arbitraria, sino en virtud del ejercicioó í  
de derechos  de aprovechamiento de aguas constituidos conforme a derecho,  todos los 
cuales  se  ejercen  contando  con  la  debida  autorizaci n  ambiental.  Agrega  que  eló  
procedimiento de otorgamiento de derecho de aprovechamiento de aguas permite a la 
autoridad resguardar la existencia  del recurso h drico y su permanencia,  as  como laí í  
protecci n de otras variables que exceden lo puramente sectorial vinculado a las aguas. ó

V.-  Refiere que no se lesionan Derechos Constitucionales, ello porque no existe 
ilegalidad ni arbitrariedad, por lo que procede rechazar los recursos interpuestos, por lo 
que  no  existe  vulneraci n  a  los  Derechos  Constitucionales  invocados.  El  derechoó  
establecido en el N  2 del art culo 19 de la Carta Fundamental,  esto es, la igualdad,° í  
porque las comunidades ind gena no han sido discriminadas al no afectar se la consultaí  
previa porque sta no es procedente. El N  8 del mismo art culo y cuerpo legal citado,é ° í  
N mero ocho pues no es necesario contar con un estudio Hidro geol gico de la cuenca,ú ó  
que garantice un eventual aumento de extracci n de salmuera. Tampoco hay infracci nó ó  
al derecho de las comunidades a desarrollar actividades econ micas, desde que el actoó  
recurrido no tendr  impacto ni existe siquiera un peligro futuro de que ello vaya ocurrirá  
ni  est  probado  en  estos  autos.  Asimismo,  no  se  afecta  el  derecho  a  la  vida,  a  laá  
integridad  f sica  y ps quica  surgida  de  la  Conciliaci n,  pues  no afectar  los  recursosí í ó á  
h dricos ni aumentar n su uso en desmedro de los recurrentes como ha sido latamenteí á  
explicado

  En m rito de lo expuesto pidi  el rechazo de los recursos con costas.é ó

  Finalmente,  acompa  diversa  documental  en  que  fundamenta  su  rechazo  alñó  
recurso.  

Considerando:

Noveno:  Que, el recurso de protecci n de garant as constitucionales constituyeó í  
una acci n constitucional de urgencia destinada a amparar el leg timo ejercicio de lasó í  
garant as y derechos preexistentes que se enumeran en el art culo 20 de la Constituci ní í ó  
Pol tica de la Rep blica, mediante medidas de resguardo que deben adoptarse ante uní ú  
acto u omisi n arbitrario e ilegal  que impida,  amague o perturbe dicho ejercicio;  deó  
acuerdo a ello constituyen requisitos indispensables para la procedencia de esta acci nó  
cautelar la  existencia de un acto u omisi n ilegal, esto es, contrario a la ley o arbitrario,ó  
lo que implica que su fundamento provenga del puro capricho; que el acto o la omisi nó  
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denunciada  prive,  perturbe  o amenace  el  ejercicio  leg timo  de  derechos  y  garant así í  
cautelados por esta acci n; que esa privaci n, perturbaci n o amenaza resulte manifiesta,ó ó ó  
ostensible, esto es, que sea posible de ser constatada o establecida con el mero examen 
de los antecedentes aportados por el recurrente y as  pueda concluirse con el informe delí  
recurrido;  se requiere tambi n que exista una relaci n causal entre el acto u omisi né ó ó  
que se denuncia y la transgresi n de derechos del recurrente; y, finalmente, que exista laó  
posibilidad material, actual, del rgano jurisdiccional, ante el cual se plantea la acci n,ó ó  
de  adoptar  medidas  de  protecci n  o cautela  adecuadas,  para  resguardar  el  leg timoó í  
ejercicio del derecho afectado.

     Concurriendo tales circunstancias en la presentaci n del recurrente el acogimientoó  
del recurso ser  motivado y deber  accederse a lo pedido en resguardo de sus leg timosá á í  
derechos,  por  lo  que  debe  procederse  al  examen  de  los  antecedentes  que  han  sido 
acompa ados.ñ

D cimo:é  Que deber  examinarse la extemporaneidad alegada por las recurridas.á  
En  primer  t rmino,  Corfo  argumenta  que  mantiene  vigentes  los  contratos  para  laé  
explotaci n del salar desde 1986, hecho p blico y notorio y conocido por todos desdeó ú  
hace varios a os. Por su parte,  la Sociedad Qu mica Minera sostiene que la presenteñ í  
acci n ha sido interpuesta fuera de plazo, porque los recurrentes se alan que el 5 deó ñ  
enero de 2018 tuvieron claro el procedimiento porque Corfo les inform  el tenor de lasó  
negociaciones y el resultado de las mismas.  

Und cimo:é  Que, aun cuando la defensa del recurrido sostiene que se trata de 
contratos  celebrados  en poca  pret rita,  lo cierto  es  que en definitiva  hubo un actoé é  
jur dico de fecha posterior, debiendo respetarse la fecha del  nuevo acuerdo. í

      El acuerdo de conciliaci n se celebr  el 17 de enero de 2018, sin que se hayaó ó  
desvirtuado por parte de los recurrentes la alegaci n de la recurrida en el sentido queó  
tuvieron un conocimiento anterior a la fecha se alada, esto es el 5 de enero del mismoñ  
a o, y que situar an la presentaci n de este recurso en una fecha anterior al plazo que elñ í ó  
Auto Acordado establece para recurrir de protecci n. ó

    No habiendo suscitado controversia esta alegaci n de la recurrida, y no existiendoó  
antecedentes  que  permitan  establecer  que  la  fecha  en  que  los  recurrentes  tuvieron 
conocimiento  de  estos  actos  jur dicos  sea  diferente  a  lo  que  aquellos  han  sostenido,í  
ineludiblemente ha de concluirse que a la fecha en que el recurso fue presentado hab aí  
transcurrido el t rmino de 30 d as corridos al interponer el recurso que establece el Autoé í  
Acordado sobre tramitaci n del Recurso de Protecci n sobre Garant as Constitucionales,ó ó í  
por  estas  razones  la  acci n  interpuesta  deber  ser  rechazada  en  raz n  de  suó á ó  
extemporaneidad.

Duod cimo:é  Que  sin perjuicio de ello, en cuanto al fondo,  debe considerarse 
que en el conocimiento del recurso de estos autos, debe dirimirse la materia concerniente 
a la Conciliaci n acordada el 17 de enero de 2018 entre Corfo y Sociedad Qu micaó í  
Minera, que incide en los contratos relacionados entre s : Modificaci n y fijaci n textoí “ ó ó  
refundado  y  actualizado  del  Contrato  para  Proyecto  en  el  Salar  de  Atacama, 
Corporaci n de Fomento de la Producci n y SQM Potasio S.A. y otras  y Modificaci nó ó ” “ ó  
y fijaci n texto refundido y actualizado del Contrato de Arrendamiento de pertenenciasó  
mineras OMA . En lo relativo a la ausencia de consultas ordenadas en el marco del”  
Convenio 169 de la Organizaci n Internacional del Trabajo ya que aquella explotaci nó ó  
infringir a derechos de pueblos originarios y, especialmente, que en dichos contratos seí  
extiende la concesi n de litio y aumenta los vol menes de explotaci n con instalaci n deó ú ó ó  
nuevas obras lo que acarrea incertidumbre respecto de la sustentabilidad de la cuenca 
del  Salar  de  Atacama,  a  la  vez  que  se  permite  que  SQM contin e  explorando  yú  
constituyendo derechos de aprovechamiento de aguas en territorios de las comunidades 
recurrentes. 
       Se plante , adem s, que la empresa Soquimich a esta fecha mantiene la existenciaó á  
de dos procesos administrativos instruidos por la autoridad ambiental por infracci n deó  
RCA 226/2006. 

D cimo  Tercero:é  Que  debe  tenerse  presente  que  la  Conciliaci n  que  dioó  
origen a la modificaci n de los contratos objetos de este recurso, se llev  a efecto en eló ó  
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marco de un proceso arbitral  seguida ante un rbitro arbitrador designado para talesá  
efectos por el Centro de Arbitraje y Mediaci n de la C mara de Comercio de Santiagoó á  
(CAM), en la cual el Juez designado, sobre la base de las cuestiones expuestas por cada 
parte y los intercambios  de posiciones  hechos  valer por stas,  en la etapa respectiva,é  
llevada  a  cabo  durante  los  meses  de  mayo  a  octubre  de  2017,  de  las  cuestiones 
abordadas en los procesos de conciliaci n previos y de sus resultados, el 18 de diciembreó  
de 2017 propuso formalmente a las partes las Bases de Conciliaci n para poner t rminoó é  
definitivo a los arbitrajes y disputas existente entre las partes. 

D cimo Cuarto:é  Que, debe se alarse que la doctrina mayoritaria estima que elñ  
tribunal arbitral es una clase de tribunal establecido en la ley y contemplado como tal 
para la organizaci n judicial en cumplimiento de lo establecido en el art culo 77 de laó í  
Constituci n Pol tica. De este modo, la calidad de juez, atendido, adem s del tenor de loó í á  
dispuesto en el art culo 222 del C digo Org nico de Tribunales, y de su incorporaci n alí ó á ó  
sistema de jurisdicci n nacional  seg n se desprende del art culo 5 del citado c digo y“ ó “ ú í ó  

como tales, cuentan con todas las prerrogativas que les proporciona el poder  de la“ ”  
jurisdicci n  y  tienen  todas  las  obligaciones  y  cargas  que  les  impone  su  deber.  Laó  
reglamentaci n  de  la  instituci n  de  los  jueces  rbitros  efectuada  tanto  en  el  C digoó ó á ó  
Org nico de Tribunales, como en el C digo de Procedimiento Civil concuerda con elá ó  
car cter p blico de su funci n que los convierte en Tribunales de la Rep blica sometidosá ú ó ú  
a  la  superintendencia  directiva,  correccional  y  econ mica  de  la  Corte  Suprema,  deó  
conformidad al art culo 82 de la Constituci n Pol tica. í ó í
       En  ese  orden  de  ideas,  trat ndose  en  el  presente  caso  de  una  Conciliaci ná ó  
celebrada en el marco de un proceso arbitral, es imperativo tener en cuenta que para 
todos  los  efectos,  una  vez  aprobado  lo  convenido  por  el  respectivo  Tribunal,  es  un 
equivalente jurisdiccional, que produce el desasimiento del tribunal y si no fue materia 
de impugnaciones por la v a de los recursos que son procedentes, esa convenci n tiene elí ó  
m rito de una sentencia, por lo que no es posible por la v a de este recurso derrumbar loé í  
que all  fue aprobado. En consecuencia, de conformidad al art culo 267 del C digo deí í ó  
Procedimiento Civil, el acta en que se deja constancia de los t rminos de la Conciliaci n,é ó  
debe estimarse como sentencia ejecutoriada para todos los efectos legales, con efecto de 
acci n y excepci n de  cosa juzgada. Por lo dem s, as  ha sido resuelto por los tribunalesó ó á í  
superiores de justicia que han conocido la materia. 

Si bien eventualmente se admite que decisiones judiciales puedan ser cuestionadas 
por la v a de este recuso, en tales casos se requiere que la arbitrariedad sea evidente,í  
manifiesta,  que pueda constatarse con tan solo un examen somero de los  respectivos 
antecedentes, lo que no es posible constatar en este caso. 

D cimo  Quinto:é  Que  por  su  parte,  en  cuanto  se  ha  se alado  que  esasñ  
convenciones son una modificaci n de contratos anteriormente celebrados, debe tenerseó  
en consideraci n entonces que desde el mismo instante en que se produce un acuerdo deó  
voluntades  se  generan  nuevos  actos  jur dicos,  que  para  efectos  meramente  formalesí  
pueden  ser  reputados  una  modificaci n  del  anterior,  pero  que  desde  la  perspectivaó  
sustantiva debe ser reputados  contratos.
          Establecido entonces, que por la v a de la acci n de protecci n se pretendeí ó ó  
cuestionar la validez de los contratos, que en apariencia se presentan otorgados con las 
formalidades legales, ineludiblemente deber  decidirse que en el mbito del conocimientoá á  
y  la  decisi n  de  esta  acci n  cautelar  urgente  solamente  es  posible  emitiró ó  
pronunciamientos sobre derechos indubitados, esto es, de aquellos cuya existencia formal 
se presenta en t rminos incontrovertibles y por cuya privaci n perturbaci n o amenazaé ó ó  
una parte denuncia a otra, pidiendo la adopci n de medidas cautelares en su resguardo.ó
          Lo anterior importa resolver que no es posible en este estadio procesal conocer y 
decidir materias concernientes a derechos y obligaciones que eventualmente emanaren de 
contratos, ya que en el Estado de Derecho su cuestionamiento necesariamente requiere 
de un juicio de lato conocimiento, de manera que cada parte pueda formular alegaciones 
sobre  el  fondo  de  la  materia  debatida,  rendir  las  pruebas  que  estime  pertinentes,  y 
objetar las que la parte contraria hubiere rendido.
     Atendidas  esas  circunstancias,  en  cuanto  se  ha  denunciado  la  existencia  de 
contrataciones  celebradas   y  que  son  calificadas  de  irregular,  no  es  posible  emitir 
pronunciamiento alguno.
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D cimo  Sexto:  é Que en cuanto se denuncia  la existencia  de infracciones  al 
Convenio N  169 sobre Pueblos Ind genas y Tribales en Pa ses Independientes, que con° í í  
fecha  27  de  junio  de  1989  aprob  la  Conferencia  General  de  la  Organizaci nó ó  
Internacional del Trabajo, y que fue ratificado por el Congreso Nacional,  por lo que 
desde el 15 de septiembre de 2009 forma parte de la legislaci n chilena. Es preciso teneró  
presente el Convenio en su art culo 6 N  1 letra a) y N  2 dispone que: Al aplicar lasí ° ° “  
disposiciones del presente Convenio,  los gobiernos deber n: a) consultar a los pueblosá  
interesados,  mediante  procedimientos  apropiados  y  en  particular  a  trav s  de  susé  
instituciones  representativas,  cada  vez  que  se  prevean  medidas  legislativas  o 
administrativas susceptibles de afectarles directamente.  Las consultas llevadas a cabo en” “  
aplicaci n de este Convenio deber n efectuarse de buena fe y de manera apropiada a lasó á  
circunstancias con la finalidad de llegar a un acuerdo o para lograr el consentimiento 
acerca de las medidas propuestas.”
       Por su parte el Decreto Supremo 66, de 2014 del Ministerio de Desarrollo Social,  
aprob  el reglamento que regula el procedimiento de Consulta Ind gena en virtud deló í  
art culo 6 N  1 letra a) y N  2 del Convenio 169 de la Organizaci n Internacional delí ° ° ó  
Trabajo, disponiendo que la consulta es un deber de los rganos de la Administraci nó ó  
del  Estado  y  un  derecho  de  los  pueblos  ind genas  susceptibles  de  ser  afectadosí  
directamente por la adopci n de medidas legislativas o administrativas. Es as , que en suó í  
art culo  7  prescribe:  Medidas  susceptibles  de  afectar  directamente  a  los  pueblosí “  
ind genas. Los rganos de la Administraci n del Estado se alados en el art culo 4 de esteí Ó ó ñ í  
Reglamento, deber n consultar a los pueblos ind genas cada vez que se prevean medidasá í  
administrativas o legislativas susceptibles de afectarlas directamente.   ”
   Son  medidas  Legislativas  susceptibles  de  afectar  directamente  a  los  pueblos“  
ind genas  los  anteproyectos  de  ley  y  anteproyectos  de  reforma  constitucional,  ambosí  
iniciados por el Presidente de la Rep blica, o la parte de stos cuando sean causa directaú é  
de un impacto significativo y espec fico sobre los pueblos  ind genas en su calidad deí í  
tales,  afectando  el  ejercicio  de  sus  tradiciones  y  costumbres  ancestrales,  pr cticasá  
religiosas, culturales o espirituales, o la relaci n con sus tierras ind genas.    ó í …”
    Son medidas administrativas susceptibles de afectar directamente a los pueblos“  
ind genas  aquellos  actos  formales  dictados  por  los  rganos  que  formen  parte  de  laí ó  
Administraci n del Estado y que contienen una declaraci n de voluntad,  cuya propiaó ó  
naturaleza  no  reglada  permita  a  dichos  rganos  el  ejercicio  de  un  margen  deó  
discrecionalidad que los habilite para llegar a acuerdos u obtener el consentimiento de 
los pueblos ind genas en su adopci n, y cuando tales medidas sean causa directa de uní ó  
impacto  significativo  y espec fico  sobre  los  pueblos  ind genas  en su calidad de  tales,í í  
afectando el  ejercicio  de sus  tradiciones  y costumbres  ancestrales,  pr cticas  religiosas,á  
culturales o espirituales, o la relaci n con sus tierra ind genas . ó í ”
    Las  medidas  dictadas  en  situaci n  de  excepci n  o  emergencia,  incluyendo“ ó ó  
terremotos, cat strofes naturales, no requerir n consulta por su car cter de urgente . á á á ”
     Los  actos  de mero  tr mite  y las  medidas  de ejecuci n  material  o jur dica  se“ á ó í  
entender n comprendidas en la consulta del acto terminal o decisorio al que han servidoá  
de fundamento o que deban aplicar . ”
    Las medidas administrativas que no producen una afectaci n directa respecto“ ó  
de los pueblos ind genas no estar n sujetas a consulta, como sucede  con aquellos actosí á  
que no producen un efecto material o jur dico  directo respecto de terceros, como ocurreí  
con los dict menes, actos de juicio, constancia o conocimiento, as  como los actos queá í  
dicen relaci n con la actividad interna de la Administraci n, como los nombramientos deó ó  
las autoridades y del personal,  el ejercicio de la potestad jer rquica o las medidas deá  
gesti n presupuestaria .            ó ”
  Por su parte,  el art culo 4 prescribe:  rganos a los que se aplica el presenteí “Ó  
reglamento.  El  presente  reglamento  se  aplica  a  los  ministerios,  las  intendencias,  los 
gobiernos  regionales,  las  gobernaciones  y  los  servicios  p blicos  creados  para  elú  
cumplimiento de la funci n administrativa. Para los efectos de cumplir con la obligaci nó ó  
de  consulta,  los  rganos  constitucionalmente  aut nomos  podr n  sujetarse  a  lasó ó á  
disposiciones del presente reglamento. Sin embargo, no se entender n exentos del deberá  
de consultar a los pueblos ind genas, cuando ello sea procedente en conformidad a laí  
legislaci n vigente . ó ”
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D cimo  S ptimo:é é  Que,  al  tenor  del  D.S  66,  antes  transcrito,  debemos 
circunscribirnos al an lisis de los rganos de la Administraci n del Estado, que tengan laá Ó ó  
potestad de dictar medidas administrativas, y que a su vez stas re nan las condicionesé ú  
para que sea procedente el tr mite de la consulta.  á

1.- En orden a definir los rganos de la Administraci n del Estado, la Ley NÓ ó ° 
18.575  de  bases  de  la  Administraci n  del  Estado,  en  su  art culo  1  inciso  segundoó í  
dispone:  La  Administraci n  del  Estado  estar  constituida  por  los  Ministerios,  las“ ó á  
Intendencias,  las  Gobernaciones  y  los  rganos  y  servicios  p blicos  creados  para  eló ú  
cumplimiento  de  la  funci n  administrativa,  incluidos  la  Contralor a  General  de  laó í  
Rep blica, el Banco Central, las Fuerzas Armadas y las Fuerzas de Orden y Seguridadú  
p blica, los Gobiernos Regionales, las Municipalidades y las empresas p blicas creadasú ú  
por ley . ”

2.-Luego indica la disposici n las caracter sticas  que deben reunir  las  medidasó í  
administrativas  dictadas  por  los  rganos  que  forman parte  de la  Administraci n  delÓ ó  
Estado: a) actos formales; b) que contengan una declaraci n de voluntad, requisitos queó  
se igualan a un acto administrativo de aquellos definidos en la Ley N  19.880 de Bases°  
de Procedimientos Administrativos que rigen los actos de los rganos Administrativos, enÓ  
su  art culo  3  y;  c)  cuya  propia  naturaleza  no  reglada  permita  a  dichos  rganos  elí ó  
ejercicio de un margen de discrecionalidad que los  habilite  para llegar a acuerdos  u 
obtener el consentimiento de los pueblos ind genas en su adopci n, es decir, se excluyení ó  
los  actos  reglados  y se restringe  a aquellos  actos  en que  la autoridad act e  con unú  
margen  de  discrecionalidad ,  concepto  este  ltimo  que  admiten  una  interpretaci n“ ” ú ó  

amplia  o  restringida,  ya  que  la  ley  puede  dejar  a  la  Administraci n  espacios  deó  
apreciaci n y decisi n m s o menos  amplios  en lo que respecta a la oportunidad,  laó ó á  
conveniencia,  diversos  intereses  p blicos  presentes  en  el  ordenamiento  jur dico  queú í  
requieren ser convenidos y en cuanto al objeto. 

3.- Tambi n se exige que las medidas sean susceptibles de afectar directamente aé  
los pueblos ind genas, esto es, que sea: a) causa directa de un b) impacto significativo yí  
espec fico sobre los pueblos ind genas en su calidad de tales, c) afectando el ejercicio deí í  
sus tradiciones y costumbres ancestrales, pr cticas religiosas, culturales o espirituales, o laá  
relaci n con sus tierra ind genas.  ó í

D cimo  Octavo:é  Que teniendo  a la  vista  las  exigencias  antes  mencionadas 
contenidas en el D.S 66, art culo 7, es posible inferir que lo que se pretende impugnarí  
por esta v a es una Conciliaci n, cuyas Bases fueron propuestas por un Juez rbitro, queí ó Á  
como se ha venido razonando se corresponde con un equivalente jurisdiccional,  de lo 
que se sigue en primer t rmino que si bien Corfo es un rgano de la Administraci n delé Ó ó  
Estado,  es  capaz de ejercer  derechos  y de contraer  obligaciones  y puede  actuar con 
particulares, caso en el cual indudablemente se sujetar  a las disposiciones de sus propiosá  
estatutos y a las que regulan las respectivas contrataciones, como acontece en este caso. 
De este modo, al celebrar un acto jur dico con un particular este contrato se rige por lasí  
normas generales de los contratos, de manera que en lo concerniente a las obligaciones 
impuestas por las normas de derecho p blico, ellas tendr n que seguirse en las distintasú á  
etapas de cumplimiento del contrato si as  fuera procedente. En consecuencia, podemosí  
sostener que la Conciliaci n acordada, no re ne los caracteres de un acto administrativoó ú  
y tampoco admite el ejercicio de un margen de discrecionalidad por parte de Corfo, 
como lo exige el reglamento en cuesti n, para que de ese modo sea aplicable el tr miteó á  
de la Consulta. 

D cimo  Novenoé :  Que,  adem s,  el  Decreto  que  regula  el  procedimiento  deá  
consulta ind gena, expresa que la susceptibilidad de afectaci n directa  se presenta en elí “ ó ”  
caso que las medidas administrativas, sean causa directa de un impacto significativo y 
espec fico sobre los pueblos ind genas en su calidad de tales, afectando el ejercicio de susí í  
tradiciones  y costumbres  ancestrales,  pr cticas  religiosas,  culturales  o espirituales,  o laá  
relaci n con sus tierra ind genas.  ó í
    Presupuesto que tampoco concurre en la especie, por cuanto la consulta previa 
debe aplicarse siempre que exista afectaci n directa a las comunidades ind genas, y noó í  
cuando la posibilidad de afectarles sea remota. En el caso tra do a juicio la posibilidadí  
que  en  su  ejecuci n  pueda  causarse  un  da o  este  es  eventual,  esto  es,  meramenteó ñ  
hipot tico.é
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Consintiendo en la celebraci n de dos  contratos  y que en su otorgamiento seó  
procedi  en todo con estricta sujeci n a las reglas y disposiciones legales que regulan laó ó  
formaci n  del  consentimiento,  su  mero  otorgamiento  no  es  suficiente  para  decidiró  
anticipadamente que por esa sola circunstancia se ha incurrido en una ilegalidad y/o 
arbitrariedad.

En efecto,  se exige tener en cuenta que las actividades  que en virtud de esas 
contrataciones  se hubiere  acordado realizar,  podr n ser desarrolladas solamente en laá  
medida que sea observado un riguroso y estricto cumplimiento de los procedimientos que 
la ley establece sobre la explotaci n y utilizaci n de los recursos naturales, existiendo unaó ó  
frondosa  legislaci n para impedir  su abusivo uso y la trasgresi n de derechos  de lasó ó  
personas, estableci ndose en esas mismas normas las formas, procedimientos y accionesé  
que en tal caso deben ser ejercidas. 

Asimismo,  cabe tener en consideraci n que en los contratos tenidos a la vista,ó  
Modificaci n y Fijaci n texto refundido y actualizado del Contrato de Arrendamiento deó ó  
Pertenencias mineras OMA y Modificaci n y fijaci n texto refundido y actualizado deló ó  
contrato  para  Proyecto  en  el  Salar  de  Atacama,  Corporaci n  de  Fomento  de  laó  
Producci n  y  SQM Potasio  y  otras,  se  establecen  cl usulas  tituladas  Cumplimientoó á “  
Ambiental , en los n meros d cimo segundo y d cimo, respectivamente, en orden a que” ú é é  
la sociedad se obliga  a cumplir  lo que resuelva  o construya  de manera  definitiva  la 
autoridad  ambiental  o,  en  su  caso,  los  tribunales  ambientales  u  ordinarios,  seg nú  
corresponda,  as  como  cumplir  con  la  legislaci n  ambiental  vigente  y  las  respectivasí ó  
RCAs en especial  cumplir  con el  o los  programas  de cumplimiento  que acuerden la 
Sociedad y SMA con sus respectivos mecanismos de control,  que den garant as en elí  
manejo sustentable del Salar. Adem s en las cl usulas d cimo novena y d cimo octava seá á é é  
acord  establecer Dos Auditores Externos , quienes le reportaran a Corfo y al Comitó “ ” é 
de directores  de la sociedad respecto al correcto,  completo y oportuno cumplimiento, 
entre otras, I) de las obligaciones ambientales de la sociedad (el auditor ambiental ). Por…  
su parte en la cl usula und cima del segundo contrato, titulado Normas Especiales , seá é “ ”  
establece la obligaci n que contrajo la sociedad, en que deber n dar cumplimiento deó á  
toda la normativa legal y reglamentaria de Chile que regule la extracci n, producci n,ó ó  
comercializaci n y venta de litio y sus productos derivados.  ó

Vig s imo:é  Que, respecto de la existencia de procesos infraccionales en contra de 
la  Sociedad  Qu mica  Minera,  en  caso  alguno  puede  constituir  un  antecedente  paraí  
decidir anticipadamente y como hecho cierto que en lo sucesivo proceder  en t rminosá é  
desajustados a la norma, no solo porque esos procesos se encuentran en tramitaci n sino,ó  
adem s, porque tal decisi n importar a un prejuzgamiento o un juicio anticipado que laá ó í  
Constituci n Pol tica rechaza al garantizar a las personas el derecho a un juicio racionaló í  
y justo. Adicionalmente, distorsionar a la presunci n de buena fe que establece el art culoí ó í  
707  del  C digo  Civil  y  que  ampara  a  todo  sujeto  de  derecho,  impidiendo  queó  
prematuramente y  sin  prueba  alguna  pueda  acogerse  un  reclamo  en  su  contra  por 
vulnerar ese principio.

En  general,  la  presunci n  de  ó buena  fe  obliga  a  entender  que  las  partes 
contratantes actuar ná  rectamente, de forma honrada, sin intenci n de da ar las cl usulasó ñ á  
acordadas, oblig ndose a una actitud de respeto y lealtad en el tr fico jur dico, ya seaá á í  
que se act e en el ejercicio de un derecho como de una obligaci n, ú ó haciendo distinci nó  
de  valores  tradicionales  y esenciales  sobre los  que se edifica  el ordenamiento jur dicoí  
como son la confianza,  la lealtad,  la honradez o la rectitud,  y que es esperable  que 
impida a las partes  actuar motivadas  s lo por intereses  particulares  o  ó exclusivos, que 
haga perder el sentido de utilidad com n que debe informar a los actos  jur dicosú í  de 
modo  que  tales  expectativas  sean  cumplidas  no  solo  entre  los  otorgantes  sino  que 
respecto de la comunidad toda.

Vig s imo  Primero:é  Que de lo que se viene se alando resulta que es posibleñ  
constatar que el recurso de protecci n de estos autos es expresivo de un temor, de unaó  
amenaza eventual o de un riesgo que inciertamente pudiere tal vez consumarse respecto 
de derechos de los recurrentes.

Sin  embargo,  ante  esas  expresiones,  que  con  mayor  o  menor  raz n  puedenó  
interferir la voluntad de los recurrentes, debe considerarse que las actividades de que dan 
cuenta  los  contratos,  en  ning n  caso  podr n  ser  realizadas  al  margen  de  losú á  
procedimientos y sin los estudios, autorizaciones y dem s requisitos que son requeridasá  
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por  los  distintos  cuerpos  legales  y  reglamentarios  y  cuyo  estricto  cumplimiento  esas 
mismas disposiciones imponen fiscalizar a diferentes organismos de la Administraci n deló  
Estado.

Si  bien  el  recurso  de  protecci n  tiene  un  prop sito  cautelar,  no  es  posibleó ó  
anticipadamente  establecer  que  los  actos  que  ser n  realizados  en  el  futuro,  seaná  
arbitraros i/o ilegales.

En los  procedimientos  administrativos  especiales  a los  que aquellas  actividades 
deber n someterse, y que deber n ser rigurosamente atendidos, se establecer  la á á á rectitud 
e idoneidad del cumplimiento de los contratantes, de manera que ante las transgresiones 
que  se constaten,  o las  nuevas  autorizaciones  que  se  requieran,  podr n ejercerse  á las 
medidas  u  recursos  de  oposici n  que  los  ó afectados  estimen  que  son procedentes,  en 
particular  a  las  instancias  de  participaci n  ind gena  que  contempla  la  Ley  19.300ó í  
modificada por la Ley 20.417 sobre Las Bases Generales del Medio Ambiente  art culos“ ” í  
26 a 31 de la primera ley citada. Asimismo, la Ley 20.017 que modific  el C digo deó ó  
Aguas, el que entre otras materias, establece mecanismos de reclamaci n para el eventoó  
de que la constituci n o ejercicio del derecho de aprovechamiento agua colisione con losó  
derechos  de tercero,  regula  las  organizaciones  de usuarios  a quienes  les  corresponde 
distribuir  las  aguas  y  cautelar  el  ejercicio  equitativo  de  los  derechos  y  establece 
mecanismos de resoluci n para el caso de conflictos en materia de agua. ó

Si en tal caso fueren infringidas las disposiciones legales y reglamentarias a las que 
debe someterse la actividad que ser  desarrollada por la recurrida y fueren desatendidasá  
las medidas que se impusieren, entonces se configurar  una infracci n de ley, emergiendoá ó  
el derecho de los recurrentes para realizar las reclamaciones y ejercer recursos que en tal 
caso sean procedentes.

Vig s imo  Segundo:  é Que,  en consecuencia  del  examen de los  antecedentes 
incorporados por las partes, los que fueron apreciados conforme a las reglas de la sana 
critica, no se ha constatado la existencia de un acto u omisi n arbitrario o ilegal queó  
provoque privaci n, perturbaci n o amenaza cierta a los derechos que los recurrentesó ó  
denuncian amagados, y adicionalmente una vulneraci n efectiva al proceso de Consultaó  
ordenada en el marco del Convenio 169 de la Organizaci n Internacional del Trabajo,ó  
por lo que esta Corte decidir  rechazar el recurso.  á

  Por estas consideraciones,  y de conformidad,  adem s, con lo dispuesto en elá  
art culo 20 de la Constituci n Pol tica de la Rep blica y el auto Acordado de la Excma.í ó í ú  
Corte Suprema sobre tramitaci n del recurso de protecci n, ó ó se  rechaza , sin costas, la 
acci n  interpuesta  por  diversas  comunidades  atacame as,  representadas  por  do aó ñ ñ  
Carolina Ester Sagredo Guzm n, y don Juan Carlos Cayo Rivera, -Recurso Protecci ná ó  
N  10.301-2018-  por  don Ezio Costa  Cordella,  do a Gabriela  Burdiles  Perucci,  don° ñ  
Antonio Madrid Meschi  y don Diego Lillo Goffreri  y do a Victoria  Belemmi  Baeza-ñ  
Recurso  de  Protecci n  acumulado  N  10.752-2018-  y por  los  terceros  coadyuvantes,ó °  
do a Margarita Farith Contreras R os;  do a Gabriela Burdeles y don Diego Lillo; donñ í ñ  
Ezio Simone Costa Cordella; y don Jorge Alvear Castillo; en contra de Corporaci n deó  
Fomento de la Producci n (Corfo) y de la Sociedad Qu mica Minera S.A. (SQM).ó í

Se  previene  que  la  Ministra  (S)  Ana  Mar a  Hern ndez  Medina,  estuvo  porí á  
rechazar  la  alegaci n  de  extemporaneidad  del  recurso,  considerando  que  lasó  
conversaciones  que  precedieron  entre  los  recurrentes  y  el  Vicepresidente  de  Corfo, 
tuvieron un car cter informal y no existe ning n antecedente del que pueda inferirse queá ú  
tuvieron un conocimiento acabado del acuerdo alcanzado y en cuya virtud sea posible 
establecer una poca anterior a la que se alan en su recurso como aquella en la queé ñ  
tuvieron un cabal conocimiento de los hechos, en consecuencia no es posible rechazar el 
recurso en raz n de su extemporaneidad.      ó

Reg strese y Arch vese.í í
Redacci n de la Ministra (S) se ora Ana Mar a ó ñ í
Ingreso Corte N  10301-2018  acumulada ° Ingreso Corte 10.752-2018.
No firma  la  Ministra  (S)  se ora  Ana  Mar a  Hern ndez  Medina,  no  obstanteñ í á  

haber concurrido a la vista de la causa y al acuerdo, por haber cesado su suplencia en 
esta Corte.
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Pronunciada  por  la  Segunda  Sala  de  la  Iltma.  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago, 
presidida por el Ministro se or Juan Crist bal Mera Mu oz e integrada por la Ministrañ ó ñ  
se ora Jenny Book Reyes y por la Ministra (S) se ora Ana Mar a Hern ndez Medina. ñ ñ í á
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Pronunciado por la Segunda Sala de la C.A. de Santiago integrada por los Ministros (as) Juan Cristobal Mera

M., Jenny Book R. Santiago, veinticinco de septiembre de dos mil dieciocho.

En Santiago, a veinticinco de septiembre de dos mil dieciocho, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la

resolución precedente.
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